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Editorial 

A veces los sueños se hacen realidad…. Gracias al aporte de muchas personas 

que generosamente dedican su tiempo y su conocimiento para mejorar su vida, la de 

sus seres queridos y la de toda la sociedad. Ese esfuerzo da frutos, por eso desde el 

ámbito académico no podemos dejar de dar gracias, gracias a todos los que 

colaboraron para que pueda salir el tercer número de la Revista Jurídica de Derecho 

Tributario, bajo la dirección del querido Dr. Carlos María FOLCO. 

Una revista no es una tarea fácil, muchos que estamos acostumbrados a leer y 

a escribir sabemos el gran trabajo que ello implica. A poco de releer y recordar los 

dos números que antecedieron podemos decir y reafirmar con éxito que hemos 

logrado mantener la impronta que nos distingue, y es que la revista sea un 

instrumento para que la comunidad en general y la académica formada por 

estudiantes, profesores y juristas dedicados al Derecho Tributario y las Ciencias 

Económicas de toda la República puedan contribuir con su conocimiento para el 

mejoramiento de nuestra disciplina. 

También reafirmar otra de las improntas que nos distingue, la libertad de 

expresión: la revista se caracteriza por la diversidad del perfil de los autores 

involucrados, el conocimiento no hace distinción de raza, ni de credo, ni de ideología 

política y se extiende por toda la república en forma federal y se amplía a países 

hermanos en búsqueda de un horizonte común para las distintas naciones.  

Todos sabemos que los tributos prácticamente estuvieron en todas las 

civilizaciones humanas. 

También sabemos que luego de la pandemia que azoto a la humanidad nuestra 

sociedad al igual que otras está transformándose en forma vertiginosa, la revolución 

femenina, la era digital, el ciberespacio, la gobernanza han hecho hasta un replanteo 

de los derechos fundamentales en vista a la falta de respuesta por parte del estado y 

la justicia para la solución de los conflictos. Por eso el derecho tributario es 

trascendental, no solo como práctica contable sino como fundamento del 

sostenimiento del Estado. 



Revista Jurídica de Derecho Tributario (ISSN: 2718-8353), año II (2022), número 3. 

Editorial, pp. 1-2. 

2 

El cambio en la economía digital, las nuevas tecnologías, el edge computing, 

crowdfunding, las nubes híbridas, el big data, el derecho al olvido, la ciberguerra, la 

cibercriminología, la robótica, la inteligencia artificial, el blockchain, el legal 

compliance, los bitcoins, la protección de datos personales, las fintech, la ciberseguridad, 

el ethereum, el legal tech, los drones, la digital twin, el machine learning, la 

cibercriminalística, el internet de las cosas, el ciberterrorismo, el brain connectome, las 

tecnologías cada vez más inteligentes requieren no perder de vista nuestras raíces y 

nuestra historia. También son parte de nuestra nueva realidad. Por eso junto con ello 

no debemos dejar de pensar cuales son los objetivos que queremos para mejorar 

nuestra vida y la de nuestro planeta que también requiere el cuidado al medio 

ambiente y a los seres sintientes no humanos. La paz, la justicia y la satisfacción 

básica de las necesidades humanas, umbral mínimo a partir del cual podemos hablar 

de capacidad contributiva. 

La educación es nuestro pilar, y nuestro objetivo debe seguir siendo aportar 

conocimiento para que ese conocimiento sea para el bien de la humanidad. Parecen 

tal vez objetivos muy altruistas, pero estamos seguros que no lo son. Y eso puede 

verse de los artículos que acompañan este nuevo número de la revista. 

Podríamos preguntarnos si ellos son causalidad o causalidad. No, no son 

casualidad son parte de las discusiones y los temas que sin duda afectan hoy a nuestra 

sociedad. Por eso es tan importante el aporte de cada uno de ellos, y los artículos en 

tanto constituyen una mirada no sólo de riguroso contenido científico y académico 

sino también crítico. Por ello y con gran orgullo los invitamos a leer estas pequeñas 

páginas y que les sea de utilidad para ampliar la visión del mundo jurídico tributario. 
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In memoriam Dr. Rubén MARCHEVSKY 

El inesperado y prematuro fallecimiento el pasado 6 de septiembre de 2022 

del Dr. Rubén MARCHEVSKY hundió en profundo dolor y congoja a la comunidad 

académica y profesional. Ha sido uno de los impulsores de nuestra Revista Jurídica de 

Derecho Tributario e integrador del Comité Académico desde su creación junto a un 

calificado grupo de profesores. 

Además de la invalorable tarea cumplida en el ámbito propio de sus funciones, 

brindó su total apoyo a los diversos equipos de trabajo en el desarrollo de las 

publicaciones con el plausible objetivo de dotarlas de la más alta calidad académica. 

MARCHEVSKY era contador público, egresado de la Facultad de Ciencias 

Económicas de la Universidad de Buenos Aires (UBA – Argentina). En su actividad 

docente se desempeñó como profesor adjunto en la Facultad de Ciencias Económicas 

de la UBA en la cátedra de “Teoría y Técnica Impositiva II”; profesor adjunto del 

Departamento Pedagógico de Tributación; y docente de posgrado en la Universidad 

Torcuato Di Tella (UTDT – Argentina), donde además fue profesor fundador de la 

Maestría en Derecho Tributario y mentor de profesores en dicha casa de altos 

estudios. Entre otros cargos, fue vicepresidente segundo del Colegio de Graduados 

en Ciencias Económicas de la Ciudad de Buenos Aires entre 2011 y 2018. 

Fue por largos años, coordinador del Ciclo de Actualidad Tributaria de la 

editorial Errepar. 

De su vasta producción científica, entre los libros y los numerosos artículos 

publicados en revistas especializadas, podemos destacar los siguientes: I.V.A. 

Actualizado 1991, de Ediciones CIMA; I.V.A. - Análisis Intensivo, Ediciones CIMA, 

1992; I.V.A.- Análisis Integral,- Macchi, 1996; IVA – Análisis Integral, 2da edición 

ampliada y actualizada, Macchi, 2002; Impuesto al Valor Agregado - Análisis Integral, 

Errepar, 2006; Esquemas de Procedimientos Administrativos, Errepar, 2009; 

Procedimientos Administrativos aplicados al Procedimiento Tributario, Errepar, 2010; 

Blanqueo y Moratoria 2016, Errepar, 2016; y Reforma Tributaria Ley 27.430, Errepar, 

2018.  
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Hizo gala de una admirable excelencia intelectual, humildad, sensibilidad y 

gran contracción al trabajo.  

Enfrentó con entereza la cruel enfermedad que lo aquejaba e incluso hasta 

días previos a su fallecimiento, seguía cumpliendo frenéticamente su función 

jurisdiccional como Vocal del Tribunal Fiscal de la Nación, a cargo de la Vocalía de 

la 3° Nominación con competencia impositiva de dicho Órgano. 

La presidencia del Tribunal Fiscal de la Nación resolvió a través de la 

Resolución N° 95 del 17 de octubre de 2022 “[q]ue en atención a la talla ética, moral 

y profesional del Vocal Rubén A. Marchevsky, es decisión del Presidente del 

Tribunal Fiscal de la Nación, inmortalizar su paso por este Tribunal Fiscal de la 

Nación, disponiendo nombrar a la sede central donde el organismo desarrolla sus 

funciones, con el nombre de ´Cr. Rubén Alberto Marchevsky´…”. 

Merecido homenaje a un gran profesional y excelente persona, a quien 

echaremos de menos. 

GRACIAS, RUBÉN, POR TU INVALUABLE LEGADO. DESCANSA EN PAZ.
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Clausura: resulta un castigo excesivo para tutelar un bien jurídico de 

naturaleza formal 

Teresa GÓMEZ1 

Fecha de presentación: 12 de mayo de 2022 

Fecha de aprobación: 13 de julio de 2022 

Resumen 

En este trabajo intentaremos explicar el desatino que implica castigar las omisiones o 

defectos formales de facturación, sobre todo de las pequeñas y medianas empresas (PyMES), 

con una sanción de índole estrictamente penal. La clausura de comercios que impone la 

Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) provoca, a quien la sufre, un serio daño 

no sólo de orden patrimonial (pues el clausurado tiene imposibilidad de ejercitar su actividad 

manteniéndose todas sus obligaciones como empleador y contribuyente) sino que también 

afecta su imagen, su credibilidad y su posicionamiento en el sector comercial en que actúa. 

Palabras clave 

Clausura – naturaleza de la sanción de clausura – abuso de su utilización. 

Closure: excessive punishment for the protection of a legal good of formal 

nature 

Abstract 

In this work we will try to explain the nonsense that implies punishing formal invoicing 

omissions or defects, especially of small and medium enterprises (SMEs), with a strictly 

criminal sanction. The closure of businesses imposed by the Federal Administration of Public 

Revenue (AFIP) causes serious damage to those who suffer it, not only of a patrimonial 

nature (since the closed one is unable to carry out their activity while maintaining all their 

obligations as an employer and taxpayer) but also on their image, their credibility and its 

position in the commercial sector in which it operates. 

Key words 

Closure – nature of the closure sanction – abuse. 

                                                 
1  Contadora Pública Nacional graduada en la Universidad Argentina de la Empresa (UADE - 

Argentina). Licenciada en Administración de Empresas graduada en UADE. Especialista en Derecho 

Tributario graduada en la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires (UBA – Argentina). 

Profesora titular de Impuestos de la Universidad del Museo Social Argentino (UMSA – Argentina). 
Autora de varios libros sobre la materia tributaria, entre ellos, Procedimiento Tributario. Ley 11.683. 

Decreto 618/97, 10ma edición actualizada y ampliada. Buenos Aires, La Ley. Publicista y 

conferencista.  
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1. Origen de la sanción de clausura en la Ley de Procedimiento Tributario 

GIULIANI FONROUGE y NAVARRINE expresan que la sanción de clausura ingresó en 

la ley nº 11.683 en 1986, a través de la ley nº 23.314, con el objeto de reemplazar la sanción 

de arresto. No es tan cierto es esto pues el arresto estaba establecido para la infracción de no 

presentación de declaraciones juradas o datos requeridos para la liquidación de los tributos 

y no para defectos formales en la confección de las facturas2. 

No cabe ninguna duda que la sanción de clausura afecta no sólo el patrimonio del 

contribuyente sino también su imagen comercial, el valor moral de la firma clausurada y, en 

muchos casos, la credibilidad de una marca, exigiendo en su aplicación un particular cuidado 

a fin de no vulnerar garantías constitucionales aplicables al ciudadano contribuyente. 

Posteriormente, entra en vigencia la ley nº 24.765. Durante su debate parlamentario 

se produjeron algunas intervenciones que, aun hoy a años vista, resultan apropiadas de 

reproducir. El senador López3 expresaba que la moderna tendencia en materia tributaria 

pregona que una sanción en el patrimonio del contribuyente debe limitarse a aquello que 

redunda en favor del Estado, es decir no debe ir en desmedro de la actividad económica 

particular del interesado ni de la actividad económica general del Estado. Por su parte, la 

senadora Fernández Meijide4 decía que la sanción de clausura tiene numerosos efectos 

colaterales negativos que afectan el desarrollo económico del sujeto pasivo, a sus empleados 

y a la imagen comercial de aquel que ve cerrado su negocio. Hoy por hoy, con el grado de 

incumplimiento tributario pensamos que es ineficaz porque traerá el efecto inverso al 

deseado, es decir, disminuirá la actividad económica. 

Apartándonos de cualquier ideología política, es justo destacar que a ambos senadores 

no les restaba razón cuando expresaban sus aprehensiones sobre este castigo. La sanción de 

clausura no debería estar prevista para un bien jurídico tutelado tan tenue e indeterminado 

como la “Administración Tributaria”. Entendemos que la clausura operaría con 

proporcionalidad punitiva cuando se tratara de impedir la venta de alimentos en mal estado, 

medicamentos vencidos o la actividad de comercios que carecen de la higiene necesaria 

pudiendo afectar la salud de los consumidores; pero cuando de defectos formales fiscales se 

trata la clausura no es un castigo proporcional. La solución tal vez radique en establecer una 

advertencia firme fiscal al detectarse el incumplimiento y, de persistir la conducta inapropiada 

                                                 
2  GIULIANI FONROUGE, Carlos M. y NAVARRINE, Susana Procedimiento Tributario. 6ta. Edición, 

Editorial Depalma, pág. 283. 

3  Antecedentes Parlamentarios (1997). Buenos Aires, La Ley, pág. 564. 

4  Ibid., pág. 572. 
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del contribuyente, debería aplicar la multa correspondiente (v. gr., la multa prevista en el 

artículo 39 de la ley nº 11.683). 

Por nuestra parte no alentamos el incumplimiento de los deberes de colaboración por 

parte del contribuyente. Simplemente nos cuestionamos sobre la proporcionalidad de la 

sanción clausura ante determinados incumplimientos formales. 

El capítulo VI de la Ley de Procedimiento Tributario (Intereses, ilícitos y sanciones) 

desgrana un abanico sancionatorio para ser aplicado ante conductas ilícitas, ya sean estas 

formales o materiales. Ahora bien, la mera lectura de cada uno de los artículos poco aporta 

y es necesario acompañarla con la evolución de la doctrina jurisprudencial oriunda de los 

diversos tribunales. Con ese método integrador se obtendrá una visión general de la realidad 

nacional para un país federal.  

La jurisprudencia, con su conciencia jurídica, ratificó a lo largo de los años, aquello 

que la Corte Suprema de Justicia de la Nación (CSJN) sentenció en “Parafina del Plata” 

(2.9.1968) es decir: la naturaleza penal del ilícito tributario. La CSJN nunca modificó su doctrina 

jurisprudencial sino que, es más, la ratificó a lo largo de los años en diversos resolutorios, 

entre otros “Usandizaga, Perrone y Juliarena” (15.10.1981); “Wortman, Jorge Alberto y 

otros” (8.6.1993); “Casa Elen Valmi de Claret y Garello” (31.3.1999) y otros tantos. Hoy por 

hoy no quedan dudas: ya sea que se trate de los ilícitos previstos en la ley nº 11.683, como 

los legislados en el Régimen Penal Tributario (ley nº 27.430), su configuración se verifica 

cuando en la conducta del autor del injusto, están presentes ambos elementos: el objetivo y 

el subjetivo.  

Por nuestra parte, suscribimos esta posición y, por ello, consideramos de aplicación a 

la pena de clausura, como a los otros castigos, el principio de personalidad de la pena, que 

establece, contundentemente, que sólo puede ser reprimido quien sea culpable; es decir aquel 

a quien la acción punible pueda serle atribuida tanto objetiva (autor, acción medios) como 

subjetivamente (negligencia, impericia, intención, voluntad). Así, la mera comprobación de la 

situación objetiva en la que se halle el contribuyente no basta para configurar la ilicitud 

puesto que, aplicando el principio de “no hay pena sin culpa”, deberá probarse también la 

tipicidad subjetiva, esto es el dolo o la culpa en la conducta del autor5. Téngase presente que 

en todo análisis de la sanción de clausura no existen reparos para poder afirmar, como lo 

hizo la CSJN en “Lapiduz, Enrique c/DGI s/recurso de amparo”, que la sanción de clausura 

                                                 
5  GÓMEZ, Teresa (1999) “La Justicia Federal reafirma jurisprudencia: el simple atraso no configura 

el delito previsto por el artículo de la ley 24.769”, en El procedimiento Tributario y Penal Tributario a 

través de la jurisprudencia, pp. 399 y ss. Buenos Aires, La Ley. 



Revista Jurídica de Derecho Tributario (ISSN: 2718-8353), año II (2022), número 3. 

GÓMEZ, Teresa (2022) “Clausura: resulta un castigo excesivo para tutelar un bien…”, pp. 5-25. 

8 

es “una medida "de índole estrictamente penal". 

Analizaremos, a continuación, algunos aspectos de la sanción de clausura que fueron 

ampliamente criticados por la doctrina pero sin olvidarnos que, tal vez, el origen justificante 

de esta sanción es la ampliación del bien jurídico tutelado que realiza la CSJN en “Mickey 

S.A. s/infracción artículo 44, ley 11683” (5.11.1991), donde se sentenció que: 

[l]a tan mentada equidad tributaria se tornaría ilusoria de no mediar, al 

menos, el cumplimiento de los deberes formales establecidos en cabeza de 

quienes tengan responsabilidad impositiva... En lo particular, las 

exigencias relativas a la emisión de facturas se establecen para garantizar 

la referida igualdad tributaria; desde que permiten determinar la 

capacidad tributaria del responsable y ejercer el debido control del circuito 

económico en que circulan los bienes.  

Al realizar un análisis fragmentado de la sanción de clausura, en esta sentencia se 

manifiesta que tiende a resguardar dos bienes jurídicos: el primero y comúnmente aceptado, 

la Administración Tributaria; y el segundo, de carácter pretoriano, “el mercado”. 

2. Clausura: efecto devolutivo. Su ejecutoriedad. Una etapa infausta6 

En los últimos 25 años se registraron varias etapas preocupantes en lo respecta a la 

sanción de clausura. Todos recordamos el dictado de la ley nº 24.765 que reformaba el 

entonces vigente artículo 78 bis de la ley nº 11.683, posteriormente también reformado por 

la ley nº 27.430. Textualmente, el citado artículo establecía que: 

[l]as sanciones de multa y clausura, y la de suspensión de matrícula, 

licencia e inscripción en el respectivo registro, cuando proceda, serán 

recurribles dentro de los cinco (5) días por apelación administrativa ante 

los funcionarios superiores que designe la Dirección General, quienes 

deberán expedirse en un plazo no mayor a los diez (10) días. 

La resolución de estos últimos causa ejecutoria, correspondiendo que sin 

otra sustanciación, la Dirección General proceda a la ejecución de dichas 

sanciones, por los medios y en las formas que para cada caso autoriza la 

presente ley. 

Esa condición de “causa ejecutoria” le permitía a la AFIP efectivizar la clausura con 

total independencia que el contribuyente estuviera apelando ante el Poder Judicial. Es decir, 

que el recurso que el contribuyente sancionado interponía lo era sólo con “efecto 

                                                 
6  Para completar el análisis del presente tópico se agrega, al final, un anexo de jurisprudencia 

relevante.  
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devolutivo”7.  

En este marco, resulta necesario que nos detengamos en dos breves definiciones 

procesales: 

a) Efecto devolutivo: Couture entiende que el efecto devolutivo implica quitar del 

conocimiento del asunto al juez inferior, para someterlo al superior. Para Francesco 

CARNELUTTI,8 la fórmula “efecto devolutivo” establece que la cognición sobre la materia 

sobre la cual ha juzgado el juez de menor instancia se remite al juez superior; o bien si ya se 

ha juzgado sobre ella, se puede volver a juzgar. En la actualidad se interpreta el “efecto 

devolutivo” de un recurso como aquel que no suspende la ejecución de la sentencia dictada 

por el juez interviniente mientras son revisados los agravios interpuestos por el impugnante 

por un juez de alzada. 

b) Efecto suspensivo: es aquel que suspende la ejecución de los actos que, 

necesariamente, debieron cumplirse de no haber mediado la actividad recursiva impugnativa 

de una sentencia. La decisión judicial recurrida no puede cumplimentarse, queda suspendida 

toda actividad consecuencial de la misma, sea de orden sustancial o formal.9 

Cuando la ley acuerda a las partes la facultad de recurrir, quedan suspendidos, por 

regla general, los efectos del acto judicial hasta tanto la posibilidad de impugnación caduque, 

es decir que queda paralizada toda actividad que, necesariamente, deba seguir al acto 

impugnado. Por nuestra parte, siempre hemos mantenido una opinión crítica a la pretensión 

de imponer un castigo sin la previa revisión judicial, esta posición la mantenemos desde que 

conocimos el texto de la ley nº 24.76510. Destacamos que la CSJN resolvió el 28.4.1998 en 

“Lapiduz Enrique c/D.G.I. s/ acción de amparo” que: 

[n]o cabe hablar de "juicio", y en particular de aquel que el art. 18 de la 

Constitución Nacional exige como requisito que legitime una condena, si 

el trámite ante el órgano administrativo no se integra con la instancia 

judicial correspondiente; ni de "juicio previo" si esta instancia no ha 

concluido y la sanción, en consecuencia, no es un resultado de actuaciones 

                                                 
7  Este efecto procesal era confirmado por la AFIP a través de la Instrucción General Nº 1/97, que 

les ordenaba a los jueces administrativos efectivizar la clausura el primer martes siguiente a que 

quedara firme en sede administrativa. 

8  CARNELUTTI, Francesco (1950) Lecciones sobre el proceso penal. Buenos Aires, Bosch y Cía. Editores, 

volumen IV, pág. 155. 

9  Enciclopedia Jurídica Omeba – IX – 42, pág. 664. 

10 GÓMEZ, Teresa (1999) “Crónica de una sentencia preanunciada: el efecto devolutivo de la sanción 

de clausura es inconstitucional”, en El procedimiento Tributario y Penal Tributario a través de la 

jurisprudencia, pp. 472 y ss. Buenos Aires, La Ley. 
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producidas dentro de la misma. 

Por ello, y como no podía ser de otro modo, la CSJN impuso coherencia sentenciando 

la necesidad de la revisión judicial previa para proceder a clausurar a un contribuyente. 

Reiteramos que nuestro ordenamiento penal se apoya en una Constitución Nacional 

garantista. Juicio Previo para la imposición de las penas a aquellos que resulten culpables. 

Cuando una garantía constitucional se ve profanada por una ley, ésta debe declararse 

inconstitucional.  

2.1.  Vía Procesal 

En la actualidad la sanción de clausura está normada en el artículo 40. Allí se describen 

19 hipótesis delictuales que, realizadas, llevan al contribuyente a ser pasible de una 

clausura.11  

Un párrafo aparte destinamos al artículo 40 bis. Bien podría sostenerse que las medidas 

preventivas legisladas en su texto por la ley nº 26.044, de aplicación para las hipótesis 

descriptas en los incisos c) y e) del articulo 40 (transporte, encargo y tenencia de mercadería), 

se comportan como verdaderas penas; sin embargo el legislador las ha instituido con una 

naturaleza jurídica diferente a la sancionatoria, las ha establecido como medidas preventivas. 

Por nuestra parte somos contestes en combatir todo aquello que signifique circuitos 

marginales de comercialización, por violentar la sana competencia, la libertad del mercado 

y la igualdad en el esfuerzo de la tributación. No obstante, la norma sub examen aplica estas 

“pseudo cautelares” y el contribuyente las sufre como verdaderas penas penales, y todo ello 

por un mero incumplimiento formal.  

                                                 
11  Hipótesis legisladas en el artículo 40: 1) No emitir factura o documento equivalente por las 

operaciones de ventas realizadas. 2) No emitir factura o documento equivalente en las formas y 

requisitos establecidos por el organismo recaudador. 3) No llevar registraciones de las ventas. 4) Llevar 

registraciones incompletas o defectuosas de las ventas. 5) No llevar registraciones de las compras. 6) 

Llevar registraciones incompletas o defectuosas de las compras. 7) No llevar registraciones de las 

prestaciones de los servicios de industrialización. 8) Llevar registraciones incompletas o defectuosas 

de los servicios de industrialización. 9) Encargar el transporte comercial de mercaderías sin soporte 

documental. 10) Transportar comercialmente mercaderías sin soporte documental. 11) No poseer 

facturas que acreditaren la compra de bienes y/o servicios destinados para de la actividad. 12) No 

poseer facturas que acreditaren la tenencia de bienes y/o servicios destinados para de la actividad. 13) 

No conservar facturas que acreditaren la compra de bienes y/o servicios destinados para de la 

actividad. 14) No conservar facturas que acreditaren la tenencia de bienes y/o servicios destinados 

para de la actividad. 15) No encontrarse inscriptos ante la Administración Federal cuando se estuviere 

obligado. 16) No poseer, los instrumentos de medición y control de la producción dispuestos por toda 

norma tendiente a verificar y fiscalizar tributos nacionales. 17) No mantener operativos los 

instrumentos de medición y control de la producción dispuestos por toda norma tendiente a verificar 

y fiscalizar tributos nacionales. 18) No utilizar los instrumentos de medición y control de la 

producción dispuestos por toda norma tendiente a verificar y fiscalizar tributos nacionales. 19) Poseer 

personal relevado por AFIP sin registrar. 
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Podríamos afirmar que la primera etapa procedimental comienza, según lo previsto en 

el artículo 41, con una citación para que el responsable, munido de las pruebas de que intente 

valerse, comparezca a una audiencia para su defensa que se fijará para una fecha no anterior 

a los cinco días ni superior a los 15 días. El juez administrativo se pronunciará una vez 

terminada la audiencia o en un plazo no mayor a los dos días. Su decisión será recurrible 

dentro de los cinco días, por apelación administrativa ante los funcionarios superiores que 

designe la AFIP, quienes deberán expedirse en un plazo no mayor a diez días. Esta última 

resolución concluye con la instancia administrativa y el contribuyente podrá interponer 

recurso de apelación ante los juzgados en lo penal económico de la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires y los juzgados federales del resto de la República (art. 77, ley nº 11.683). La 

doble instancia permite que la decisión de los jueces sea apelada por el perdidoso ante la 

Cámara del fuero.12 

Valido resulta destacar que la alzada final, y quien concluya con la litis, podrá ser la 

CSJN siempre y cuando se haya efectivizado la correspondiente reserva de caso federal (art. 

14, ley nº 48). 

3. Clausura por la falta de utilización de controladores fiscales. Otra etapa funesta.  

El “admirable invento” de los controladores fiscales se popularizó como el remedio 

moderno para evitar la “evasión tributaria”. El poseer un controlador fiscal era la garantía 

que el fisco requería para garantizar que toda venta sería facturada.13 

Varias normas fiscales fueron dictadas para la implementación de estos controladores. 

A mero título enunciativo recordamos a la RG Nº 4104/1996, posteriormente sustituida por 

la RG Nº 259/1998. Esta última fue complementada y modificada por 92 normas posteriores 

                                                 
12  Las sanciones de la ley nº 11.683 no serán revisadas por la Cámara Nacional de Casación Penal, 

según lo resuelto en “Strumia Mirta s/recurso de casación” por su Sala II el 10.2.1999, donde se 

manifestó que “el remedio elegido no procede contra las resoluciones recaídas por la apelación de 

sanciones administrativas —de carácter contravencional— impuestas por la D.G.I. ante el juez y su 

alzada... Es indispensable el control de legalidad del acto administrativo, quedando expedita la vía del 

recurso extraordinario, del artículo 14 de la ley 48 para el caso en que la sentencia del Cámara 

desfavorable vulnere garantías constitucionales”. 

13  En el reportaje que realizáramos en 1995 a Jorge Sandullo (Subsecretario de Ingresos de la 

Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, a cargo de la Dirección General de Rentas de la CABA), 

el entrevistado manifestaba que “[f]íjese Ud., que este tipo especial de sistema no se utiliza en países 

muy desarrollados pues ellos no necesitan implementar estos controles; en Estados Unidos por 

ejemplo, la IRS se centra directamente en el sistema de computación de la empresa y le extrae los 
datos necesarios, a su vez, si desean realizar una auditoria lo pueden hacer vía conexión “host to host”. 

Nosotros no tenemos esos recursos ni tenemos un desarrollo en las comunicaciones como tiene 

Estados Unidos, por eso, los “controladores fiscales” son un sistema bueno para los países sin un alto 

grado de desarrollo en comunicaciones y, que pese a eso, deben confiar en la declaración jurada del 

contribuyente”. Periódico Económico Tributario Nº 92 del 1/9/1995. Editorial La Ley.  
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pues cada nueva marca o modelo de controlador fiscal que aparecía en el mercado necesita 

ser homologado por la AFIP y se dictaba una nueva resolución general.  

Esa fue una época en la cual se hizo uso y abuso de la sanción de clausura. Siempre 

recuerdo y transcribo un resolutorio del exjuez en lo Penal Económico, Julio Speroni, quien 

al respecto manifestó que: 

[a]plicar la sanción de clausura con un mínimo de tres días, y además una 

sanción de multa para la falta imputada no sólo resulta totalmente 

desproporcionada, sino que, además, consagra el principio de las formas 

por las formas mismas, algo que no encuentra sustento en nuestro sistema 

jurídico”. 

Si nos abrazamos a un formalismo exagerado, seguramente llegaríamos a 

la lógica consecuencia de encontrar infracciones por todos lados, las que 

serían severamente penadas, cuando en realidad no todas ellas implicarían 

un perjuicio concreto o el peligro de producirlo al bien jurídico tutelado 

por la norma. Este Juez no pone en duda la importancia de la recaudación, 

y la necesidad de otorgar a los organismos encargados de llevarla a cabo, 

las herramientas necesarias para ello, pero eso no significa que, en aras de 

lograrlo se avasallen derechos constitucionalmente protegidos, como es —

por ejemplo— el de trabajar (artículo 14 C.N.)14  

Si bien el debate doctrinario fue prolífico, no menos lo fue la jurisprudencia dictando 

fallos adversos a la imposición de la pena de clausura por falta de controlador fiscal. No 

resulta ocioso destacar un amparo dictado la Justicia Federal de Corrientes en autos 

“Asociación de Comercio y la Industria de Paso de los Libres”, en los cuales se reconoció 

que: 

[n]o es razonable y aparece como arbitrario que el contribuyente deba 

soportar, hoy en día, la dura y nueva carga tributaria de instalar un 

controlador fiscal, cuyo costo es de miles de pesos, con el objeto de 

mejorar la fiscalización y la recaudación de impuestos. Es el Estado 

Nacional, a través de sus organismos de recaudación, quien debiera 

proveer al comerciante contribuyente el costoso equipamiento, 

implementado por medio de la norma en cuestión, o implementar un 

sistema de amplia financiación para su adquisición. 

Por un lado el Estado Nacional sanciona leyes que declaran la emergencia 

económica como en la provincia de Corrientes, y por otro impone a los 

contribuyentes nuevas y costosas obligaciones tributarias que disminuyen, 

cuando no totalmente, su capacidad contributiva. Todo ello constituye 

una flagrante violación a los derechos consagrados en nuestra 

                                                 
14  Juzgado en lo Penal Económico Nº 3, Causa “Nielawicki y Hno. S.R.L. s/inf. Ley 11.683”, 

5.7.2001. 
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Constitución Nacional a trabajar y ejercer toda industria lícita (art. 14 y 

14 bis); a la propiedad (art. 17); al principio de razonabilidad e 

inalterabilidad de las normas supralegales (art. 28 y 33). Por todo ello es 

que cabe calificar a la R.G. 4104 —texto sustituido por la R.G. 259/99— 

como inconstitucional. 

Sin embargo, cuando todo hacía creer que no se dictaría jurisprudencia que avalara la 

aplicación de dos sanciones penales (multa y clausura) por falta de tenencia y/o utilización 

de controlador fiscal, el 11 de octubre de 2001, la CSJN resolvió en “Povolo, Luis Dino” con 

dictamen del Procurador General de la Nación con forma contundente a favor de la posición 

fiscal sobre la obligación de utilización del equipamiento: 

si un obligado a emitir facturas mediante el controlador fiscal lo hace en 

forma manual, sin que se reúnan las circunstancias de excepción que prevé 

la norma, habrá emitido un instrumento que no se ajusta a los requisitos 

exigidos por el Fisco con fundamento en la ley de rito fiscal y, por ende, 

no resultará válido. 

La emisión de otro tipo de comprobantes diversos de los exigidos… puede 

subsanar la comisión de la infracción de que se trata, habida cuenta que 

obviar o prescindir de tal extremo importaría lisa y llanamente desbaratar 

el sistema infraccional creado por el legislador, a la vez que no se 

compadece con la naturaleza formal del ilícito examinado”.   

Este decisorio puso fin al debate y el controlador fiscal se transformó en el 

equipamiento obligatorio para emitir facturas con “valor fiscal”. 

4. Clausura impuesta por la actuación de los agentes fiscales encubiertos 

Ya hemos expresado15 nuestras críticas a la norma incorporada por la ley nº 26.044 en 

el artículo 35 (hoy, inc. g) de la ley de rito fiscal, que autoriza la designación de “pseudo” 

agentes fedatarios. A poco de su vigencia opinábamos16 sobre la “similitud que guarda esta 

figura con la del “agente encubierto”, esto es, un integrante de fuerzas de seguridad que se 

infiltra en organizaciones criminales ocultando, lógicamente, su verdadera identidad, a 

efectos de recabar información”. La ley nº 24.424 que legisla sobre el tráfico y comercio de 

estupefacientes, ha incorporado la figura del “agente encubierto”, regulando su actividad en 

el artículo 31 bis.17 

                                                 
15 GÓMEZ, Teresa, LITVIN, César y LISICKI, Fernando (2005) Antievasión II – Ley de Procedimiento 

Tributario 11.683. Ley Penal Tributaria y Previsional 24769. Buenos Aires, Editorial La Ley, pág. 56. 

16  GÓMEZ, Teresa y FOLCO, Carlos María (2020) Procedimiento Tributario. Ley 11683 - Dec. 618/97. 

Buenos Aires, La Ley, pág. 329. 

17  “Durante el curso de una investigación y a los efectos de comprobar la comisión de algún delito 

previsto en esta ley o en el art. 866 del Cód. Aduanero, de impedir su consumación, de lograr la 
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Esta legislación designa a inspectores para que simulen ser simples consumidores, 

generalmente en confiterías o pequeños restaurantes, mientras consumen aquello que el local 

ofrece a la venta. Adviértase, que la legislación dictada indica que la procedencia de esta 

actuación será dirigida hacia aquellos contribuyentes que posean “antecedentes” fiscales por 

incumplimientos reiterados. Va de suyo, que esta norma es aplicable a los pequeñísimos 

contribuyentes, resultando poco creíble que una gran empresa permita el ingreso de un 

supuesto comprador que, previamente, no esté identificado. Asimismo, destacamos, que el 

“agente provocador” necesitará para su actuación de una "autorización expresa" de un 

funcionario superior que revista la calidad de "Juez Administrativo" (Directores Regionales, 

Jefes de División y de Agencia). 

En lo personal, desde el dictado de la ley nº 26.044, hemos afirmado que el requisito 

esencial “causa” del acto administrativo, es una condición de procedibilidad18 para el dictado 

de la resolución administrativa que habilite la actuación de los susodichos agentes. Resulta 

obvia la trascendencia que tendrá —para la posterior aplicación de la sanción de clausura—

, el respetuoso cumplimiento a cargo del organismo fiscal de las previsiones contenidas en el 

artículo 7, inciso b), de la ley de Procedimiento Administrativo, referido en lo que hace a la 

“causa del acto”.19 Es imprescindible que obren en la AFIP multiplicidad de hechos y 

antecedentes fiscales respecto de aquellos a quienes se les enviará a los agentes fiscales. De 

no ser así, la elección del fiscalizado podría ser tachada de arbitraria y persecutoria.20 

                                                 
individualización o detención de los autores, partícipes o encubridores, o para obtener y asegurar los 

medios de prueba necesarios, el juez por resolución fundada podrá disponer, si las finalidades de la 

investigación no pudieran ser logradas de otro modo, que agentes de las fuerzas de seguridad en 

actividad, actuando en forma encubierta: // Se introduzcan como integrantes de organizaciones 

delictivas que tengan entre sus fines la comisión de los delitos previstos en esta ley o en el art. 866 del 

Cód. Aduanero, y // Participen en la realización de alguno de los hechos previstos en esta ley o en el 

art. 866 del Cód. Aduanero. // La designación deberá consignar el nombre verdadero del agente y la 

falsa identidad con la que actuará en el caso, y será reservada fuera de las actuaciones y con la debida 

seguridad. // La información que el agente encubierto vaya logrando, será puesta de inmediato en 

conocimiento del juez. // La designación de un agente encubierto deberá mantenerse en estricto 

secreto. Cuando fuere absolutamente imprescindible aportar como prueba la información personal del 

agente encubierto, éste declarará como testigo, sin perjuicio de adoptarse, en su caso, las medidas 

previstas en el art. 31 quinquies.” 

18 Condiciones de Procedibilidad: son aquellos sucesos que por decisión de política criminal el 

legislador impuso como condicionantes, únicamente, para el inicio del proceso penal, por ejemplo, la 

denuncia previa y la querella del particular. Son condiciones necesarias para que la acción procesal 

sea ejercida válidamente. En MORENO RODRIGUEZ, Rogelio Diccionario Instructivo de Derecho Penal. 

Buenos Aires, Errepar, pág. 113. 

19  Causa del acto: deberá sustentarse en los hechos y antecedentes que le sirvan de causa y en el 

derecho aplicable.  

20  GÓMEZ, Teresa (2006) “La eficiencia recaudatoria no justifica la actuación de “pseudo agentes 
fedatarios” que restrinjan derechos individuales”, en Doctrina Tributaria, número 317, agosto 2006, 

pág. 764. 
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La obligación de un acto administrativo fundado para habilitar la actuación de los 

agentes “encubiertos” ha sido puesta de manifiesto en reiterada doctrina jurisprudencial 

dictada por la Cámara en lo Penal Económico. Recientemente en “Copersol SRL s/inf. Ley 

11.683”21 se resolvía que 

[s]i se admitiera que una única denuncia anónima puede constituir 

alguno de los “antecedentes fiscales” reclamados, para que se 

disponga la autorización excepcional a efectos de que los agentes 

del organismo recaudador puedan actuar de una manera encubierta, 

se posibilitaría la burla a la exigencia legal, consistente en la 

existencia previa y la comprobación objetiva de aquellos 

antecedentes. 

Esto es así, en virtud de que el requisito referido a la existencia de 

antecedentes fiscales importa un límite impuesto por el propio 

legislador al accionar del Organismo Recaudador, el que impide que 

las facultades de verificación y fiscalización que le han sido 

otorgadas sean ejercidas abusiva o ilegítimamente. Dicho en otras 

palabras, este requisito evita que la Administración inste a sus 

funcionarios a actuar en calidad de agentes encubiertos como norma 

y no como excepción (confr. CPE 1867/2018/CA1, Reg. Interno 

402/19 del 23 de mayo de 2019, de esta Sala “A”).  

4.1. Vía Procesal 

El aspecto procesal se legisla en el artículo 41 de la ley de rito fiscal. Allí se establece 

que el acta labrada por los agentes contendrá una citación para que el responsable, 

acompañado de las pruebas de que intente valerse, comparezca a una audiencia para su 

defensa que se fijará para una fecha no anterior a los cinco días ni superior a los 15 días. Es 

importante destacar que la ley establece “una audiencia”, por ello resulta de gran 

importancia que el contribuyente esté presente en el acto aun cuando presente un escrito de 

descargo. Agrega la norma de autos que el juez administrativo se pronunciará una vez 

terminada la audiencia o en un plazo no mayor a los dos días. 

La jurisprudencia22 ha sido estricta respecto de los recaudos normativos que deben, si 

o si, ser respetados. Esto no es una novedad. En autos “Mayro SA”,23 los magistrados 

                                                 
21  Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, mayo 2021. CPE 229/2019/CA1. 

Orden 33328. 

22  GÓMEZ, Teresa (2019) “Genera nulidad la utilización arbitraria de los “agentes fiscales 

encubiertos”. DPTE, número 53, septiembre 2019. Buenos Aires, Errepar.  

23  Cámara Nacional en lo Penal Económico, Sala B, “Mayro s/inf  ley 11.683”, expte. n° 12.402, 

causa n° 57.010. 
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Roberto Hornos y Carlos Pizzatelli resolvieron 

[q]ue, a partir de lo expresado por la disposición legal transcripta 

precedentemente, pueden establecerse las siguientes conclusiones: 

a) la facultad administrativa de autorizar a sus funcionarios a actuar 

de la manera encubierta descripta es de naturaleza excepcional; 

b) al efecto debe mediar una orden de un juez administrativo; 

c) el juez administrativo no tiene facultades discrecionales para 

ordenar la actuación de un funcionario encubierto; 

d) la disposición del juez administrativo debe encontrar fundamento 

en los "antecedentes fiscales " que obren en la A.F.I.P. respecto de 

los vendedores o locadores;  

e) para determinar la pertinencia y la validez de la orden del juez 

administrativo de ordenar la actuación de un funcionario encubierto 

debe verificarse la existencia previa a aquella orden de los 

"antecedentes fiscales" aludidos por la norma en examen, así como 

la consideración de los mismos por el funcionario autorizado para 

otorgarla. 

5. Clausura preventiva: sanción establecida como facultad fiscalizadora. 

Jurídicamente resulta difícil de explicar esta figura. Veamos, el Capítulo V de la ley n° 

11.683 establece las facultades de la AFIP en el ejercicio de la verificación y fiscalización de 

los contribuyentes. Más precisamente el artículo 35 es un nutrido “catálogo” de facultades 

que pueden ejercer los funcionarios y empleados del organismo recaudador. Entre dichas 

facultades les han otorgado la facultad de imponer medidas cautelares, por sí y ante sí. 

Durante el debate parlamentario realizado con motivo de las modificaciones que, 

posteriormente, introdujo la ley n° 24.765, el senador Aguirre Lanari24 sostuvo que: 

[e]n lo que respecta a intentar otorgar facultades de clausura a 

Inspectores y funcionarios de la DGI, quienes arbitrariamente y sin 

tener conocimiento cabal o contemplación de la situación 

económica de la empresa en cuestión, podrían efectuar la misma, lo 

vemos como un claro intento de avasallamiento de los derechos y 

libertades de los comercios y empresas, pero queremos que quede 

claro que no nos oponemos a la clausura con causa justificada, luego 

de que se determinó en forma fehaciente la falta cometida, más no 

podemos oponernos al principio de la prueba comprobada y la 

sanción aplicada, pero si nos oponemos a la inversión de dichos 

principios, además de plantear la inconstitucionalidad de dicha 

                                                 
24  Antecedentes parlamentarios (1997), número 2. Buenos Aires, La Ley, pp. 568-569. 
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medida, tema por todos conocido, lo que planteamos, es la falta de 

seriedad al intentar imponer esta medida en un estado en el cual se 

han comprobado innumerables casos de corrupción y con serias 

deficiencias de sus sistemas de control, donde lo único eficiente 

aparentemente es culpar a los empresarios y al comercio de los 

desórdenes de la diligencia, partiendo de la premisa de ser 

considerados permanentemente evasores. 

La clausura preventiva es una medida cautelar que se efectivizará por la sola voluntad 

del “constatador público” que, sin previo aviso a la justicia, procederá a imponer la pena 

anticipada de clausura al comercio o local constatado en el cual deben verificarse dos 

condiciones, a saber: (a) Se constatare dos o más de los hechos u omisiones previstos en el 

artículo 40 de la ley n° 11.683; y (b) concurrentemente con esos hechos existiere un grave 

perjuicio, o bien el responsable registrare antecedentes por haber cometido la misma 

infracción en un período no superior a dos años desde que se detectó la anterior, siempre que 

se cuente con resolución condenatoria, y aun cuando esta última no haya quedado firme. 

Siguiendo la opinión de FOLCO25, vemos que es el propio funcionario de la AFIP quien 

evalúa si existe o no grave perjuicio (por sí y ante sí). Esa facultad de evaluación le permite 

a un funcionario suspender las actividades de un comercio y le impide a un contribuyente el 

derecho de trabajar y de ejercer industria lícita. 

En lo personal, el decisorio que a mi humilde criterio ha sido el más contundente en 

este tema es la causa “Yu Jian” resuelta por el entonces juez Julio Speroni26. En ella se 

sostuvo que: 

a través de la reforma introducida en la ley 11.683, se intenta 

transformar la facultad de inspección tributaria, cuya función es 

esencialmente preventiva, por el ejercicio de actos represivos 

comunes sin el control jurisdiccional previo. La instauración de la 

facultad administrativa de dictar sanciones de clausuras preventivas 

no es un signo de buena fe administrativa que se identifique con los 

principios rectores de un estado de derecho, asemejándose por el 

contrario a principios ajenos a un orden constitucional. El combate 

contra la evasión no justifica el avasallamiento de la defensa en 

juicio ya que como se ha dicho el clausurado sólo podrá presentar 

un descargo a un juez competente luego de que la clausura haya sido 

impuesta, y se encuentre sufriendo sus consecuencias. 

                                                 
25  GÓMEZ, Teresa y FOLCO, Carlos María (2020) Procedimiento Tributario. Ley 11683 – Decreto 618/97. 

Buenos Aires, La Ley.  

26  Juzgado Nacional en lo Penal Económico N° 3, sentencia del 24.5.1999.  
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6. Vía procesal. 

No resulta ocioso destacar que, una vez efectivizada la clausura, el artículo 75 de la 

ley n° 11.683 establece que esta medida deberá ser comunicada de inmediato al juez federal 

o en lo penal económico, según corresponda, para que éste, previa audiencia con el 

responsable resuelva dejarla sin efecto en razón de no comprobarse los extremos requeridos 

por el artículo 35, inciso f); o mantenerla hasta tanto el responsable regularice la situación 

que originó la medida preventiva. La clausura preventiva no puede extenderse más allá del 

plazo legal de tres días sin que se haya resuelto su mantenimiento por el juez interviniente. 

En pocas palabras, fácilmente se observa que la clausura preventiva se trata de una medida 

de cumplimiento inmediato cuyo daño es imposible de reparar.  

 Se trata de un castigo que se intenta disimular con ropajes de “medida cautelar”, pero 

es una verdadera sanción, una pena de cumplimiento efectivo sin el control judicial previo y 

necesario. En su aplicación desaparece el criterio del juez para evaluar la necesidad, urgencia 

o peligrosidad que contiene la conducta desplegada por el contribuyente.  

El combate contra la evasión no justifica el avasallamiento de la defensa en juicio pues, 

adviértase que el clausurado recién podrá apelar al Juez competente luego que la clausura 

haya sido impuesta. Apelará cuando ya se encuentre sufriendo la pena. 

7. Palabras finales 

En la introducción expresábamos que nuestra intención al escribir estas líneas es llevar 

al lector una concreta imagen del “daño” que provoca la clausura, así como las diversas 

“modalidades” legisladas para su imposición. No nos cansaremos de repetir, una y mil veces, 

que Argentina no tiene una economía que pueda permitirse el dictado de una pena de 

naturaleza penal que impida TRABAJAR.  

No se confunda el lector, nosotros no alentamos la omisión de facturación pues es una 

conducta reprochable, dado que de dicha omisión se deriva, también, una omisión de 

tributación. Sin embargo, hay hipótesis sancionatorias contenidas en la ley n° 11.683 que 

imponen un castigo sin necesidad de impedir el trabajo, verbigracia la multa definida por el 

artículo 39 de la ley n° 11.683.  

Creemos haber expuesto un escenario en el cual “la clausura” es la “primera figura del 

elenco sancionatorio”. A continuación, publicamos varios resúmenes de doctrina 

jurisprudencial que, a nuestro humilde criterio, también muestra un escenario de causas 

sobre la temática analizada a fin de que el asesor tributario las tenga presente en la tarea de 
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docencia que debemos ejercer para con los clientes. 
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Anexo de jurispudencia 

A) Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación sobre la sanción de 

clausura. 

“García Pinto, José c/ Mickey SA”, 5.11.1991 

“La indagación de la voluntad del legislador -a la luz del informe emanado de la Comisión 

Legislativa que trató el proyecto de la ley 23.314, antecedente de la ley 23.658-, permite 

inferir, sin ejercer violencia alguna sobre el texto legal, que la ley fiscal no persigue como 

única finalidad la recaudación fiscal, sino que se inscribe en un marco jurídico general, de 

amplio y reconocido contenido social en el que la sujeción de los particulares a los 

reglamentos fiscales constituye el núcleo sobre el que gira todo el sistema económico y de 

circulación de bienes. La tan mentada equidad tributaria se tornaría ilusoria de no mediar, 

al menos, el cumplimiento de los deberes formales establecidos en cabeza de quienes tengan 

responsabilidad impositiva”. 

“El cumplimiento de los extremos formales constituye, en el caso, el instrumento que ha 

considerado el legislador para aproximarse al marco adecuado en el que deben desenvolverse 

las relaciones económicas y de mercado. En lo particular, las exigencias relativas a la emisión 
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de facturas se establecen para garantizar la igualdad tributaria, desde que permiten 

determinar la capacidad tributaria del responsable y ejercer el debido control del circuito 

económico en que circulan los bienes; en virtud de ello, la sanción de clausura prevista por 

el art. 44, ley 11.683, según ley 23.658, no se exhibe como exorbitante; motivo por el cual 

corresponde desestimar la tacha que, con sustento en la irrazonabilidad de la norma se 

articulara”. 

“Wortman, Jorge Alberto y otros”, 8.6.1993 

“Que en lo concerniente a la caracterización del hecho ilícito, cuadra puntualizar que en 

cuestiones de índole sancionatoria, la Corte ha consagrado el criterio de personalidad de la 

pena que, en su esencia, responde al principio fundamental de que sólo puede ser reprimido 

quien sea culpable, es decir, aquél a quien la acción punible le pueda ser atribuida objetiva 

como subjetivamente”. 

“Que, ello no obstante, si bien no cabe admitir la existencia de responsabilidad sin culpa, 

aceptado que una persona ha cometido un hecho que encuadra en una descripción de 

conducta que merezca sanción, su impunidad sólo puede apoyarse en la concreta y razonada 

aplicación al caso de alguna excusa admitida por el sistema penal vigente”. 

“Que en la especie, se está en presencia de una infracción concerniente al incumplimiento 

de los deberes formales colocados en cabeza de quienes tienen responsabilidad impositiva, y 

esta comprobada la existencia misma de los elementos materiales —falta de identificación 

de las partes intervinientes en la operación, recibidos emitidos en dólares sin la conversión a 

la moneda de curso legal, libro de registración sin la individualización de cada una de las 

operaciones—. Por tanto, al resultar su adecuación al tipo penal pertinente, corresponde —

contrariamente a lo que pretende la recurrente— que sea la imputada quien cargue con la 

prueba tendiente a demostrar la inexistencia del elemento subjetivo”.  

“Buombicci, Neli Adela”, 8.6.1993 

“El cumplimiento de los extremos formales en materia fiscal constituye el instrumento que 

ha considerado el legislador para aproximarse al marco adecuado en el que deben 

desenvolverse las relaciones económicas y de mercado. En lo particular, las exigencias 

relativas a la emisión de facturas se establecen para garantizar la igualdad tributaria, desde 

que permiten determinar la capacidad tributaria del responsable y ejercer el debido control 

del circuito económico en que circulan los bienes”. 

“El ingente papel que en la elaboración del derecho se asigna a los jueces, en tanto que 

órganos propios de interpretación y aplicación de la ley, sólo reconoce como límite el 

requerimiento de que sus sentencias estén sustentadas de manera objetiva y seria, pues las 

que sólo traducen las posturas subjetivas de los magistrados no son vividas como jurídicas. 

El indudable acatamiento que la interpretación judicial debe a la letra y al espíritu de la ley, 

encuentra su fundamento último en la objetividad con que dicha interpretación ha de 

formularse”. 

“Lapiduz, Enrique c/ D.G.I. s/ acción de amparo", 28.4.1998 

“5°) Que el primero de los mencionados agravios debe desestimarse de plano pues importa 

tanto como desconocer que -según ha sido establecido desde antiguo- es elemental en nuestra 

organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en que se hallan los tribunales 

de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su decisión, 
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comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad 

con ésta, y abstenerse de aplicarlas si las encuentran en oposición con ella, constituyendo 

esta atribución moderadora uno de los fines supremos y fundamentales del Poder Judicial 

Nacional (confr. causa "Municipalidad de la Capital c/ Isabel A. de Elortondo", Fallos: 

33:162, entre otros)”.  

“6°) Que a ello cabe agregar que el art. 43 de la Constitución Nacional dispone expresamente 

que en el proceso de amparo "el juez podrá declarar la inconstitucionalidad de la norma en 

que se funde el acto u omisión lesiva".  

“7°) Que los restantes agravios del recurrente son igualmente inatendibles ya que en razón 

del innegable carácter represivo que reviste la clausura prevista en el art. 44 de la ley 11.683, 

los argumentos vertidos en el recurso extraordinario resultan ineficaces para desvirtuar la 

conclusión a la que llegó el a quo en cuanto a la aplicación al sub examine de la doctrina 

establecida por esta Corte en el precedente de Fallos: 284:150. Cabe recordar que el 

mencionado precedente trataba, precisamente, sobre la aplicación de la sanción de clausura 

-prevista por la ley 14.878- a la que el Tribunal calificó como una medida "de índole 

estrictamente penal". 

B) Jurisprudencia sobre la previa instancia judicial para la ejecutoriedad de la clausura.  

“Dumit, Carlos c/Instituto Nac. de Vitivinicultura”, 8.11.1972. 

“No cabe hablar de “juicio” —y en particular de aquel que el artículo 18 de la Carta Magna 

exige como requisito que legitime una condena—, si el trámite ante el órgano administrativo 

no se integra con la instancia judicial correspondiente, ni de “juicio previo”, si esa instancia 

no ha concluido y la sanción, en consecuencia, no es un resultado de actuaciones producidas 

dentro de la misma. 

“Azca SA s/ amparo”, Cámara Nacional en lo Penal Económico, Sala A, 18.3.1997. 

“Que si bien es cierto que la concesión de un recurso al solo efecto devolutivo lo priva de 

toda eficacia y afecta la garantía constitucional de la defensa en juicio (Conf. fallo de la Sala 

A del 2/4/93 “Valenti Especialidades s/acción de Amparo”) como lo señala el señor Juez 

“a quo”, el artículo 11, primer párrafo, de la ley 24.765, al referirse a la concesión del recurso 

con efecto devolutivo, no excluye las consecuencias que la ley procesal aplicable establece 

como norma para todos los recursos, es decir, su efecto suspensivo; (conf. artículo 442 del 

Código Procesal Penal)”. 

“Citanovic, Andrés Elías; Citanovic, Francisco D. s/apelación de clausura y planteo de 

inconstitucionalidad de la ley 24.765”, Juzgado Federal Nº 3 de Mar del Plata, 7.4.1997. 

“Que… haciendo una somera referencia a lo preceptuado por el art. 11 de la ley 24.765, que 

incluye en el art. 78 de la ley 11.683, pautas de contenido ritual u objetivo, es dable destacar 

que determina que el juez competente deberá actuar conforme las previsiones del Código de 

Procedimiento Penal de la Nación (ley 23.984), el que será de aplicación subsidiaria, en tanto 

no se oponga a la citada ley…” debiendo primar “como principio rector el no 

conculcamiento de facultades y garantías que corresponden a los intervinientes en un 

proceso, lo que se logra a través de la razonabilidad de la regulación y de la aplicación de 

medidas de coerción procesales, apuntadas a la correcta averiguación de la verdad y en la 

actuación de la ley penal. . .” 
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“…el proveyente estima que en el caso traído a despacho, se ha generado un agravio a los 

recurrentes, plasmado en la imposición de una sanción de carácter penal, sin la posibilidad 

previa de que un tribunal competente e imparcial revise la validez y la razonabilidad de tal 

acto; situación que de confirmarse en esta instancia, enervaría en grado sumo el efectivo 

poder de la justicia, todo ello en desmedro de un sistema republicano de gobierno consagrado 

en la Ley Suprema” 

“Delladio, Nelio Cirilo s/ recurso apelación art. 78 Ley 11.683”, Juzgado Federal de 

Córdoba, 5/1997. 

La justicia no puede abandonar al contribuyente privándolo de la tutela judicial consagrada 

en la Constitución Nacional. E incluso, hasta tanto la sentencia del juez natural no se 

pronuncie, y atendiendo a que una persona es “culpable” a partir de sentencia de condena 

firme, el contribuyente debe ser tratado como inocente. 

La resolución de un juez administrativo que causa ejecutoria y la apelación al Juez Federal 

con efecto devolutivo, importa una violación al debido proceso adjetivo y al derecho de 

defensa protegido por el artículo 18 de la Constitución Nacional. 

C) Jurisprudencia relevante a favor y en contra de la utilización de controlador fiscal.  

“Librería y Juguetería Todo SRL”, Juzgado Nacional en lo Penal Económico Nº 3, 

15.3.1999. 

“...debe destacarse que, aun cuando se hubiese verificado la infracción que se le imputara, la 

misma es meramente formal, ya que, habiendo quedado acabadamente demostrado que el 

recurrente emite facturas o comprobantes equivalentes por las operaciones de venta que 

realiza y atento a que la imputación efectuada es el incumplimiento de un deber formal 

tendiente a verificar y fiscalizar el cumplimiento que de ella haga el apelante, la misma —

como así también la sanción a aplicar— debió ser encuadrada dentro de lo dispuesto por el 

art. 39 de la ley 21.683”. 

“Haerig, Gisela Lorena s/inf. Ley 11.683”, Tribunal Criminal y Correccional Fedederal 

Nº 1 de Morón, 7.6.1999. 

El bien jurídico protegido por la norma que se dice infringir, no ha sido vulnerado, toda vez que la 

posibilidad de fiscalizar la actividad impositiva del comercio imputado era cierta y posible 

conforme el sinnúmero de pruebas agregadas y enunciadas 

“Battisti de Molinero, María Belén”, Cámara Federal de Apelaciones de Río Cuarto – 

Córdoba, 19.9.2000. 

Si se tiene en cuenta el bien jurídico protegido por la disposición normativa, éste no se ha 

visto afectado sustancialmente, toda vez que lo que tutela el artículo 40 de la ley 11.683 es la 

facultad de verificación y fiscalización de la Administración, es decir aquel deber de 

colaboración que posee el contribuyente para con el ente recaudador, a efectos de que el 

mismo pueda verificar el fiel cumplimiento de su misión recaudadora, pero para que tal 

conducta sea ilícita debe, por lo menos, haberse puesto en peligro el mentado bien jurídico, 

circunstancia que en el caso no ha ocurrido, en virtud de que la recurrente de autos emitió 

“factura, tickets”, etc., con lo cual el bien jurídico protegido por la norma que se dice infringir 

no habría sido vulnerado, ya que la posibilidad de fiscalizar la actividad impositiva del 
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comercio imputado resultaría cierta y posible. 

La admisión de la falta cometida podría serlo sólo respecto de la objetividad de la infracción 

achacada, pero nunca de la subjetividad de la misma en función de que el hecho de no emitir 

facturas o documentos equivalentes mediante el instrumento conocido como “controlador 

fiscal” se ve plenamente cubierto por la emisión de comprobantes que cumplen con los 

requisitos contemplados en las distintas resoluciones reglamentarias que dictó, al efecto el 

organismo fiscal. 

“AFIP c/ Povolo, Luis Dino s/ infracción artículo 40 Ley 11683”, dictamen del 

Procurador General de la Nación, 11.10.2001. 

La R.G. 4104 tuvo por objeto sustituir el régimen de la 3419 por uno más exigente y 

confiable, que no solamente regula la forma, modalidades, requisitos e información necesaria 

que ha de volcarse en cada comprobante, para dar noticia cabal de los referidos circuitos 

económicos y de la realización de los distintos hechos imponibles, sino también —en virtud 

de los adelantos técnicos de la computación—, facilita y agiliza en forma relevante las tareas 

dirigidas a fiscalizar la situación de los responsables, pues permite obtener datos fidedignos 

y su tratamiento informático inmediato por parte de los funcionarios del Fisco. 

Ello no implica la indefectible aplicación de una sanción por el sólo hecho de comprobarse 

un incumplimiento objetivo, pues cada caso deberá decidirse según las peculiaridades que 

ofrezca, las defensa y las pruebas que a su respecto pueda producir el inculpado, y en 

consideración a las causales de exención de la sanción si éstas cupieren. 

Los planteos del infractor, enderezados a la impugnación de inconstitucionalidad, 

configuran meras alegaciones sobre la supuesta violación de su derecho de trabajar, de 

propiedad y de su capacidad económica, producida mediante una reglamentación que tilda 

de irrazonable, pero sin que se haya aportado al sub examine elemento probatorio concreto 

alguno sobre tales extremos razón por la cual resultan —en la mejor hipótesis—agravios 

meramente conjeturales. 

D) Jurisprudencia sobre la clausura impuesta por los agentes fiscales. 

“Legumes SRL s/inf. Ley 11.683”, Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal 

Económico, Sala A, 23.05.2019. 

Que si se admitiera que una única denuncia anónima puede constituir alguno de los 

“antecedentes fiscales” reclamados para que se disponga la autorización excepcional para 

que los agentes del organismo recaudador puedan actuar de una manera encubierta, se 

posibilitaría la burla a la exigencia legal de la existencia previa y de la comprobación objetiva 

de aquellos antecedentes (en el mismo sentido se ha manifestado el Dr. Hornos en los autos 

CPE 993/2017/CA1, del 29 de agosto de 2018, Reg. Int. 691/2018 de la Sala “B” de la 

Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico). 

Que esto es así en virtud que el requisito referido a la existencia de antecedentes fiscales, 

importa un límite impuesto por el propio legislador al accionar del Organismo Recaudador, 

el que impide que las facultades de verificación y fiscalización que le han sido otorgadas sean 

ejercidas abusiva o ilegítimamente. Dicho en otras palabras, este requisito evita que la 

administración inste a sus funcionarios a actuar en calidad de agentes encubiertos como 

norma y no como excepción. 



Revista Jurídica de Derecho Tributario (ISSN: 2718-8353), año II (2022), número 3. 

GÓMEZ, Teresa (2022) “Clausura: resulta un castigo excesivo para tutelar un bien…”, pp. 5-25. 

24 

De todo lo analizado, surge que no se habría dado cumplimiento con lo establecido en el 

inciso g) del art. 35 de la ley 11.683 en cuanto dispone que la orden del juez administrativo 

deba estar fundada en los antecedentes fiscales del contribuyente. Por lo que se RESUELVE: 

ANULAR la disposición de fs. … y de todo lo actuado en consecuencia. Sin costas. 

E) Jurisprudencia sobre clausura preventiva. 

“Yu Jian s/ infracción ley 11.683”, Juzgado Nacional de 1ra. Instancia en lo Penal 

Económico N° 3, 24.5.1999. 

En efecto, a través de la reforma introducida en la ley 11.683, se intenta transformar la 

facultad de inspección tributaria, cuya función es esencialmente preventiva, por el ejercicio 

de actos represivos comunes sin el control jurisdiccional previo. La instauración de la 

facultad administrativa de dictar sanciones de clausuras preventivas no es un signo de buena 

fe administrativa que se identifique con los principios rectores de un estado de derecho, 

asemejándose por el contrario a principios ajenos a un orden constitucional. El combate 

contra la evasión no justifica el avasallamiento de la defensa en juicio ya que como se ha 

dicho el clausurado sólo podrá presentar un descargo a un juez competente luego de que la 

clausura haya sido impuesta, y se encuentre sufriendo sus consecuencias. 

Que en el mismo orden de ideas resulta absolutamente lógico y de acuerdo a nuestro sistema 

legal y constitucional, el hecho de que la clausura preventiva, como clausura que es, tiene el 

carácter de pena, por lo que resulta fácil observar que ha habido una violación a las garantías 

de defensa en juicio y de juez natural establecidas en la Constitución Nacional (Art. 18 C.N.). 

Se llega a la aplicación de una pena sin que haya habido procedimiento alguno, no se le da 

la oportunidad al contribuyente de ejercer su defensa en juicio. A lo que se agrega además la 

violación de los deberes constitucionales, según los cuales el Poder Ejecutivo no puede 

ejercer funciones judiciales (Art. 109, C.N.). Es inconcebible que un contribuyente sufra la 

aplicación de una sanción sin la actuación de un juez judicial que tuviera la posibilidad de 

analizar la aplicación de la misma. De lo expuesto resulta claro que el sistema de 

fiscalización tributario no puede sustraerse a los límites constitucionales que son exigibles a 

cualquier actividad estatal, ni siquiera el noble propósito de combatir la evasión puede 

esgrimirse como fundamento para la imposición de clausuras inconstitucionales, máxime 

teniendo en cuenta que el daño producido por la clausura preventiva es muy grande para el 

contribuyente e imposible de reparar.  

Por lo expuesto, entiendo que corresponde declarar la inconstitucionalidad del inc. f) del art. 

35 de la ley 11.683, y en consecuencia de la clausura preventiva dispuesta. 

“Barolo, Guillermo A. por el Lomo y Cía. SRL c/ AFIP” - Amparo ley 16.986”, 

dictamen de la Procuradora Laura Monti, 30.8.2007. 

(Recurso extraordinario presentado por la AFIP ante la declaración de inconstitucionalidad dictado por 

la Cámara Fed. de Córdoba, Sala A, el 14/11/2005)  

“… la sentencia recurrida, tras realizar un pormenorizado estudio de la norma contenida en 

el inc. f) del art. 35 de la ley de rito fiscal, concluye "en su inconstitucionalidad (punto IV) 

pero, acto seguido (punto V) dice que corresponde agregar a lo expuesto que "el proceder de 

los funcionarios debe ser calificado de arbitrario". De manera fundada -coincidente con el 

análisis realizado por la instancia anterior, sobre las cuestiones de hecho y prueba que 

rodearon el procedimiento administrativo por el que solicitó amparo el contribuyente-, 
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descalifica el actuar administrativo en la especie, basado en que la clausura preventiva se 

estableció una hora y cuarto después de haber iniciado el sumario por la presunta comisión 

de la infracción del arto 40 de la misma ley, sin verificar los extremos legales que habilitan 

su procedencia, es decir si el contribuyente registraba antecedentes de haber cometido esa 

falta con anterioridad, y expresando sin fundamento alguno que existía un "grave perjuicio 

a las tareas de verificación y fiscalización" y que se trataba de "una maniobra de probable 

continuidad” 

“Así las cosas, estimo que bastaba para resolver el caso -en este aspecto- con lo dicho en el 

mencionado punto V de la sentencia del a qua, ya que se daba satisfacción adecuada fa la 

pretensión de la amparista, sin necesidad para ello de declarar la inconstitucionalidad de la 

norma, como hizo en su considerando anterior”27. 

“Automotores Bonelli”, Juzgado Federal en lo Criminal y Correccional de San Martín, 

26.3.201028. 

A criterio del suscripto, el instituto de la “Clausura Preventiva” en su redacción actual, 

denota una palmaria contradicción con los valores republicanos expuestos, que debe ser 

aniquilada con la inconstitucionalidad de la normativa que la contiene. Esta facultad judicial, 

es una obligación impuesta a los jueces con carácter imperativo e ineludible y que deben 

materializar en sus pronunciamientos (C.N.S.S., sala I, Sent. N°97226, de fecha 

27/02/2002, autos: “Abasto, Ángel Leónidas c. A.N.S.E.S”). En mérito a lo expuesto, se 

entiende corresponde y es que se; RESUELVE declarar la inconstitucionalidad del art. 35, 

inc. F, de la ley 11.683.

                                                 
27  La Corte Suprema de Justicia de la Nación no declaró la inconstitucionalidad. Su sentencia de 

fecha 2.12.2008 expresa (en lo que aquí interesa) “Que en tales circunstancias surge con nitidez que 

la cuestión federal que tuvo en cuenta el a quo para conceder el recurso extraordinario no es suficiente 

para justificar la intervención de esta Corte, pues al contar esta sentencia con fundamentos de otra 

naturaleza que bastan para dar adecuado sustento a la decisión final de la causa, resultaría inoficioso 

y meramente abstracto cualquier juicio del Tribunal respecto de aquella cuestión. Por ello, y oída la 

señora Procuradora Fiscal, se declara improcedente el recurso extraordinario. 

28  Revista Electrónica de Derecho Comercial, consultado en www.derecho-

comercial.com/Jurisprudencia/5222.pdf  el 5 de septiembre de 2022. 

http://www.derecho-comercial.com/Jurisprudencia/5222.pdf
http://www.derecho-comercial.com/Jurisprudencia/5222.pdf
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Notas sobre la naturaleza del derecho de repetición de tributos 

Germán J. RUETTI1 y Humberto P. DIEZ2 

Fecha de presentación: 5 de agosto de 2022 

Fecha de aprobación: 19 de septiembre de 2022 

Introducción 

El objeto de estas notas es aportar algunas ideas dogmáticas acerca de la naturaleza del 

instituto jurídico del derecho de repetición de tributos, que en los trabajos científicos más 

importantes puede encontrarse, indistintamente, como el instituto de las devoluciones de 

ingresos o devoluciones de impuestos3. 

Dentro del análisis dogmático se buceará sobre su naturaleza jurídica y el fundamento que 

ordena y acuerda titularidad a una persona para instar la repetición, a efectos de apreciar si 

ambas cuestiones se funden en un mismo concepto o si, por el contrario, resultan 

diferenciables por responder en uno y otro caso a estructuras teóricas distintas. 

Las líneas que siguen no pretenden agotar el estudio del problema, sino simplemente ensayar 

criterios que permitan dar adecuado sustento y cohesión lógica al derecho de repetición como 

objeto de análisis y su íntima conexión, asimilación o diferenciación con el núcleo de estudio 

del Derecho Tributario Sustantivo que es la obligación tributaria propiamente dicha4.  

                                                 
1  Abogado y especialista en Derecho Tributario graduado de la Universidad de Buenos Aires (UBA 

- Argentina). Profesor de grado de Finanzas Públicas y Derecho Tributario en la Facultad de Derecho 

(UBA). Profesor de postgrado de Derecho Penal Tributario en la Facultad de Derecho (UBA) y 

Procedimiento Tributario en la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad Nacional de La 

Plata (UNLP - Argentina). Autor de libros y artículos de la especialidad. Socio de Humberto Diez & 

Asociados. 

2  Contador Público Nacional graduado de la Universidad de Buenos Aires (UBA - Argentina). 

Especialista en Tributación graduado de la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad de La 

Plata (UNLP - Argentina). Profesor titular regular de Teoría y Técnica Impositiva II en la Facultad de 

Ciencias Económicas (UBA) y de Técnica y Legislación Tributaria en la Facultad de Ciencias 
Económicas (UNLP). Autor de los libros Impuesto al Valor Agregado; Blanqueo; Ilícito tributario y demás 

artículos de la especialidad. Socio de Humberto Diez & Asociados. 

3  Como se verá al final de este trabajo, es válida la distinción entre la “acción de repetición” y el 

“trámite de devolución” con arreglo a la cual, en el primer caso, existe un pago sin causa o indebido 

que da derecho a su restitución puesto que la transferencia de dinero al sujeto activo de la relación 

jurídica tributaria no responde ni refleja el pago de una obligación tributaria; y, en el segundo caso, no 

hay en su génesis un error o ausencia de causa sino que la suma ingresada en su momento respondió 

al cumplimiento de una obligación que, luego, el ordenamiento autoriza para reclamar la restitución 

al haber excedido la cuantía de la obligación ulteriormente determinada. También, y es válido, se 

afirma que, en la devolución, el legislador ha estipulado que la restitución de lo abonado de más resulta 

verificable a simple vista en función de la naturaleza de los conceptos que han originado el pago en 

exceso del quantum de la obligación tributaria —pagos anticipados de una obligación no nacida—. 

Por el contrario, en el instituto de la repetición encontramos como requisito sustancial la inicial 

controversia entre los sujetos de la relación jurídica tributaria sobre la existencia, alcance y medida de 

la obligación impositiva. 

4  Es una obligación legal —por cuanto sólo la ley formal y material puede establecer que la 

realización de un determinado hecho, descriptos en la norma, lleve aparejado el nacimiento de 

aquella— de Derecho Público —por cuanto que tiene su origen y regulación en normas de naturaleza 
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Por último, haremos mención a determinados supuestos especiales de devolución de sumas 

pagadas por el contribuyente o responsable en el marco de la relación jurídica tributaria que, 

en nuestra opinión, no responden ni reflejan los lineamientos del derecho de repetición. 

Palabras clave 

Naturaleza jurídica – repetición - devolución 

Notes on the Nature of the Right to Tribute Rebate 

Abstract 

The purpose of these notes is to provide some dogmatic ideas about the nature of the legal 

institute of the right to rebate taxes, which in the most important scientific works can be 

found, indistinctly, as the institute of income refunds or tax refunds. . 

Within the dogmatic analysis, its legal nature and the basis that orders and grants ownership 

to a person will be explored in order to urge repetition, in order to assess whether both issues 

merge into the same concept or if, on the contrary, they are distinguishable for responding 

in both cases to different theoretical structures. 

The lines that follow do not intend to exhaust the study of the problem, but simply test criteria 

that allow adequate support and logical cohesion to the right of repetition as an object of 

analysis and its intimate connection, assimilation or differentiation with the core of study of 

the Substantive Tax Law that It is the tax liability itself. 

Lastly, we will mention certain special assumptions of return of sums paid by the taxpayer 

or person in charge within the framework of the tax legal relationship that, in our opinion, 

do not respond to or reflect the guidelines of the right of repetition. 

Key words 

Legal nature – rebate - return 

1. Tesis en torno a su naturaleza jurídica 

El derecho y la acción de repetición —sustancia y forma— es la relación jurídica y 

obligacional mediante la cual los sujetos pasivos de la obligación tributaria solicitan al sujeto 

activo la restitución de las sumas de dinero ingresadas de manera incausada o indebida en 

concepto de tributos —a “título formal” y al momento de su ingreso— y sus accesorios5, a 

                                                 
jurídico-pública— que instituye un vínculo jurídico entre las partes de la relación por el cual el sujeto 

pasivo debe ingresar una suma en concepto de tributo. 

5  Son muchas y variadas las definiciones que ensaya la doctrina. Unas de ellas, descriptiva, es la de 

GARCÍA VIZCAÍNO quien enseña que “la acción de repetición de tributos, accesorios y —en limitados 

casos— multas es aquella por la cual quienes han pagado sumas en tales conceptos requieren del 

Estado que se les devuelva lo pagado, por considerar que los ingresos han sido indebidos, al no 

ajustarse a las leyes tributarias (por encuadramiento en una exención, pagos a cuenta de un tributo no 
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través de los procedimientos y procesos disciplinados en la ley. 

Siendo el tributo un recurso público coactivo que supone una transferencia de riqueza 

(dinero) a título definitivo del particular hacia el Estado, en virtud o con causa de una ley 

que así lo instituye —mediante normas jurídicas de imposición—, todo aquello que ingrese 

sin respaldo en aquella, o en exceso de ella o de su medida exacta, constituye un ingreso no 

tributario6 cuyo mantenimiento en las arcas del sujeto activo es, sin dudas, un 

enriquecimiento sin causa7.  

Resulta indudable que en la repetición de tributos existe una relación jurídica que une 

y tensiona a ambas partes (el sujeto activo y el sujeto pasivo), en el cual las sumas pagadas 

en exceso de una obligación —pasibles de restitución— constituyen el presupuesto 

configurador general, sin que pueda establecerse a priori una lista taxativa de supuestos que 

habilitan al nacimiento de esta obligación. En este sentido, cualquier pago de una suma de 

dinero bajo el título de “tributo y/o su accesorio” que, en lo material, no responda a aquél o 

exceda en su cuantía, priva al pago de causa y configura la hipótesis sustancial que habilita 

a la vía de repetición, acordándose derechos, deberes y obligaciones a ambos sujetos, con los 

lineamientos que el derecho positivo de cada ordenamiento establezca.  

A su vez, el derecho de repetición tiene una notable característica y es que funde a dos 

carriles diferentes —el sustantivo y el procesal— a efectos de estudiar y comprender 

cabalmente al instituto. La repetición de impuestos posee una consideración integral, en el 

sentido de que comprende tanto la perspectiva sustancial como la formal, de suerte que el 

                                                 
adeudado, falta de configuración del hecho imponible, etc.) o, en su caso, a la Constitución Nacional 
(normas tributarias inconstitucionales). En GARCÍA VIZCAÍNO, Catalina (2012) Derecho Tributario, 

tomo II, 5ª edición. Buenos Aires, Abeledo-Perrot, pág. 202. 

6  No siendo pasible de encuadramiento como otro recurso o ingreso público en los términos del 

artículo 4 de la Constitución Nacional, que señala cuáles son los recursos o ingresos que forman el 

Tesoro de la Nación, pues no responde ni se transforma en un recurso patrimonial, ni aduanero, ni es 

un empréstito público como tampoco deriva del crédito público. 

7  Más adelante veremos que la repetición tributaria se funda en el principio constitucional de 

legalidad y en el derecho natural que impide el enriquecimiento sin causa (CSJN, in re “PASA 

Petroquímica Argentina SA”, sentencia del 17.5.1977); máxime si quien resulta injustamente beneficiado 

es el propio Estado (principio de ejemplaridad que debe presidir todos sus actos; cfr. Fallos 330:2049). 

Sin perjuicio de esto, sobre el concepto jurídico de enriquecimiento sin causa y su relación con la 

repetición, Francisco Martínez considera que en un sistema jurídico como el del Códgo Civil 

argentino, que no admite la existencia de los actos dispositivos abstractos, la acción de repetición por 

atribuciones patrimoniales sin causa, en que consiste el pago indebido, no tiende jamás a corregir una 

injusticia que el propio ordenamiento jurídico ha provocado ya que, precisamente, esa transferencia 

está reprobada de modo directo por el derecho positivo nacional en tanto y en cuanto no responde a 

una causa. La ley argentina niega derechamente su reconocimiento a toda transferencia patrimonial 

desprovista de causa (cfr. MARTÍNEZ, Francisco, “Enriquecimiento sin causa y reptición”, en Derecho 

Fiscal, tomo XXVI, p. 583). 
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sentido de la primera —el pago en exceso de la obligación o la ausencia misma de aquella— 

sólo puede apreciarse plenamente en consonancia con su instrumentalidad —cómo se prueba 

el pago; cómo se acredita la ausencia de causa o el exceso; y cómo transitan ambas partes el 

proceso en un plano de igualdad y eficacia de la tutela—. La sustancia apunta a la relación 

obligatoria de carácter principal y previa; y la forma, al procedimiento de carácter 

subordinado y posterior8. 

Sin agotar las tesis y sus variantes, podemos apreciar tres tipos de pensamiento acerca 

de la naturaleza jurídica del derecho de repetición.  

1.1. La repetición como figura distinta pero conectada a la obligación tributaria 

En la literatura financiera y tributaria podemos advertir, en primer orden, la doctrina 

que sitúa a la repetición dentro del esquema dogmático de la teoría general de la obligación 

tributaria pero como una obligación distinta de ésta, si bien próxima9. Esta corriente 

dogmática reconoce las particulares del derecho de repetición pero no duda en ligarla a la 

obligación tributaria y, en definitiva, a las implicancias de su construcción teórica donde se 

glorifica al hecho imponible como presupuesto jurídico generado de la primera. 

GARCÍA NOVOA nos dice que la devolución constituye una obligación ex lege cuyo 

sujeto pasivo es un ente público; desde un punto de vista funcional, es una obligación pública 

conexa a la obligación tributaria, lo que se determina por la norma que la establece y los 

especiales intereses que salvaguarda, conexión que determina que pueda definírsela como 

una “obligación tributaria” de contenido pecuniario. De ahí que sostenga que, como ocurre 

en todas las obligaciones legales, su surgimiento viene determinado por la realización de un 

presupuesto de hecho que, en lo que aquí interesa, consiste en el pago indebido de un tributo10.  

Se ha señalado que, pese a su indudable conexión, la obligación tributaria es 

                                                 
8 PÉREZ DE AYALA, José Luis (1969 y 1970) “Potestad administrativa y relación jurídica, I” y 
“Potestad administrativa y relación jurídica, II”, en Revista de Derecho Financiero y Hacienda Pública, 

número 79, enero-febrero 1969, pp. 9-75; y número 85, marzo-abril 1970, ps. 137-194. 

9  BLUMENSTEN dedica en su obra un epígrafe al estudio y exposición del reembolso del impuesto, 

en el que, además de consideraciones de tipo dogmático, hace referencia a disposiciones del 

ordenamiento suizo. Este epígrafe lo sitúa dentro de otro más amplio: “El crédito impositivo”, 

perteneciente a la parte que denomina “Derecho impositivo material”, que distingue de la otra parte 

que titula “Derecho impositivo formal”. El epígrafe “El reembolso del impuesto”, lo desarrolla con 

los siguientes puntos: presupuesto del reembolso del impuesto; el procedimiento de restitución; el 

objeto de la restitución; y el sujeto del derecho al reembolso (BLUMENSTEN, E. [1954] Sistema di Diritto 

delie imposte. Milán, Ed. Giuffrè, pp. 274-277). 

10  GARCÍA NOVOA, César (1993) La devolución de ingresos tributarios indebidos. Madrid, Marcial Pons, 

pp. 91-92. 
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jurídicamente independiente de la devolución impositiva11. Ambas obligaciones —una 

tributaria y otra no tributaria—, aunque esta última consista en la devolución de impuestos, 

son distintas e independientes por tener cada una, unos hechos generadores jurídicamente 

autónomos. En cualquier caso, la restitución supone una obligación distinta de la obligación 

tributaria en tanto nace de un presupuesto diferente como lo es el pago de la anterior. 

Concretizada la existencia de tal pago indebido, nace un nuevo vínculo jurídico, desde luego 

conectado con el primero.  

HENSEL confiesa la dificultad de situar sistemáticamente la institución jurídica del 

derecho de restitución de impuestos en una obra de Derecho tributario. En primer lugar, y 

por un lado, porque este instituto ofrece dos aspectos: el sustantivo, compuesto por la “teoría 

de los supuestos de restitución”; y el formal, integrado por las “normas procedimentales para 

ejercitar el derecho de restitución”. De esta manera, a su aspecto sustantivo habría sido más 

exacto tratarlo en la teoría de la relación obligatoria impositiva y de los hechos imponibles; 

y su aspecto formal hubiera sido procedente estudiarlo en la teoría del procedimiento 

tributario. En segundo lugar, porque el derecho de restitución de impuestos es una institución 

jurídica unitaria, la cual, desde un punto de vista didáctico, exige la agrupación de los 

aspectos sustantivo y formal sin escindir su contenido. 

A partir de esas premisas y al querer situar esta materia lo más exactamente posible en 

su sistema de Derecho tributario, HENSEL se plantea la alternativa del criterio científico y 

racional de investigación, por una parte, y el criterio pedagógico o expositivo, por otra. Lo 

resuelve de esta forma: “[d]esde el punto de vista didáctico —anota— me ha parecido 

necesario no dividir este instituto jurídico, unitario en su conjunto, y conexionarlo con los 

institutos de la justicia en materia tributaria, tanto más porque este epígrafe, sin un previo 

conocimiento del Derecho tributario administrativo, habría podido ser en muchas partes 

incomprensible”.12 

1.2. La repetición como objeto del derecho tributario sustantivo 

Otra tesis ubica al derecho de repetición, sin más y sin reparos, dentro de la dogmática 

del Derecho Tributario Sustantivo. Aquí están las obras que sitúan la materia bajo análisis, 

por lo general, dentro de la categoría conceptual de la relación jurídica tributaria (su reverso) 

con el fin de intentar dar un encaje dogmático a la relación obligatoria de devolución de 

                                                 
11  AMOROS RICA, N. y GONZÁLEZ GARCÍA, E. (1971) Notas a los “Principios de Derecho Tributario” de 

A. Berlili, tomo II. Madrid, Ed. de Derecho Financiero, p. 115. 

12  HENSEL, Albert (1958) Diritto tributario. Milán, Ed. Giuffrè, ps. 295 y ss. 
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impuestos en el seno de aquella. Aquí podemos ubicar a JARACH y SAINZ DE BUJANDA. 

En efecto, usualmente la doctrina clásica ubica a la repetición de tributos dentro del 

Derecho Tributario Sustantivo, en tanto la realización de la relación jurídica inversa 

consistente en la obligación del Estado (aquí, sujeto pasivo) de restituir a la persona humana 

o jurídica contribuyente o responsable (aquí, sujeto activo) aquellas sumas de dinero que han 

sido previamente entregadas sin causa, abonadas excesivamente o en demasía de una 

obligación tributaria. 

En su Curso Superior de Derecho Tributario, JARACH hace referencia a la devolución de 

impuestos dentro de la teoría de la relación jurídica tributaria. El profesor señala que además 

de la relación jurídica tributaria sustantiva principal; de las relaciones jurídicas tributarias 

accesorias; y de las relaciones jurídicas tributarias administrativas, existe otra relación 

jurídica tributaria, distinta de la obligación tributaria, que nace por el pago de un tributo 

indebido13. 

Participa entonces el derecho de repetición de las categorías jurídicas y dogmas del 

Derecho Tributario Sustantivo como una obligación tributaria inversa. 

1.3. La repetición como instituto del Derecho Financiero que surge con motivo de la 

actividad financiera tributaria 

Por último, existe una línea de estudio, menos difundida, que ubica a la repetición de 

tributos dentro de la perspectiva científica del Derecho Financiero14 y, en especial, del 

Derecho Presupuestario. En esta línea de pensamiento, el fenómeno de la devolución se 

resuelve jurídicamente en una categoría conceptual general que es la relación obligatoria a 

cargo del ente público o, lo que es igual, el derecho del contribuyente a la devolución de 

tributos. Sobre esa construcción, su estudio se ubica dentro del Derecho Financiero al 

constituir una parte de la actividad financiera del Estado que se refleja en la transferencia de 

                                                 
13  JARACH, Dino (1969) Curso Superior de Derecho Tributario. Buenos Aires, Liceo Profesional Cima, 

pp. 164 y ss. 

14  El Derecho Financiero es una ciencia jurídica que estudia el fenómeno financiero mediante el 

análisis de las normas jurídicas que disciplinan la actividad erogatoria y la actividad recaudatoria del 

Estado. Por su parte, el Derecho Tributario se ocupa exclusivamente del estudio de las relaciones 

jurídicas derivadas de los tributos y construye su objeto a partir de la teoría de la obligación tributaria. 

No trata los recursos patrimoniales ni los del crédito público. Estas concepciones dejan fuera una faz 

esencial de la actividad financiera como la erogatoria que hoy no puede dejar de abordarse incluso a 

partir del plano constitucional y la materialización de los propósitos contemplados por la 

Constitución. El Derecho financiero no puede prescindir del estudio de la actividad erogatoria y su 
encuadre jurídico y constitucional, lo que el profesor Horacio Corti ha dado en llamar Derecho 

Constitucional Presupuestario. 
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dinero al particular que previamente ha ingresado dinero sin ninguna causa jurídica válida. 

La obligación de Derecho Público a la devolución puede ser vista como de Derecho 

Administrativo15 o de Derecho Presupuestario. El primero de ellos la considera en su aspecto 

sustancial, es decir, la existencia de las obligaciones estatales y sus elementos constitutivos; 

el segundo toma en cuenta el aspecto formal, o sea, la actividad de la Administración del 

Estado dirigida al cumplimiento de sus obligaciones a través de los procedimientos 

establecidos. Sin perjuicio de ello, se ha señalado que la repetición de tributos, como instituto 

del Derecho Financiero, está más próxima al Derecho Presupuestario concebido como 

Derecho de los Presupuestos y de las Obligaciones del Estado16. 

Sin entrar en su concreta ubicación material dentro del Derecho Financiero, BERLIRI 

distingue a las obligaciones en “Obligaciones Tributarias”, por un lado, y “obligaciones de 

distinta naturaleza reguladas por las leyes fiscales”, por el otro. En este segundo campo o 

categoría, concebidas como “obligaciones a cargo del sujeto activo y a favor del sujeto 

pasivo”, incluye dos obligaciones: (a) la obligación a cargo del sujeto activo de restituir en 

todo o en parte un impuesto percibido legalmente cuando se produzca un hecho que, según 

la ley, legitima la acción de reembolso; y (b) la obligación a cargo del sujeto activo de restituir 

cuanto haya percibido ilegalmente de más, debido a un error, duplicación, etc. 

Con agudeza, el profesor BERLIRI nos dice que “estas obligaciones, dado que se 

insertan en una relación que encuentra su fundamento en la actividad tributaria, podríamos 

sentirnos tentados a incluirlas, juntamente con las del primer grupo, entre las obligaciones 

tributarias, adoptando así un concepto muy amplio de obligación tributaria, sin perjuicio de 

proceder después a una subdistinción entre las obligaciones tributarias pasivas, según que el 

sujeto activo de la relación impositiva ocupara en ellas una posición de acreedor o deudor”. 

Sin embargo, descarta esa posibilidad pues tales obligaciones no se diferencian en nada 

de las demás obligaciones pasivas del Estado, con lo cual la creación de una nueva categoría 

de obligaciones tributarias pasivas carecería de toda justificación teórica. Por tanto, sólo 

serán obligaciones tributarias exclusivamente aquellas en las que el deudor es el sujeto pasivo 

                                                 
15  La dedicación limitada que hacen lo administrativistas a la devolución de impuestos entendemos 

que puede explicarse, porque aquellos hayan estimado que a quien corresponde su estudio es la 

Derecho Tributario y no al Derecho Administrativo, a causa de que las normas reguladoras de la 

materia tienen su principal alojamiento en textos legales de carácter tributario. 

16 CORAL GUERRERO, Luis (1977) “El derecho del contribuyente a la devolución de impuestos - 

introducción a una teoría general”—Tesis Doctoral, Director Fernando Sainz de Bujanda. 
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de la relación impositiva17.  

También se ha señalado, con mayor énfasis, que la devolución de impuestos en general 

no debe de ser objeto de estudio del Derecho Tributario, por consistir en una obligación 

estatal, aunque esté muy unida extrajurídicamente a aquél. Tampoco es incluible 

íntegramente en el Derecho administrativo ni en el Derecho Presupuestario. Por ello, parece 

que la solución adecuada está constituida por su atribución a la disciplina del Derecho 

Financiero. La figura de la devolución de impuestos muestra el carácter sustancial de esta 

disciplina como una unidad ontológica inescindible que precede de la consideración unitaria 

de su objeto: la normativa positiva y extrapositiva de la realidad social denominada 

“actividad financiera”.18  

2. Nuestras conclusiones 

El derecho de repetición de los tributos abonados sin causa, en demasía o en exceso, 

es un instituto sustantivo que requiere una indispensable ligazón con sus líneas adjetivas o 

procesales en razón de que la obligación de restitución del sujeto activo de la obligación 

tributaria debe transitar, necesariamente, por un procedimiento que acuerde garantías y 

derechos a ambas partes en un plano de igualdad. Es decir, por un lado se garantice al sujeto 

activo de la relación jurídica tributaria —aquí deudor de la suma a restituir— el completo 

conocimiento de las razones fácticas y jurídicas que llevan a la restitución; y de igual forma 

se garantice al sujeto pasivo de esa relación jurídica —aquí acreedor de la suma objeto de la 

acción de repetición— un cauce procesal con la tutela judicial efectiva que resguarde y 

proteja su derecho de propiedad19. 

Es indudable que esta acción y el derecho que aquella cobija proviene de una previa 

relación jurídica tributaria en la cual el deudor de la misma abonó sumas de dinero en 

concepto de tributos que, por la razón fáctica, legal y/o constitucional que fuere, no 

correspondía pagar20. Esta necesaria preexistencia de la relación jurídica tributaria y 

                                                 
17  BERLIRI, Antonio (1971) Principios de Derecho Tributario, volumen II. Madrid, Editorial de Derecho 

Financiero, p. 104. 

18  CORAL GUERRERO, Luis (1977) “El derecho del contribuyente a la devolución de impuestos - 

introducción a una teoría general” —Tesis Doctoral, Director Fernando Sainz de Bujanda. 

19  La acción de repetición importa poner en movimiento el contralor jurisdiccional tendiente 

determinar la apuntada legalidad o constitucionalidad del tributo. 

20  Aquí se abre un abanico de supuestos por los cuales el pago de la suma a “título” de tributo devino 

sin causa, en exceso o indebido. El sujeto pasivo pudo haber determinado su obligación tributaria 

incluyendo en ella operaciones económicas que reputó —por error— alcanzadas cuando las mismas 

no respondían a ningún hecho imponible tipificado en las leyes; o bien pudo declarar una base o 

cuantificación del hecho de modo incorrecto incorporando conceptos dentro de la base que no 
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obligación de pago es la que lleva a confundir ambos institutos o categorías jurídicas. 

Sin embargo, entendemos que la construcción jurídica de la teoría del Derecho 

Tributaria Sustantivo, cuyo eje de estudio es la obligación tributaria —y el hecho imponible 

que le da nacimiento—, impone una elocuente diferencia pues no podría ser objeto de estudio 

material una obligación “no tributaria” donde precisamente esa porción que debe restituirse 

ha quedado fuera del hecho imponible y, en consecuencia, es ajeno a la “obligación de dar 

una suma de dinero en concepto de tributo”.  

De igual manera acontece con el delito tributario, de indudable naturaleza penal. En 

aquél —y sobre todo en el tipo penal de la evasión fiscal—, existe una transgresión dolosa 

de una obligación tributaria cuyas acciones u omisiones encuadran en los lineamientos del 

tipo penal. Dentro del tipo objetivo de la evasión de tributos, claramente se inserta la 

“obligación tributaria” debida, pues es esencial para su configuración la transgresión o 

violación de aquella. En este caso, la necesaria evasión por ocultación o incumplimiento 

total de un hecho imponible no convierte al tipo penal —al delito— en una categoría del 

derecho tributario material, sino que aquel descansa en el Derecho Penal pese a la materia 

especial de la que se ocupa (el tributo).  

Por ende, la existencia de una relación jurídica tributaria entre los sujetos activo y 

pasivo que dio lugar a un pago excesivo (disparador de la devolución) en relación a la exacta 

cuantía de la obligación necesita de ésta, pero su derecho a la repetición no podría quedar 

estrictamente encasillado en la teoría general del Derecho Tributario Sustantivo puesto que 

esa obligación de restitución no supone la generación de lo que es el núcleo o glorificación 

de la teoría: el hecho imponible y el nacimiento de la obligación. Entonces, la adopción del 

derecho de repetición dentro del estudio del Derecho Tributario pareciera ser producto de 

asimilar naturaleza con fundamento. 

El fundamento del derecho de repetición es el respecto al principio de legalidad 

tributaria y reserva de ley, con la consecuente prohibición de enriquecimiento sin causa del 

Estado. Como se dijo, los tributos constituyen detracciones coactivas de la riqueza de los 

particulares que están descriptas (seleccionadas) en una norma (de imposición), razón por la 

cual toda suma de dinero que el Estado perciba sin contar con tal permisión para su exacción, 

                                                 
debieron estar incluidos; pudo aplicar alícuotas mayores a las legamente previstas para esos eventos 

económicos; pudo obedecer al cumplimiento de una obligación reputada inconstitucional por 

violación de normas y principios contenidos en la Constitución Nacional. En fin, la variedad de 

supuestos no se encuentran ni descriptos, limitados o incorporados en ninguna norma, sino que deben 

encajar dentro del presupuesto sustancial general de “incausado”, “indebido” o “en exceso”. 
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transgrede el derecho de propiedad de los particulares.  

Más, este fundamento del derecho de repetición —donde se evidencian cuestiones 

constitucionales de indudable observancia al momento de resolverse el contradictorio o 

proceso tributario— no permite asimilar su naturaleza o esencia con la primera, puesto que 

la obligación de dar esta suma de dinero por el Estado al contribuyente y/o responsable 

descansa en una o varias hipótesis esencialmente distintas del hecho imponible. 

El derecho de repetición constituye una obligación de Derecho Público con arreglo a 

la cual el Estado restituye al contribuyente y/o responsable una suma de dinero cuyo inicial 

ingreso a las arcas públicas no tiene como causa jurídica una obligación tributaria, de suerte 

que ese pago ha sido excesivo, en demasía o incausado. Supone una transferencia de dinero 

que no está descripta o tipificada en ninguna norma de imposición por lo que no forma parte 

de la naturaleza de las obligaciones tributarias. Lo dicho no se modifica por tener regulación 

positiva a través de las leyes tributarias, y, en nuestro caso, a través de lo delineado por la ley 

nº 11.683, en sus artículos 81 y concordantes.  

El legislador no está atado al estudio dogmático de las categorías jurídicas sino a las 

normas y principios constitucionales, que en definitiva son los que autorizan y fundan el 

derecho de los contribuyentes y responsables a la restitución de lo pagado de más. La 

legislación tributaria debe recoger perfectamente este instituto y darle adecuada regulación 

con un plano de igualdad y respeto del debido proceso, tutela y recomposición real del 

derecho de propiedad vulnerado por el pago excesivo. Por ello, no hay colisión alguna con 

la regulación y tratamiento que, al derecho de repetición, se le da en la ley de procedimiento 

tributario. 

Así, el artículo 81 de la ley nº 11.683 refleja en sus párrafos las siguientes cuestiones 

sustantivas y adjetivas: (a) la legitimación de los sujetos reclamantes (contribuyentes y demás 

responsables); (b) la materia objeto de repetición (tributos y accesorios21); (c) la exigencia de 

un pago —o una compensación no cuestionada—22 en exceso, en demasía, indebido o sin 

                                                 
21  Por regla legal general, las multas no son repetibles en el orden nacional, con las salvedades 

contenidas en la segunda oración del segundo párrafo del artículo 84 y artículo 189 de la ley 11.683, 

supuestos a los que JARACH considera una “anomalía jurídica” del legislador, posición que 

compartimos. 

22  La Sala V de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal en la 

causa “Inversora Dock Sud S.A. c/Dirección General Impositiva s/recurso directo de organismo 

externo”, por sentencia de fecha 14.7.2016, admite la acción de repetición del tributo que la actora 

había cancelado por compensación revocando así el criterio del Tribunal Fiscal de la Nación. 
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causa; (d) las vías contenciosas según se trate de pagos espontáneos23 o a requerimiento; (e) 

las potestades de auditoría del sujeto activo y sus correcciones simétricas; y (f) la sobre 

exigencia de la prueba a cargo del actor de la no traslación económica de aquello cuya 

restitución se reclama en materia de impuestos indirectos. 

Estas cuestiones no afectan la naturaleza pública de la obligación de restitución y 

constituyen la manera de realizar y concretar plenamente los principios constitucionales en 

juego. 

3. El “trámite” de devolución es distinto al derecho de repetición, y corresponde al 

derecho tributario formal o adjetivo, pues tiende a corregir situaciones que confluyen en 

un pago superior al de una obligación tributaria cuya causa, alcance o medida no está 

cuestionada o controvertida 

La repetición de tributos cuya naturaleza fue examinada en estas notas debe 

distinguiese de otras figuras propias del Derecho Tributario Administrativo o Procesal. 

El trámite de devolución de sumas en los términos del artículo 29 de la Ley nº 11.68324 

de Procedimiento Tributario no participan de la estructura y naturaleza de la repetición de 

tributos pues en este caso el trámite allí reglado tiende a recomponer la exactitud del pago en 

virtud de discordancia de fácil constatación entre lo pagado anticipadamente y la obligación 

deudora final, de cuya causa no se duda. 

Este instituto tiene su fundamento en la simpleza del trámite donde el monto que el 

contribuyente ha ingresado en exceso lo ha sido por el cumplimiento de las normas 

tributarias legales e infralegales que instituyen mecanismos de recaudación anticipada. Es 

decir, podrá tener su origen en sistemas de pagos propios anticipados o en los regímenes de 

recaudación en la fuente. Se tratan de créditos a favor del contribuyente que son 

determinados, líquidos y exigibles, por lo que no resulta necesario promover una acción.  

La diferencia entre una solicitud de devolución en los términos del artículo 29 de la ley 

                                                 
23  Los pagos espontáneos son aquellos que no responden al cumplimiento de una determinación 

tributaria de oficio y que, por ello, al no contener ninguna declaración de voluntad previa de la 

Administración, están sujetas a una reclamación administrativa antes que la excitación de una 

actividad judicial. 

24 Dice esta norma en su primer párrafo “[c]omo consecuencia de la compensación prevista en el 

artículo anterior o cuando compruebe la existencia de pagos o ingresos en exceso, podrá la 

ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS, de oficio o a solicitud del 

interesado, acreditarle el remanente respectivo, o si lo estima necesario en atención al monto o a las 

circunstancias, proceder a la devolución de lo pagado de más, en forma simple y rápida, a cargo de 

las cuentas recaudadoras”. 
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nº 11.683 y la acción de repetición que consagra el artículo 81 consiste en que en la primera 

se enmarca dentro de un procedimiento simple y expeditivo cuando se compruebe la 

existencia y procedencia del saldo a favor. En cambio, en la acción de repetición se busca 

obtener la restitución de lo abonado de más o sin causa jurídica respecto de una obligación 

tributaria. Por ello, en esta última se controvierte y/o cuestiona la causa de la obligación de 

modo que requiere de un procedimiento contradictorio teniente a establecer la existencia de 

ese pago en demasía.25 

4. La restitución de pagos realizados por el contribuyente o responsable con motivo 

del efecto devolutivo de su recurso de revisión ante la Cámara tampoco enmarcan dentro 

del derecho de repetición 

Otro supuesto ajeno al derecho de repetición se verifica en los casos de sentencias de 

la Cámara que revocan las resoluciones del Tribunal Fiscal de la Nación, cuando el efecto 

devolutivo de las apelaciones lleva al contribuyente a pagar las sumas objeto de recurso.  

En el supuesto de que el sujeto apelante —por recurso de apelación y revisión 

limitada— haya abonado el importe de la determinación de oficio y el tribunal de alzada 

luego revoque la sentencia del Tribunal Fiscal de la Nación, corresponderá la devolución de 

lo pagado con más sus correspondientes intereses. 

Se ha debatido si esta devolución corresponde ser ventilada en un proceso separado de 

repetición o si, por el contrario, puede ser tratado dentro del trámite judicial ante la Cámara, 

como incidente de ejecución de sentencia26. Nosotros entendemos que no corresponde una 

repetición por cuanto este supuesto no tiene anclaje en la naturaleza y estructura del derecho 

                                                 
25  La jurisprudencia ha dicho que el instituto de la “devolución” se diferencia de la “repetición” 

contemplada en el artículo 81 de la ley nº 11.683, en tanto esta última comprende aquellos pagos cuya 

improcedencia se vincula necesariamente con el concepto de hecho imponible, que involucra una 

discusión acerca de la causa legal del pago; es decir, la existencia o medida de la obligación. De tal 

manera, excede –la “repetición”- el marco de una simple y rápida devolución. Cfr. Cámara Nacional 

de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, sala II, en “Desaci Diesel Electromecánica 

Cía. Argentina de Construcciones Mecánicas y Eléctricas SACI-Empresa Líneas Telefónicas SA c. 

EN-AFIP DGI-RESOL 81/05 (RMCRO) s/ Dirección General Impositiva”, 28.4.2015. En La Ley 

Online: AR/JUR/24306/2015. También, Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso 
Administrativo Federal, Sala I, in re “Amarga Chica – Bajada de Palo (UTE) c/ EN –AFIP DGI- 

Resols 387/06 y 38/06 s/ Dirección General Impositiva”, 24.10.2013. 

26  GIULIANI FONROUGE señala que el inicio de una demanda ante el Tribunal Fiscal o justicia de 

primera instancia “sería excesivamente formalista y que no habría inconveniente en plantear la 

cuestión ante la Cámara en el mismo recurso de apelación que se interpuso contra la sentencia 

desfavorable del tribunal; ello, no sólo por razones de economía procesal, sino porque la Corte 

Suprema ha criticado en muchos fallos el exceso de ritualismo que perjudica la efectividad de la 
justicia (GIULIANI FONROUGE, Carlos M. y NAVARRINE, Susana C (1993) Procedimiento Tributario. 

Buenos Aires, Depalma, pág. 766). 
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de repetición. 

La devolución con motivo del dictado de una sentencia judicial de Cámara debe 

transitar a través de un incidente de ejecución por sentencia judicial favorable ante la misma 

sala de la Cámara interviniente, no siendo necesario el inicio de una posterior acción de 

repetición. Someter al sujeto vencedor del pleito a un proceso de repetición en los términos 

del art. 81 de la ley 11.683, que presenta exigencias sustanciales y formales propias, con 

intervención del organismo recaudador y un régimen impugnativo posterior especial, atenta 

contra la naturaleza del acto que autoriza a la devolución –sentencia judicial de la alzada– y 

contra su eficacia jurídica misma, por lo que corresponde, en definitiva, su restitución por 

ejecución de sentencia judicial. 

Referencias 

AMOROS RICA, N. y GONZÁLEZ GARCÍA, E. (1971) Notas a los “Principios de Derecho 

Tributario” de A. Berlili, tomo II. Madrid, Ed. de Derecho Financiero. 

BERLIRI, Antonio (1971) Principios de Derecho Tributario, volumen II. Madrid, Editorial de 

Derecho Financiero. 

BLUMENSTEN, E. [1954] Sistema di Diritto delie imposte. Milán, Ed. Giuffrè. 

CORAL GUERRERO, Luis (1977) “El derecho del contribuyente a la devolución de impuestos 

- introducción a una teoría general” —Tesis Doctoral, Director Fernando Sainz de Bujanda. 

GARCÍA NOVOA, César (1993) La devolución de ingresos tributarios indebidos. Madrid, Marcial 

Pons. 

GARCÍA VIZCAÍNO, Catalina (2012) Derecho Tributario, tomo II, 5ª edición. Buenos Aires, 

Abeledo-Perrot. 

GIULIANI FONROUGE, Carlos M. y NAVARRINE, Susana C (1993) Procedimiento Tributario. 

Buenos Aires, Depalma. 

HENSEL, Albert (1958) Diritto tributario. Milán, Ed. Giuffrè. 

JARACH, Dino (1969) Curso Superior de Derecho Tributario. Buenos Aires, Liceo Profesional 

Cima. 

MARTÍNEZ, Francisco, “Enriquecimiento sin causa y reptición”, en Derecho Fiscal, tomo 

XXVI. 

PÉREZ DE AYALA, José Luis (1969 y 1970) “Potestad administrativa y relación jurídica, I” y 

“Potestad administrativa y relación jurídica, II”, en Revista de Derecho Financiero y Hacienda 

Pública, número 79, enero-febrero 1969, pp. 9-75; y número 85, marzo-abril 1970, ps. 137-

194.



Revista Jurídica de Derecho Tributario (ISSN: 2718-8353), año II (2022), número 3. 

BARZANTE, Pablo (2022) “La idoneidad de la evasión en el delito de lavado…”, pp. 39-50. 

39 
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Resumen 

A raíz del reciente fallo en las causas relacionadas “Hotesur” y “Los Sauces”, vuelve a entrar 

el debate relacionado a la ley penal más benigna en delitos continuados y en relación a la 

prevalencia delictiva de los fondos utilizados para comprar bienes para el lavado de activos. 

En este artículo se explica brevemente en qué consisten los delitos de lavado de activos y de 

evasión y por qué considero que la evasión tributaria si puede ser considerada como delito 

precedente del lavado de activos. 

Palabras clave 

Evasión – lavado de activos – ley penal más benigna – delitos continuados – delito precedente 

- compra de bienes 

The Suitability of Evasion in the Crime of Money Laundering 

Abstract 

As a result of the recent ruling in the related cases “Hotesur” and ‘Los Sauces”, the debate 

related to the most benign criminal law in continued crimes and in relation to the criminal 

prevalence of the funds used to buy goods for laundering of assets. In this article it is briefly 

explained what the crimes of money laundering and evasion consist of and why I consider 

that tax evasion can be considered as a predicate offense of money laundering. 

Keywords 

Evasion - money laundering - more benign Criminal Law - continued crimes - precedent 

offense - purchase of goods 

1. Introducción 

A raíz del reciente fallo en las causas relacionadas “Hotesur” y “Los Sauces”, vuelve 

a entrar el debate relacionado a la ley penal más benigna en delitos continuados y en relación 

                                                 
1  Abogado graduado de la Universidad de Buenos Aires (UBA - Argentina). Posgrado en 

Administración Tributaria graduado de la Universidad Nacional de Tres de Febrero (UNTREF - 

Argentina), Especializando en Tributos Locales (UNTREF). Docente universitario. 
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con la prevalencia delictiva de los fondos utilizados para comprar bienes para el lavado de 

activos.  

En la Argentina existe el debate de si el delito de evasión puede ser considerado como 

delito precedente al lavado de activos. Hay quienes tajantemente no lo consideran, hay 

quienes sí en todos los casos, otros lo hacen con reservas. Reservas que tienen que ver con el 

llamado “autolavado”, si dicha figura es compatible con el resto de nuestra legislación y 

puede en la práctica ser realmente penada. 

En este artículo explicaré brevemente en qué consisten los delitos de lavado de activos 

y de evasión y por qué considero que la evasión tributaria si puede ser considerada como 

delito precedente del lavado de activos. 

2. Lavado de activos 

El delito de lavado de activos se localiza en el artículo 303, inciso 1), del Código Penal 

de la Nación (CPN), que establece que: 

[s]erá reprimido con prisión de tres (3) a diez (10) años y multa de 

dos (2) a diez (10) veces del monto de la operación, el que 

convirtiere, transfiriere, administrare, vendiere, gravare, disimulare 

o de cualquier otro modo pusiere en circulación en el mercado, 

bienes provenientes de un ilícito penal, con la consecuencia posible 

de que el origen de los bienes originarios o los subrogantes 

adquieran la apariencia de un origen lícito, y siempre que su valor 

supere la suma de pesos trescientos mil ($ 300.000), sea en un solo 

acto o por la reiteración de hechos diversos vinculados entre sí. 

Como se observa, no hay restricciones en cuanto a cuál puede ser el delito precedente 

al lavado de activos. En el inciso 1) se fija una condición objetiva de punibilidad ya que la 

conducta sólo será típica en el caso de superar los $300.000 en el valor de los bienes que 

forman parte del objeto del delito, haya sido en un acto o en varios vinculados entre sí. 

El artículo 303 del Código Penal de la Nación en su modificación hace punible el 

llamado “autolavado” de activos, ya que cualquier persona puede ser autor, incluso quien 

haya realizado el delito previo. 

Esta modificación no fue realizada al azar sino que responde a una serie de 

recomendaciones de organismos internacionales, para ampliar la lista de delitos precedentes 

al lavado de activos. En 2012, el Grupo de Acción Financiera internacional (GAFI) instó a 

los países a adecuar sus legislaciones con la finalidad de incluir los delitos fiscales como delito 
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precedente al lavado.2 Es conocido que las normas dictadas por el GAFI no son vinculantes 

pero indudablemente tienen una enorme relevancia. De hecho, no seguir sus 

recomendaciones acarrea el efecto de poder ser introducido en el listado de países con 

carencias en materia de antilavado o, tal vez, en el listado de países no cooperantes. 

Podría decirse por lo tanto, que hay una tendencia global hacia ampliar la lista de 

delitos precedentes incluyendo no solo los “tradicionales” en esta materia —como son el 

narcotráfico, trata de blancas o venta de armas— sino incluir los delitos fiscales. 

El lavado de activos es un proceso a través del cual se introducen en el sistema 

financiero sumas de dinero obtenidas a través de actividades ilícitas.3 La finalidad es adquirir 

bienes para que estas ganancias mal habidas tengan apariencia de ser legales. Para que exista 

el lavado de activos es condición sine qua non que previamente haya existido un delito por el 

cual se haya obtenido ganancias, las cuales buscarán ser introducidas o puestas en circulación 

dentro del mercado para darles una apariencia de licitud. En caso de éxito en estas 

maniobras, es la manera en la cual se podría disfrutar de ese llamado “dinero negro” sin 

despertar mayores sospechas. 

BORINSKY define el lavado de activos como “un conjunto de operaciones de distinta 

naturaleza tendiente a legalizar recursos y bienes provenientes de actividades ilícitas, y 

transformarlos, dándoles apariencia de tener un origen lícito”, por lo cual, podemos decir 

que” se trata de una actividad delictiva que tiene por finalidad procurar que quienes hayan 

obtenido una ganancia ilícita a través de la comisión de cualquier otro delito (narcotráfico, 

trata de personas, contrabando, corrupción, fraude fiscal, etc.) puedan utilizar dicha renta 

sin correr el riesgo de auto incriminarse. Mediante el lavado de activos se busca, por un lado, 

eliminar el rastro que une a los fondos con el delito que los originó y, por el otro, asignarles 

un (falso) origen lícito, que aviente cualquier sospecha”.4 

El proceso para llevar a cabo exitosamente el lavado de activos consiste en incorporar 

al mercado estas ganancias obtenidas de forma ilícita a través de una maraña de 

transacciones entre legales e ilegales que buscan darle al negocio simulado una apariencia 

segura y legal. Cuanto más eslabones incluya esta cadena de actos simulados y más 

                                                 
2  Recomendación 1 de las 40 recomendaciones del GAFI, 2012. 

3  CÓRDOBA, Fernando (2017) Delito de lavado de dinero. Buenos Aires, Editorial Hammurabi, pág. 

87. 

4  BORINSKY, Mariano H. y PASCUAL, Juan I. El delito de lavado de activos. Córdoba, Ed. Rubinzal-

Culzoni Editores online. 
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diversificada estén las operaciones en cuanto a sujetos o negocios, más cerca se estará de 

conseguir el éxito. 

Este proceso consta de tres pasos, los cuales son: introducción, transformación, e 

integración. En la introducción, el sujeto busca introducir todas sus ganancias ilícitas en el 

mercado financiero legal. Para ello suele utilizar varios sujetos para diversificar más sus 

operaciones y que al ser más pequeñas puedan ser más difíciles de detectar. El siguiente paso 

es la transformación de ese dinero introducido al sistema en el paso anterior. Se busca de 

alguna manera que ya al estar incorporado al mercado legal, este dinero tenga de alguna 

manera vida propia. por lo que se utilizará para realizar una gran cantidad de negocios 

legales, buscando de todas las formas posibles alejarse de ese origen espurio. Cuanto más 

larga sea la cadena de negocios legales realizados con el dinero introducido en el paso uno 

más difícil será detectar el delito de lavado de activos. Finalmente, el proceso de integración 

es la consolidación de todo lo realizado anteriormente y el establecimiento definitivo de esas 

ganancias ilegales dentro del mercado financiero legal. Ya teniendo una apariencia legítima 

se utilizan métodos como la compra de bienes inmuebles, constitución de empresas en 

paraísos fiscales, el otorgamiento de empréstitos, con la finalidad de qué ese dinero en 

apariencia legal y lavado vuelva a ser disfrutado por quién cometió el delito precedente. 

El delito de lavado de activos es “un delito complejo, integrado por varias fases o 

etapas, que se estructura sobre un tramado por lo general enmarañado de procesos, 

negociaciones o actos jurídicos, tendientes a que los fondos o bienes obtenidos de cualquier 

hecho ilícito aparezcan como legítimos, o sea, como conseguidos legalmente o a través de 

actividades lícitas”.5 

El sujeto activo puede ser cualquier persona dado que para este delito no es necesario 

una condición especial en el autor. En cuanto al sujeto pasivo puede ser el mismo estado o 

también la sociedad en su conjunto que ve alteradas las condiciones del mercado para 

realizar intercambios justos y legítimos. También sabemos que el delito de lavado de activos 

es doloso y de resultado de peligro concreto.6 

El hecho de que el sujeto pasivo pueda ser el mismo Estado o la sociedad va en 

concordancia con lo que es el bien jurídico tutelado por el artículo 303 del Código Penal de 

la Nación. El bien jurídico tutelado por la norma bajo análisis es el orden económico y 

                                                 
5  TAZZA, Alejandro (2018) Código Penal de la Nación. Comentado y anotado. Parte especial, tomo III. 

Córdoba, Ed. Rubinzal-Culzoni Editores, pág. 566. 

6  CATINOT, Silvia Guadalupe “La evasión tributaria y previsional como delito precedente del lavado 

de activos”, en www.estudiocatinot.com.ar. 

http://www.estudiocatinot.com.ar/
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financiero del Estado, la administración de justicia y la seguridad interior razón por la cual 

se trata de un delito pluriofensivo. Esto tiene serias implicancias en el funcionamiento del 

mercado económico ya que al verse alterado provoca un desequilibrio en las relaciones 

socioeconómicas. Es innegable que determinado negocio privado que reciba flujo constante 

de dinero proveniente de ganancias ilícitas tendrá ventajas considerables respecto a negocios 

similares que no cuenten con dicha corriente de ingresos. 

Como hemos mencionado anteriormente, el delito precedente puede ser cualquiera 

siempre y cuando a través de él se obtengan ganancias ilegales. Lamentablemente para 

configurarse el delito del artículo 303 del Código Penal de la Nación no es necesario que el 

delito precedente cuente con condena firme. Por lo que podemos estar en un sinsentido tal 

cómo tener condena por el delito de lavado de activos y no por el delito de evasión tributaria. 

Esta situación fue propicia debido a que históricamente el delito de lavado era difícil de 

probar. Al respecto, la jurisprudencia ha dicho que “no es necesario que el delito antecedente 

resulte acreditado por una sentencia judicial firme tanto en su configuración típicamente 

antijurídica como en la autoría responsable del acusado. Basta que se haya demostrado en la 

causa donde se ventila el lavado de activos que el primer hecho era típico y antijurídico” 

(Cámara Nacional de Casación Penal, Sala I, in re “Orentrajch, Pedro y otro s/recurso de 

casación”, del 21.03.2006). 

3. Evasión tributaria  

Con respecto a la evasión tributaria el Régimen Penal Tributario vigente en la ley n° 

27.430, establece que: (i) el obligado, mediante declaraciones engañosas, ocultaciones 

maliciosas o cualquier otro ardid o engaño, sea por acción o por omisión, evadiere el pago 

de tributos al fisco nacional, al fisco provincial o a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 

siempre que el monto evadido excediere la suma de $ 1.500.000 por cada tributo y por cada 

ejercicio anual, aun cuando se tratare de un tributo instantáneo o de período fiscal inferior a 

un año (evasión tributaria simple, art. 1, Título IX); y (ii) se verificare el presupuesto fáctico 

mencionado en (i) y (ii.a) el monto evadido superare la suma de $ 15.000.000, o (ii.b) 

hubieren intervenido persona/s interpuestas o se hubieren utilizado estructuras, negocios, 

patrimonios de afectación, instrumentos fiduciarios y/o jurisdicciones no cooperantes, para 

ocultar la identidad o dificultar la identificación del verdadero sujeto obligado (testaferros) y 

el monto evadido superare la suma de $ 2.000.000; o (ii.c) el obligado utilizare 

fraudulentamente exenciones, desgravaciones, diferimientos, liberaciones, reducciones o 

cualquier otro tipo de beneficios fiscales, y el monto evadido por tal concepto superare la 

suma de $ 2.000.000; o (ii.d) hubiere mediado la utilización total o parcial de facturas o 

cualquier otro documento equivalente, ideológica o materialmente falsos (operaciones 
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simuladas con facturas apócrifas), siempre que el perjuicio generado por tal concepto 

superare la suma de un millón quinientos mil de pesos ($ 1.500.000) (evasión tributaria 

agravada, art. 2, Título IX). 

La evasión fiscal se produce cuando el contribuyente obligado por ley a introducir el 

pago determinado impuesto se vale de un ardid o un engaño para no realizarlo. Cabe 

destacar que dicho ardid tiene que provocar que el fisco incurra en un error y además 

producto de este tienen que verse disminuidas las arcas estatales. Es necesario aclarar que el 

contribuyente realiza una actividad lícita por la cual cumple el hecho imponible, motivo que 

detona la obligación de depositar el pago del impuesto. 

Robertino LOPETEGUI expresa que 

[l]a evasión fiscal tiene las características de delito pluriofensivo: por un 

lado, se protege sin lugar a dudas la "recaudación", es decir, el haber de la 

contabilidad de la hacienda pública, la columna de los ingresos, que se ve 

mermada mediante la erosión de la base imponible y consecuentemente la 

falta de ingreso de un tributo exigible en un momento determinado. 

Siendo que el sistema tributario argentino reposa sobre el principio de 

autodeterminación de impuestos, el Estado tiene un particular interés en 

que los contribuyentes declaren su materia imponible en forma correcta, 

pues de lo contrario, le sería prácticamente imposible conocer los hechos 

imponibles de la totalidad de la base de los contribuyentes.” y agrega “la 

evasión fiscal entiendo que debe ser caracterizada como un delito doloso 

y de resultado lesivo que consiste en el empleo de un ardid para alterar 

algún aspecto de la obligación tributaria que se traduce en la falta de 

ingreso exacto de la cuota tributaria, provocando así un daño a la 

actividad recaudatoria y financiera del Estado en un momento específico.7 

4. Tras analizar brevemente los delitos de lavado de activos y evasión, ¿qué me lleva 

a concluir que el delito de evasión es idóneo como precedente del delito de lavado de 

activos? 

Primeramente, tengo la obligación de aclarar que si estamos analizando el delito de 

evasión como precedente, estamos hablando de que el origen de los fondos es una actividad 

lícita. Ya que si estuviésemos diciendo que el origen de los fondos es ilícito de ninguna 

manera estaríamos hablando de evasión, debido a que no se hubiese cumplido el hecho 

imponible contenido en la norma que da inicio a la obligación de tributar. Las actividades 

ilegales no dan pie al pago de impuestos. 

                                                 
7  LOPETEGUI, Robertino (2021) Tratado de Derecho Tributario, procedimientos y administración tributaria, 

tomo III; dirigido por Jorge S. Matinata. Buenos Aires, La Ley. 



Revista Jurídica de Derecho Tributario (ISSN: 2718-8353), año II (2022), número 3. 

BARZANTE, Pablo (2022) “La idoneidad de la evasión en el delito de lavado…”, pp. 39-50. 

45 

Antiguamente, el delito de lavado de activos fue pensado como una manera de 

contener las actividades ilegales del crimen organizado y sus muchas ganancias espurias con 

el objetivo de evitar su blanqueo. Auú siendo la persecución de estas asociaciones ilícitas el 

objetivo primordial de la ley antilavado, se tiene que considerar que estas organizaciones 

delictivas cometen numerosos delitos fiscales para financiar sus “negocios” y fueron muchas 

de estas mafias que han caído a lo largo de la historia por cometer hechos ilícitos tributarios. 

Uno de los principales interrogantes a esta cuestión viene dada a partir de si el origen 

legal de los fondos, por provenir de una actividad legítima, pueden “lavarse” debido a que 

nacieron limpios.  

La cuota tributaria que evade un sujeto producto de ganancias legales, pero no los 

deposita al fisco en forma dolosa, constituye un delito fiscal, a partir de ello, el monto 

evadido no es el producto de una actividad legal pues la evasión fiscal es un delito. Si luego 

esa cuota evadida se la somete a proceso de lavado arriba descrito, podemos establecer que 

se perfeccionó el delito de lavado de dinero producto de la evasión fiscal. El tipo penal del 

lavado de dinero exige que los bienes lavados se originen en la comisión de un delito. El 

delito será el de evasión impositiva que es un delito precedente y no tiene por qué distinguirse 

de cualquier otro delito común, sólo siendo necesario que genere ganancias ilícitas. La 

diferenciación que se ha hecho entre “dinero negro” y “dinero sucio” es una forma de 

diferenciar entre el dinero que se “ahorró” como efecto de un ilícito tributario y aquel 

proveniente de cualquier actividad ilegal. 

Esta cuestión nos permite abordar el debate sobre el llamado “dinero negro” y “dinero 

sucio”8. El “dinero sucio” es el proveniente de actividades ilícitas, es ganancia ilegal, que por 

tener un origen espurio no tributa. En cambio, el “dinero negro” es el producto de ganancias 

licitas por actividades legales, que no fue tributado al fisco en el tiempo y forma que la ley 

establece. Ese producido es el dinero que se busca lavar cuando se considera a la evasión 

tributaria como delito precedente. El “dinero negro” no ingresado al fisco es tan sucio como 

el que provienen de cualquier actividad ilícita. Es prácticamente una consecuencia que quien 

evade impuestos busque lavar esas ganancias ilícitas con la finalidad de gozar de las 

comodidades económicas de ese ahorro fraudulento. 

Esta última frase me permite abrir la ventana e introducir la cuestión del “autolavado” 

en el supuesto de evasión. Se estila que las investigaciones por lavado de dinero se inicien a 

                                                 
8  FERNÁNDEZ, Tadeo Leandro (2013) “Dinero blanco, negro, gris, limpio y sucio. Irrelevancia de su 

distinción en el sistema argentino”, en Revista de derecho penal y criminología, número 1, pp. 225-230. 
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partir de manifestaciones sospechosas de riqueza efectuadas por una persona. Sin dudas este 

disparador tiene mucho en común con los inicios de la investigación respecto al delito de 

evasión. Primeramente, sería una gran torpeza que quien evade busque lavar su propio 

ahorro ilegal. Sin dudas estaría corriendo un doble riesgo, ya que cualquier exteriorización 

sospechosa de operación suntuosa va a despertar las alarmas de los investigadores que 

buscarán si dicho incremento patrimonial está justificado y puedan encontrarse con la 

comisión de no uno, sino dos delitos diferentes. 

Como hemos mencionado, si bien el “autolavado” a partir de la reforma está 

contemplado y penado, hay quienes cuestionan su efectiva aplicación debido a que el delito 

precedente constituye un delito posterior copenado, cuya separación del delito anterior 

violaría el principio non bis in ídem.9 Otra de las cuestiones que atenúan la posibilidad de 

punibilidad del delito posterior en este caso, es que ambos hechos ilícitos pertenecen a la 

misma genética (colectiva y económica) de bienes jurídicos tutelados.10 La evasión castiga a 

la hacienda pública en sentido dinámico, mientras que el lavado de activos a la 

administración de justicia (por el ocultamiento), el orden socioeconómico (por las 

desigualdades que propicia) y la seguridad interior (sobre todo cuando las ganancias ilícitas 

vienen del narcotráfico, venta de armas, etc.). 

A colación de esto, países como Alemania, China, Italia y Austria condenan el lavado 

de activos pero no así el autolavado. Un ejemplo de esto es el artículo 261 del Código Penal 

alemán, que establece que quien cometió o participó del delito previo no puede ser sometido 

a proceso ni condenado a la vez por el delito de blanqueo de activos. 

Ahora bien, que esta cuestión no nos confunda. El delito de evasión y lavado de activos 

son independientes y autónomos, con conductas tipificantes absolutamente diferentes. 

Claramente, el bien jurídico protegido principal de la evasión (la hacienda pública en sentido 

dinámico) no es compartido por el delito de lavado de activos. A raíz de esta reflexión es que 

muchos doctrinarios se inclinan a creer que el principio non bis in idem no se vería afectado. 

El debate está abierto. 

Volviendo al debate en torno al origen lícito de los fondos, coincido con lo expresado 

por BORINSKY11 ya que expresa que “la defraudación tributaria, como cualquier otro delito 

que dé lugar a ganancias ilícitas, puede valer como hecho previo del delito de lavado de 

                                                 
9  CÓRDOBA, Fernando (2017) Delito de lavado de dinero. Buenos Aires, Editorial Hammurabi. 

10  VERDE, Alejandra (2016) “¿Es el autolavado de dinero un delito posterior copenado?”, en Revista 

En Letra: Derecho Penal, del 31.05.2016. 

11  BORINSKY, Mariano H., Fraude fiscal. Buenos Aires, Editorial Didot, pág. 425. 
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dinero de activos”, ya que “si bien el dinero pudo haber tenido un origen lícito por ser 

producto de una actividad legal, cuando el sujeto activo decidió erosionar indebidamente su 

tributación, valiéndose para ello de cualquier ardid o engaño y defraudó al Fisco 

manteniendo el activo logrado dentro de su capital; ese dinero que se mantuvo intacto en su 

patrimonio fue resultado de la comisión de un delito”.  

Queda claro que cuando los obligados al pago del tributo, ya sean contribuyentes o 

responsables, tomaron la decisión de defraudar al Estado violando la ley, utilizando ardid o 

engaño, ensuciaron esas ganancias que habían conseguido a través de una actividad lícita. 

Es de notar en este punto que solo la violación de la ley hace posible que ese dinero 

permanezca en el patrimonio del evasor, siendo indistinto el origen legal de esos fondos. Por 

lo tanto, es innegable que semejante cuestión no favorezca a la idoneidad para constituir a 

la evasión como delito precedente al lavado de activos.  

Ahora bien, no hay que confundir la parte evadida lavada, con el resto de las ganancias 

o fondos legales, que dieron paso a la obligación de tributar. Insisto en que al margen de que 

la actividad sea legal y otorgue ganancias licitas, el hecho de defraudar al fisco es un hecho 

ilícito que le otorga al dinero defraudado la categoría de espurio e ilegal, pasible de ser lavado 

a los fines de ser reutilizados en la economía formal.  

Por lo tanto, la persona que evadió impuestos muy probablemente pueda ser acusada 

y condenada por el delito de lavado de dinero en la medida en que exponga en bienes el fruto 

de la evasión. Incluso con las tendencias globales en materia de lavado de dinero, las cuales 

fueron incluidas en la reforma de nuestro Código Penal de la Nación, la Administración 

Federal de Ingresos Públicos (AFIP) podría no obtener sentencia en una causa por evasión 

basada en un incremento patrimonial no justificado, pero sí podría tener frente al mismo 

incremento, una sentencia por lavado de dinero.  

Concuerdo con la Dra. Marta Nercellas, que expresa que: 

[l]os delitos previos, aquellos que generan las ganancias ilícitas que se 

intentan introducir al mercado legal, luego de ejecutar determinadas 

maniobras que son ampliamente descritas por la doctrina, pueden ser 

cualquiera de los descritos en nuestra ley punitiva. Como los quehaceres 

ilícitos antecedentes pueden ejecutarse en jurisdicciones diferentes -al 

igual que las maniobras de lavado- se exige la doble incriminación.12 

                                                 
12  NERCELLAS, Marta (2021) “Lavado de dinero. Delito determinante”, tomo/boletín XXII, mayo 

2021. 
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Con respecto a la opinión de los organismos competentes en la cuestión, el Dr. 

Sequeira Marcos, recopila la posición de la Procuraduría de Criminalidad Económica y 

Lavado de Activos (PROCELAC) y la Unidad de Información Financiera (UIF) y expresa 

que: 

[c]oncretamente, desde este Organismo, dependiente del Ministerio 

Público Fiscal de la Nación, no se advierte ninguna razón por la que los 

delitos contra la hacienda pública deban recibir un tratamiento 

diferenciado de otros delitos en su relación con el lavado, partiendo de que 

los bienes procedentes del delito fiscal pueden considerarse de origen 

delictivo y constituir el objeto material del lavado. 

Y agrega que 

[c]on la sanción de la ley 26683, que crea la figura del lavado dentro del 

artículo 303, nuestro Código sigue refiriéndose a “ilícito penal” como 

delito subyacente. No obstante, las disposiciones sancionadas con motivo 

del rol que ejerce la UIF, han sido progresivamente ampliadas de manera 

sistemática, no dejando dudas en orden a que pareciera actualmente que 

los bienes provenientes de cualquier delito pueden ser objeto material del 

lavado. 13  

Con todo eso, el hecho de que estemos ante una actividad legal que genere 

primordialmente ganancias legales, y que también ese mismo sujeto por violación de la ley 

ensucie parte de esas ganancias legítimas y transforme una porción en un “ahorro” ilícito, 

hace que convivan en un mismo patrimonio ganancias legales e ilegales. Tal vez sea menos 

complejo identificar prácticas de lavado cuando todo el patrimonio que se busca blanquear 

está sucio por provenir las ganancias de actividades ilegales completamente (trata de blancas, 

venta de armas, narcotráfico, etc.); por el contrario identificar prácticas de lavado cuando el 

delito precedente es la evasión claramente es un desafío.  

¿Podemos entonces dejar de investigar o, más aún, que la dificultad que presenta el 

dinero evadido para ser identificado dentro del patrimonio haga que la evasión no sea 

considerado delito precedente del lavado de activos? 

Es claro que por la naturaleza del dinero no se pueda identificar en qué parte del 

patrimonio está lo evadido, este dinero mal habido no posee una etiqueta que favorezca su 

identificación. Por lo tanto, a la hora de buscar incorporarlo al mercado formal a partir del 

proceso de introducción, el sujeto lavador va a tener mayores ventajas. Recordemos que 

                                                 
13  SEQUEIRA, Marcos A. (2018) “Aplicación del Estatuto de Roma a los delitos de evasión tributaria”, 

en Práctica Interagl Córdoba, boletín XII, abril 2018, pág. 373. Córdoba, Errepar. 
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tanto la investigación por evasión y lavado de activos tiene su detonante en un incremento 

patrimonial suntuoso y/o veloz, con dificultosa justificación por cuenta de quien lo 

demuestra. Como hemos visto, para la jurisprudencia actual que no se pueda justificar el 

origen lícito de bienes adquiridos, puede constituir presunción convincente del origen ilícito 

de dichos bienes. Incluso se puede investigar sus declaraciones juradas impositivas con la 

finalidad de detectar irregularidades que sirvan para probar ganancias ilegales por 

defraudación.  

Por lo tanto, si el sujeto es condenado por evasión fiscal, todo incremento patrimonial 

producido desde el momento de consumación del delito y por los montos establecidos en la 

causa (incluso como hemos visto sin necesidad de sentencia), puede ser considerado como 

un bien o activo producto del lavado. Si esos bienes superan el umbral de punibilidad 

establecido en el artículo 303 del Código Penal de la Nación y ya habiendo delito precedente 

comprobado, se puede estar frente a una condena por lavado de activos. 

Con respecto a la consumación del delito de evasión, la ley penal tributaria tiene un 

enorme vacío. Sin embargo, el Dr. Robertino LOPETEGUI14 echa luz en esa cuestión y 

expresa al respecto: 

1) Impuestos anuales: a) Primera exteriorización del ardid. b) 

Vencimiento del plazo para presentar/pagar la DJ. c) Determinación de 

la deuda por el organismo fiscal. 2) Impuestos mensuales: a) Primera 

exteriorización del ardid. b) Último de los períodos en el cual se presentó 

la DJ ardidosa. c) Vencimiento del plazo para presentar/pagar la última 

declaración jurada mensual del período anual. d) Determinación de la 

deuda por el organismo fiscal. 3) Impuestos instantáneos: a) Momento de 

perfeccionamiento del hecho imponible o plazo para ingresar el impuesto, 

aun antes del cierre del ejercicio anual. b) Finalización del ejercicio anual. 

c) Fecha de vencimiento para ingresar el tributo desde la finalización del 

ejercicio anual. d) Determinación de la deuda por el organismo fiscal. 

Por lo tanto, teniendo fecha fehaciente del momento en que se ensució el dinero 

obtenido por una actividad legal, y teniendo el monto evadido, se torna menos complejo 

identificar las operaciones realizadas con ese dinero con la finalidad de blanquearlo. 

5. Conclusión 

Fue, es y seguirá siendo la figura de lavado de activos, un delito muy difícil de probar. 

El avance de la tecnología, el advenimiento de las criptomonedas, y un mercado global cada 

                                                 
14  En www.estudiolopetegui.com.ar, consultado el 22 de septiembre de 2022. 

http://www.estudiolopetegui.com.ar/wp-content/uploads/2017/05/El-Momento-Consumativo-En-El-Delito-De-Evasion-Fiscal-Robertino-Lopetegui.pdf
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vez más grande, dificulta identificar en las grandes cadenas de actos hiperdiversificados que 

se realizan el dinero proveniente de delitos en busca de obtener apariencia de legalidad con 

la finalidad de ingresar al mercado formal.  

El hecho de que la legislación argentina no delimite cuáles son los delitos idóneos para 

convertirse en precedente lo torna más complicado. La evasión sin dudas tiene idoneidad 

para ser delito previo. La complejidad del origen legal de los fondos, la ilicitud de dichas 

ganancias a partir de la consumación de la defraudación fiscal y la dificultad para separar la 

paja del trigo dentro del patrimonio del evasor, son circunstancias que no restan idoneidad 

al delito de evasión. Ante la complejidad, la solución no es correr al delito que presenta más 

dificultades, sino mejorar los instrumentos legales para hacerlos más efectivos y dotar a los 

cuerpos de investigadores de más y mejores herramientas tecnológicas para no quedar 

obsoletos frente a los avances tecnológicos mundiales. 
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Resumen 

En este trabajo se analizará el reciente proyecto de reforma del artículo 10 de la ley 11.683, 

presentado por el Diputado de la Nación Mario Raúl Negri. Dicho proyecto tiene como fin 

incorporar distintos derechos y garantías para los contribuyentes, responsables y terceros. 

Por tal motivo, a partir del mismo se analizarán las ventajas y desventajas de su introducción 

en la ley de rito, y la necesidad no sólo de retomar el Estatuto del Contribuyente sobre el que 

tanto trabajo el Dr. José Osvaldo Casas sino la de crear un nuevo Código Unificado de 

Derecho Tributario Universal. En tal sentido, resulta fundamental retomar el trabajo 

realizado por el Instituto Latinoamericano de Derecho Tributario (ILADT) en 1956 en 

Montevideo, donde por iniciativa del profesor uruguayo Dr. Ramón Valdés Costa se 
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género, modifique el secreto fiscal, incorpore las nuevas tecnologías LGTD, teniendo en cuenta la 
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realizaron las Primeras Jornadas Latinoamericanas de Derecho Tributario, organizadas por 

el Instituto Uruguayo de Derecho Tributario, al cual concurrieron prestigiosos profesores de 

Argentina, Brasil, México y Guatemala, y que sembró la necesidad de garantizar los 

derechos de los contribuyentes. 
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Derechos y Garantías del Contribuyente – Nuevos derechos – Lenguaje claro- Genero y 

Tributación- Normas de cumplimiento – Secreto Fiscal – LGTD – Código Unificado de 

Derecho Tributario – Estatuto del contribuyente 

Taxpayers, Responsibles and Third Parties’ Rights and Guarantees 

in Light of Proposed Bill to Amend Section 10 of Argentine Law No. 

11.683 

Abstract 

This paper will analyze the recent reform bill to art. 10 of Law 11,683, presented by the 

Deputy of the Argentine Nation, Mario Raúl Negri. The purpose of this project is to 

incorporate different rights and guarantees for taxpayers, responsible parties and third 

parties. The advantages and disadvantages of its introduction in the ritual law, and the need 

not only to return to the Taxpayer Statute on which Dr. José Osvaldo Casas worked so hard, 

but also to create a new Unified Code of Tax Law applicable to our continent. In this sense, 

it is essential to resume the work carried out by the Latin American Institute of Tax Law 

(ILADT) in 1956 in Montevideo, where the First Latin American Conference on Tax Law 

was held, organized by the Uruguayan Institute of Tax Law, which was attended by 

prestigious professors from Argentina, Brazil, Mexico and Guatemala, and which affirmed 

the need to guarantee the rights of taxpayers. 

Keywords 

Taxpayer Rights and Guarantees – New rights – Clear language- Gender and Taxation- 

Compliance rules – Fiscal Secrecy – LGTD – Unified Code of Tax Law – Taxpayer Statute 

1. El proyecto de reforma de la ley n° 11.683 presentado por el Diputado Mario Raúl 

Negri. 

Hace unas semanas comenzó a circular entra los distintos colegas de la especialidad 

un proyecto de reforma del artículo 10 de la ley n° 11.683, que figura presentado por el 

Diputado Mario Raúl Negri. Este proyecto tiene como objetivo incorporar a nuestra ley de 

procedimiento tributario nacional, derechos y garantías, no solo para los contribuyentes sino 

para los responsables y terceros; es decir los administrados. Este proyecto que con mucho 

placer reanima la esperanza de lograr que la administración tributaria actúe en forma 



Revista Jurídica de Derecho Tributario (ISSN: 2718-8353), año II (2022), número 3. 

MONTI, Susana Analía (2022) “Los derechos y garantías de los contribuyentes…”, pp. 51-81. 

53 

diligente conforme sistema de “buena gobernanza o el principio” de “due diligencia” (3) que 

implica que el derecho a una buena administración no es algo ligado a una moral o ética 

etérea que esté más allá del derecho sino que forma parte de éste, que quiere una gestión de 

calidad y abre la posibilidad de reacción jurídica contra la mala administración (culposa o 

dolosa, es decir, la corrupción). Es decir, abre nuevamente la discusión si es necesario 

introducir normas que ya se encuentran en nuestro ordenamiento jurídico, en la ley de 

procedimientos tributario para lograr garantizar un mínimo umbral de derechos y garantías 

que no solo se encuentran en la ley de procedimiento tributario, administrativo, penal etc, 

sino en la propia constitución y en los tratados internacionales. Como decía el Dr. José 

Osvaldo Casas, cuando hablaba del derecho tributario constitucional, haciendo referencia a 

Mahatma Gandhi, no hay un camino para la paz la paz es el camino, no hay un camino para 

la constitución la constitución es el camino. Tiene el siguiente texto: 

[i]ncorpórese como artículo 10 de la Ley N° 11.683 (t.o. en 1978 y sus 

modificaciones) el siguiente: “Artículo 10.: 

Establécese en carácter de “Derechos y Garantías de los Contribuyentes, 

Responsables y Terceros” los que a continuación se mencionan, sin 

perjuicio de todos aquellos que surjan de otras normas legales y 

adhesiones a Tratados Internacionales de orden supra legal: 

1. Ser informado y asistido por la administración tributaria sobre el 

ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones tributarias. 

2. Ser oído, ofrecer y producir prueba y obtener una resolución fundada 

en hechos y en derecho.  

3. Ser atendido con celeridad y debido respeto y consideración por 

funcionarios y personal al servicio de la administración tributaria. 

4. Recibir información y asesoramiento en forma clara, homogénea, veraz 

y completa sobre los trámites y requisitos que deba realizar para cumplir 

satisfactoriamente con sus obligaciones.  

5. Exigir que los servicios a recibir estén basados en la economía de 

trámites, imparcialidad, simplicidad, igualdad y transparencia. 

6. Identificar y conocer con absoluta claridad y acceder fácilmente a las 

autoridades y el personal que tramita los procedimientos que lo afecten.  

7. Constatar la identidad de los inspectores. Para ello podrá consultar 

ingresando al buscador de credenciales virtuales donde encontrar los datos 

personales y fotografías de los inspectores.  

8. Ante la iniciación de una inspección, conocer el período e impuesto a 

fiscalizar, el número de la orden de intervención, los datos del supervisor 

y del inspector. Toda esta información deberá estar suscripta por el 

funcionario que revista el carácter de juez administrativo.  
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9. Solicitar que se deje constancia en acta de la documentación exhibida o 

entregada al funcionario, y de todas las manifestaciones verbales que 

realizan.  

10. Exigir que los inspectores soliciten por escrito toda la documentación 

o papeles de trabajo que se le requieran.  

11. Rehusarse a presentar los documentos que no resulten exigibles por la 

normativa aplicable y a aportar la documentación ya presentada y que se 

encuentra en poder de esta Administración Federal siempre que el 

obligado tributario indique el día y procedimiento en el que los presentó.  

12. Presentar quejas por la omisión de trámites o retrasos de 

procedimientos.  

13. Reclamar ante cualquier desatención o anomalía en el funcionamiento 

de los servicios.  

14. Responsabilizar, cuando legalmente corresponda, a todo funcionario 

público a cargo, en forma mediata o directa, por acciones que lo afecten.  

15. Actuar ante la AFIP personalmente, por medio de terceros autorizados 

o por medio de apoderados.  

16. Interponer reclamos y recursos contra: i. Resoluciones impositivas y 

aduaneras que impongan sanciones o determinen tributos y accesorios y 

ii. La denegación de la inscripción como auxiliar de comercio y del 

servicio aduanero.  

17. Obtener las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo, y 

las devoluciones de ingresos indebidos que procedan, con más el pago del 

interés por mora, sin necesidad de efectuar requerimiento al efecto.  

18. Ser reembolsado del costo de los avales y otras garantías aportadas 

para suspender la ejecución fiscal de un acto administrativo si dicho acto 

es declarado total o parcialmente improcedente, por sentencia o 

resolución administrativa firme, con más el pago del interés legal, sin 

necesidad de efectuar requerimiento al efecto. 

19. Conocer el estado de las actuaciones y de todos los procedimientos en 

los que sea parte. La oposición de “reservado” sólo será aceptable cuando 

existiera un acto administrativo suscripto por funcionario público.  

20. Solicitar certificación y copia del expediente, así como derecho a 

obtener copia sellada de los documentos presentados ante la 

Administración, siempre que se aporten junto a los originales para su 

cotejo, y derecho a la devolución de los originales de dichos documentos, 

en el caso de que no deban obrar en el expediente por tratarse de 

información en abstracto.  

21. Derecho al Secreto Fiscal en todas las actuaciones, y al carácter 

reservado de los datos, informes o antecedentes obtenidos por la 

Administración tributaria, que solo podrán ser utilizados para la 

aplicación de los tributos o recursos cuya gestión tenga encomendada, y 
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para la imposición de sanciones, sin que puedan ser cedidos o 

comunicados a terceros, salvo en los supuestos previstos específicamente 

en las leyes.  

22. Derecho a que las actuaciones de la Administración Tributaria que 

requieran su intervención se lleven a cabo en la forma que le resulte menos 

gravosa, siempre que ello no perjudique el cumplimiento de sus 

obligaciones tributarias.  

23. Formular alegaciones y aportar documentos que serán tenidos en 

cuenta por los órganos competentes al redactar la correspondiente 

propuesta de resolución determinativa de impuestos o el respectivo 

sumario. 24. Ser informado al inicio de las actuaciones de verificación y 

fiscalización sobre la naturaleza y el alcance de las mismas, así como de 

sus derechos y obligaciones en el curso de tales actuaciones y a que las 

mismas se desarrollen en los plazos previstos en la ley. Perentoriedad de 

los plazos procesales para ambas partes por igual.  

25. Reconocimiento de los beneficios o regímenes fiscales que resulten 

aplicables.  

26. Formular quejas, sugerencias y plantear recusación de los funcionarios 

(cfr. Artículo 6 Ley N° 19.549 de Procedimiento Administrativo) 

 27. Presentar ante la Administración Tributaria la documentación que 

estimen conveniente y que pueda ser relevante para la resolución del 

procedimiento tributario que se esté desarrollando. 

28. Obtener copia, a su costa, del expediente administrativo. Este derecho 

podrá ejercitarse tanto durante un procedimiento de inspección como en 

un procedimiento de ejecución fiscal.  

29. Proponer y ejercitar el instituto de “amicus curiae”. El “amicus curiae” 

es una garantía del debido proceso tributario que debe permitir a personas 

humanas o entidades, ambas con sólida competencia cognoscitiva 

tributaria participar obligatoriamente en los procesos, aportando su 

sapiencia sobre el tema objeto del caso, especialmente en aquellos donde 

media audiencia en la que comparecen contribuyente y la Administración 

Tributaria. 

2. Los fundamentos del proyecto3 

Dicho proyecto está fundado en el trabajo presentado por los Dres. Teresa Gómez, 

Carlos Folco y Daniel Malvestiti bajo el título “Ley de Procedimiento Tributario: el porqué 

de su necesaria y urgente reforma”, presentado ante la Federación Argentina de Consejos 

Profesionales de Ciencias Económicas (FACPCE) en diciembre de 2020, en el documento 

                                                 
3  MONTI, Susana Analía (2002) “La intromisión del Derecho Público por sobre el Derecho 
Privado”, en Revista de Derecho Privado, número 2, agosto 2021, Colegio Público de Abogados de 

Morón. 
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emitido por ese organismo denominado “Lineamientos generales y bases para una futura 

reforma del sistema tributario argentino” y también en la ponencia de la Dra. Teresa Gómez 

ante el Colegio de Graduados en Ciencias Económicas en el año 1999, bajo el título 

“Estatuto del contribuyente – Nociones sobre los derechos del administrado y la 

responsabilidad de la administración tributaria”. 

Más aún, el legislador se remite a los trabajos presentados por los autores respecto de 

la reforma incorporada por Estados Unidos en 2019 que promulgo la Ley del Contribuyente 

Primero de 2019. En tal sentido expresa: 

[h]ablar del reconocimiento de los Derechos del Contribuyente nos brinda 

varios ejemplos. Si hay un país rígido con la cobranza de impuestos, 

Estados Unidos de Norte América es uno de ellos. Sin embargo, el 1ro de 

julio de 2019 se promulgó la Ley del Contribuyente Primero de 2019, cuyo 

objetivo es rediseñar ampliamente el Servicio de Impuestos Internos. En 

general, el objetivo de la legislación es expandir y reforzar los derechos de 

los contribuyentes y reformar el “Internal Revenue Service” (IRS) para 

convertirlo en una agencia más amigable para los contribuyentes, 

exigiéndole que desarrolle una estrategia integral de servicio al cliente, 

modernice su tecnología y mejore su seguridad cibernética. 

También se remite a la Ley General Española, que desde antaño los tributaristas 

venimos bregando. En tal sentido expresa:  

[e]n materia de adelantados en esa temática tenemos que mencionar al 

Reino de España. La legislación española ha mostrado, a partir del año 

1998, un progreso sensato al reconocer, en la anterior Ley 1/98 (hoy 

incorporada a la Ley General Tributaria), la mejora de las relaciones entre 

los contribuyentes y la Administración Tributaria reconociendo los 

derechos y garantías que los administrados gozan. Tal como se plasma en 

la Exposición de Motivos de la promulgación de la reforma introducida 

en diciembre de 2003 por la ley 58 a la ley General Tributaria española la 

Ley 1/1998, de 26 de febrero, de Derechos y Garantías de los 

Contribuyentes, tuvo por objeto reforzar los derechos sustantivos de los 

contribuyentes y mejorar sus garantías en el seno de los distintos 

procedimientos tributarios, reforzando las correlativas obligaciones de la 

Administración tributaria´. 

3. Aspectos positivos del proyecto 

Claro está que quién eleva un proyecto de ley ve el aspecto positivo de su propuesta y, 

en tal sentido, se remite también a lo expresado por dichos autores en el sentido que: 
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con ello se pretende igualar los derechos del organismo recaudador con 

los derechos de los contribuyentes para ponerlos en un plano de igualdad 

ante la ley, redundando con una disminución de las contiendas fiscales y 

en una relación jurídica más igualitaria y que asegure el equilibrio en la 

conexión entre el sujeto activo y el sujeto pasivo de la relación jurídica 

tributaria en el que no existen supremacías, sumisiones ni prebendas de 

uno sobre otro. 

Por otro lado, no dejamos de advertir que en su parte inicial el referido proyecto 

sostiene que estos derechos y garantías se establecen “sin perjuicio de todos aquellos que 

surjan de otras normas legales y adhesiones a Tratados Internacionales de orden supra legal”. 

Por lo tanto, continúa el fundamento de la reforma propuesta en los cánones del nuevo 

constitucionalismo al decir: 

recordemos que la reforma de Santa Fe-Paraná (1994) introdujo 

sustanciales reformas en nuestro sistema jurídico. Por ejemplo, consagró 

la incorporación de los instrumentos internacionales de Derechos 

Humanos con rango supra legal, conformando lo que se ha dado en llamar 

“bloque de constitucionalidad federal” (Art. 75 inciso 22) y amplió la parte 

dogmática de nuestra Carta Magna consagrando los “nuevos derechos y 

garantías” entre los que sobresale - en lo que aquí interesa- la denominada 

“cláusula de las garantías” (Art. 43) como eficaz protección de los 

derechos a través de los institutos de amparo, hábeas data y hábeas 

corpus.” 

Y, en tal sentido expresa que esta reforma de la ley tiene como meta: 

ser un núcleo de normas idóneas para garantizar y fortalecer la protección 

procesal tributaria de los derechos y garantías fundamentales del 

ciudadano contribuyente en todas las fases o etapas de la aplicación, 

percepción y fiscalización de los tributos, la aplicación de sanciones y las 

pertinentes vías recursivas administrativas y/o judiciales. 

Ahora bien, el referido legislador sustenta también su proyecto en una supuesta 

práctica arbitraria y abusiva de la administración sin control judicial al decir: 

la necesidad de recaudación lleva a degradar principios y garantías, 

conduce a las administraciones a intentar instaurar procedimientos 

ejecutivos en sede administrativa sin previa revisión judicial, encamina a 

ejecutar abusos en el ejercicio del poder de control de los organismos 

recaudadores que dan como resultado fiscalizaciones que, lejos de 

considerarse severas, se tornan arbitrarias. 

La recaudación por medio del “terror”. Dice también que: 
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[s]abido es que una cosa es la discrecionalidad técnica y otra muy distinta 

es la arbitrariedad. La práctica sancionatoria no puede ser nunca un 

objetivo de la Administración Tributaria, no puede recaudarse por medio 

del terror. Las penas son, solamente, la respuesta a situaciones aisladas y 

patológicas que deben ser superadas con la implementación de una 

eficiente política recaudatoria. 

Por último, vuelve a remitirse a la ponencia de la Dra. Gómez, que dice propone se 

dicte una norma (Estatuto del Contribuyente) que contenga tanto los derechos y garantías 

de los ciudadanos contribuyentes, como los derechos y deberes del Estado en el ejercicio de 

su función recaudadora, y resalta la necesidad de que en los procedimientos de fiscalización 

se verifique el debido proceso adjetivo y que pueda ser esgrimido tanto por el contribuyente 

en su propia defensa como por la Administración Tributaria en su justo reclamo. Y concluye: 

“mientras tanto se avance hacia una reforma que contemple la 

formulación de ese Estatuto, es necesario incorporar los derechos y 

garantías a la ley basal de la relación jurídica tributaria, la N° 11.6863 y 

modificatorias, en la convicción que la lucha por la justicia tributaria debe 

estar siempre avalada por la ley. No se trata de menguar las facultades de 

la Administración Tributaria, sino establecer las normas necesarias que 

garantice n una relación jurídica tributaria igualitaria, donde ambos 

sujetos (activo y pasivo) estén sometidos a la Ley, encumbrando el Debido 

Proceso Adjetivo y el respeto a los derechos del ciudadano en su rol de 

contribuyente. Por las razones expuestas sucintamente, solicito de 

nuestros pares el acompañamiento para aprobar el presente proyecto de 

Ley. 

4. Aspectos negativos del proyecto 

A poco que uno va leyendo el referido proyecto y los fundamentos, vienen a mi cabeza 

dos cuestiones. Una el principio de razonabilidad, contenido en el artículo 28 de la 

Constitución Nacional, que dice: “[l]os principios, garantías y derechos reconocidos en los 

anteriores artículos, no podrán ser alterados por las leyes que reglamenten su ejercicio”; y he 

aquí la primera pregunta: ¿si incorporamos “algunos” derechos en nuestra ley de 

procedimiento tributario, podrán ser entendidos como negación a otros derechos? Parecería 

ser que no porque, además, el mismo proyecto dice expresamente que “sin perjuicio de todos 

aquellos que surjan de otras normas legales y adhesiones a Tratados Internacionales de orden 

supra legal”. 

Segundo tema: si analizamos las normas que se quieren introducir están en otros 

ordenamientos, Ley de Procedimientos Administrativos, Constitución Nacional, Código 



Revista Jurídica de Derecho Tributario (ISSN: 2718-8353), año II (2022), número 3. 

MONTI, Susana Analía (2022) “Los derechos y garantías de los contribuyentes…”, pp. 51-81. 

59 

Procesal Civil y Comercial de la Nación, etc. ¿Se podrá decir que si está en la Ley de 

Procedimiento Tributario ahora sí se va a respetar? Esto nos genera serias dudas que así sea. 

Sin embargo, lo peor es la premisa en la que se funda el proyecto al decir que la 

Administración actúa generando terror en los contribuyentes con la amenaza de sanciones y 

que esto no tiene revisión judicial suficiente. Como decíamos, nuestro sistema normativo es 

basto, la ley 19.549 establece los principios que rigen el Derecho Administrativo en su 

articulado. Y la propia ley 11.683 remite a este procedimiento al decir en su artículo 116: 

“[e] n todo lo no previsto en este Título serán de aplicación supletoria la legislación que 

regula los Procedimientos Administrativos y el Código Procesal Civil y Comercial de la 

Nación y, en su caso, el Código Procesal Penal de la Nación”, y hasta jurisprudencialemente 

se ha aceptado su aplicación supletoria en el caso del Titulo II. 

Ahora bien, por citar algunas normas aplicables de la Ley de Procedimientos 

Administrativos (en adelante, “LPA”), podemos ver que establece: impulsión e instrucción 

de oficio, sin perjuicio de la participación de los interesados en las actuaciones (art. 1, inc. 

a); celeridad, economía, sencillez y eficacia en los trámites (art. 1, inc. b); excusación de la 

inobservancia por los interesados de exigencias formales no esenciales y que puedan ser 

cumplidas posteriormente (art. 1, inc. c); días y horas hábiles, ampliación fundada de los 

plazos, la denuncia de ilegitimidad (art. 1, inc. d); la interposición de recursos 

administrativos que interrumpirá el curso de los plazos aunque aquéllos hubieren sido mal 

calificados, adolezcan de defectos formales insustanciales o fueren deducidos ante órgano 

incompetente por error excusable (art. 1, inc. e, ap. 7); pérdida de derecho dejado de usar en 

plazo (art. 1, inc. e); el debido proceso adjetivo —que incluye el derecho a ser oído, exponer 

las razones de sus pretensiones y defensas antes de la emisión de actos que se refieren a sus 

derechos subjetivos o intereses legítimos, interponer recursos y hacerse patrocinar y 

representar profesionalmente— (art. 1, inc. f). Y, cuando una norma expresa permita que la 

representación en sede administrativa se ejerza por quienes no sean profesionales del 

Derecho, el patrocinio letrado será obligatorio en los casos en que se planteen o debatan 

cuestiones jurídicas, prestemos atención a este aspecto (art. 1, inc. f, ap. 1). 

La Administración claro que debe informar al contribuyente, y sobre todas las cosas 

debe informar que la información que se le requiere al contribuyente en las inspecciones o 

requerimientos puede ser utilizada en su contra. Ningún empleado, ni ningún formulario 

indica esto y no olvidemos la teoría del árbol del fruto venenoso. Más si, como dice el 

legislador propulsor del proyecto de reforma, la Administración se presenta de forma 

terrorífica al contribuyente amenazándolo con sanciones. De más está decir que en 
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administración tributaria se enseña que la administración debe ser no solo eficiente sino 

también eficaz. Por lo tanto, si al contribuyente se lo amenaza con la aplicación de sanciones 

pero este sabe que luego van a salir moratorias, blanqueos y otros perdones fiscales, y que 

posiblemente nunca se descubra (o que si se lo descubre no se le van a aplicar) muy 

difícilmente prefiera cumplir con la obligación tributaria. De nada va a servir poner más 

artículos a una ley pues la cuestión es lograr el cumplimiento voluntario de la obligación 

tributaria en tiempo y en forma y, para ello, el administrado tiene que saber que según su 

razonamiento que le es más provechoso cumplir que no incumplir. 

No es nuestra intención desarrollar este tema sino demostrar que, a nuestro entender, 

la introducción de estar normas no pareciese ser suficiente. Muy por el contrario, si el 

proceder de la Administración sigue siendo arbitrario, lo que vamos a lograr es que no se 

respeten los otros derechos no incorporados. Por más que queramos copiar algunas partes 

de leyes estadounidenses o españolas —donde sí funcionan, al parecer— porque lo que 

funciona es el sistema administrativo, judicial y de recaudación. Aunque tenemos nuestras 

reservas, no es del caso desarrollar.  

La Administración conoce perfectamente que su deber es el esclarecimiento de los 

hechos y de la verdad jurídica objetiva; todo con el contralor de los interesados y sus 

profesionales, quienes podrán presentar alegatos y descargos una vez concluido el período 

probatorio porque tienen derecho a una decisión fundada. Y el acto que emita la 

Administración debe contener los requisitos esenciales del acto administrativo, debe estar 

fundado en los hechos y antecedentes de la causa, estar motivado, resuelto por el funcionario 

competente (art. 7, LPA), bajo apercibimiento de nulidad absoluta e insalvable (art. 14, 

LPA). O ser una verdadera vía de hecho de la administración (art. 9, LPA). 

Los recursos administrativos y tributarios no son caprichosos, son para que la 

Administración pueda revisar sus propios actos y no causar perjuicios a los administrados 

que, luego, generaran mayores costos a la Administración y terminan siendo soportados por 

los propios administrados, no solo por los daños sino por el aumento de impuestos para 

pagar esos juicios y llevar un dispendio jurisdiccional innecesario.  

5. Ley, carta, estatuto o código 

Como todos sabemos, una ley es una regla o norma jurídica de carácter obligatorio 

dictada por la autoridad competente de un territorio. Una carta es un medio a través del cual 

una persona o institución se comunica con otra remitiéndole un mensaje. Claro está que este 

significado viene del derecho anglosajón, de la Carta de Derechos, que en cierta forma 
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implicaba una misiva de reconocimiento de derechos. Luego, este nombre se les dio también 

a las Constituciones como Carta Magna. 

En el caso de un estatuto, la Real Academia Española da varias acepciones: Una 

definición general como “norma escrita en que se plasma un régimen jurídico específico”. 

Otra, “un régimen jurídico específico aplicable a determinadas personas o entidades. Como 

ser el estatuto de los jueces y magistrados se caracteriza por su independencia e inamovilidad. 

En consideración del interés público como normas reguladoras del funcionamiento de un 

órgano jurisdiccional internacional”. Una más, “denominación que reciben usualmente los 

documentos constitutivos de los tribunales internacionales, ya se trate de tratados o de 

anexos a resoluciones de organizaciones internacionales”. Asimismo, “denominación 

específica que pueden recibir algunos tratados”. Es decir que, en general, el significado da la 

idea de un cuerpo más armado que contiene todas las normas de funcionamiento de una 

determinada organización. Mientras, un código ya refiere a un conjunto ordenado de leyes. 

Si vamos al presente caso, esta ley contiene la introducción de un artículo dentro de 

una Ley de Procedimiento Tributario que sabemos, más allá de las reformas y las 

modificaciones, data de 1932; y no es solamente de carácter procesal sino que tiene muchas 

cuestiones sustanciales como quiénes son los sujetos, la interpretación del hecho imponible, 

entre muchas otras que hacen a la cuestión sustancial del derecho tributario. 

En nuestro sistema federal acuñado por nuestra constitución tenemos un abanico de 

impuestos y procedimientos a nivel nacional, provincial y municipal, donde si bien la 

mayoría de las leyes de procedimiento fueron copiadas de esta ley madre, pueden contener 

muchas diferenciaciones. La cantidad de impuestos con sus respectivas leyes, tanto 

nacionales como provinciales, más lo procesal. La falta de una ley de coparticipación de 

impuestos reflejan no sólo el “laberinto de la coparticipación” al que se refería el Dr. José 

Casas sino una verdadera caja de pandora a la hora de legislar en materia tributaria, carente 

de toda seguridad jurídica, que dista de ser un sistema jurídico armonioso. 

La propia ley n° 11.683, modificada en 2017 por la ley n° 27.430, aún no contiene un 

texto ordenado. Entonces volvemos sobre este alentador proyecto, que pretende dar luz y al 

que vamos a utilizar para encender la necesidad de crear un Código Tributario Único, que 

contenga un estatuto del contribuyente, para que realmente podamos hablar de un sistema 

jurídico tributario, y de un verdadero “Derecho Tributario Justo”. 
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Por último, resaltar que el proyecto, si bien remite al trabajo realizado por los 

distinguidos autores, éstos se referían a una Carta de Derechos y no a la introducción de un 

artículo dentro de la ley de procedimientos. 

6.  Pasado, presente y futuro  

Sin remontarnos a la Carta de Juan Sin Tierra a los barones ingleses,4 claro está que la 

historia de la humanidad es una lucha entre quienes detentan el poder y el pueblo, donde, 

justamente, éste reclama justicia. Y así aparecen los estados modernos, los contractualistas, 

las constituciones y las normas que regulan la vida en sociedad. Pero, como esto no será 

tema de análisis, ni mucho menos, nos remontaremos simplemente a este grupo de 

intelectuales y comunidad académica que desde antaño está marcando la necesidad de un 

estatuto que regule los derechos básicos de los contribuyentes, pongámosle “responsables” y 

“terceros”, como refiere el proyecto, lo que sería igual a decir “administrados”. 

En el trabajo realizado por el Instituto Latinoamericano de Derecho Tributario 

(ILADT) en 1956, en Montevideo, ellos fijaron los primeros cimientos que luego fueron 

constantemente analizado reformulado y mejorado. En ocasión de las XVI Jornadas 

Latinoamericanas de Derecho Tributario, celebradas en Santiago de Compostela, España, 

en septiembre de 2012, el ILADT designó una Comisión Especial integrada por los 

profesores César García Novoa y Fernando Serrano Antón (de España), José Osvaldo Casás 

(de Argentina), Heleno Taveira Torres (de Brasil) y Humberto Medrano (de Perú) para que 

elaboraran un proyecto de Carta de los Derechos del Contribuyente en consideración del 

valioso trabajo, como dicen ellos mismos, elaborado por nuestro querido Dr. José Osvaldo 

Casás, quien formuló 45 postulados dentro de 6 ejes temáticos. Designado para llevar 

adelante el proyecto, el Dr. García Novoa, en 2018 envió un proyecto a todas las 

instituciones miembros del ILADT con el texto definitivo de la Carta de Derechos del 

Contribuyente elaborada por la Comisión, al que —según se informaba para 2018— ni la 

Asociación Argentina de Estudios Fiscales, ni la Asociación Panameña de Derecho 

Financiero y Tributario, ni el Instituto Uruguayo de Estudios Tributarios pusieron reparos. 

Más aún, en noviembre de 2018, el texto definitivo de la Carta fue entregado a todos los 

concurrentes a las XXX Jornadas Latinoamericanas de Derecho Tributario de Montevideo 

(noviembre de 2018), y aprobado por unanimidad por el Consejo Directivo del LADT (4 de 

                                                 
4  PONCE SOLÉ, Juli (2016) “El derecho a una buena administración y el Derecho Administrativo 

iberoamericano del siglo XXI. Buen gobierno y derecho a una buena administración contra 
arbitrariedad y corrupción”, en Revista Española de Derecho Administrativo, número 173, consultado en 

derecho.uba.ar/docentes/pdf/el-control-de-la-actividad-estatal/cae-ponce-buena.pdf  el 20.10.2022. 

http://www.derecho.uba.ar/docentes/pdf/el-control-de-la-actividad-estatal/cae-ponce-buena.pdf
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noviembre) y por la Comisión. Otra cuestión de no menor importancia son los antecedentes 

en que se funda ese proyecto.5 

7. El proyecto de Carta de Derechos de los Contribuyentes elaborada por Instituto 

Latinoamericano de Derecho Tributario (ILADT) 

Tal como aparece publicado, la Carta de Derechos de los Contribuyentes comienza 

con un postulado que define qué son los derechos, qué son las garantías y qué se define como 

contribuyente. Asimismo, su ámbito de aplicación no solo limitado al orden interno local o 

nacional sino en un marco global y con jerarquía supra nacional. 

I.1. Concepto de derechos: se entiende como los ámbitos de protección con un 

contenido sustancial, que pueden adoptar las fórmulas de derecho fundamental, derecho 

subjetivo público o garantía institucional. Se corresponden con un deber de tolerancia o con 

                                                 
5 La Comisión ha tenido en cuenta para formular la propuesta de Carta de los Derechos del 

Contribuyente los siguientes textos:  Los Textos Constitucionales de los distintos países con 

instituciones miembros del ILADT, así como la interpretación constitucional de los mismos.  El 

Modelo de Código Tributario para América Latina elaborado por Carlos María Giuliani Fonrouge, 

Rubens Gomes de Sousa y Ramón Valdés Costa para el Programa Conjunto de Tributación 

OEA/BID en 1967.  Las resoluciones de las Jornadas Latinoamericanas de Derecho Tributario del 

ILADT celebradas desde 1956 hasta el presente y las resoluciones de las Jornadas Luso-Hispano-

Americanas de Estudios Tributarios celebradas desde 1966 hasta 1984.  Las Cartas de Derechos 

Humanos y Derechos Fundamentales como la Declaración Universal de Derechos Humanos de 

Naciones Unidas, la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José) y el 

Convenio Europeo para la Protección de los Derechos y de las Libertades Fundamentales y su 

protocolo adicional, así como proyectos de gran relevancia en el ámbito de las Cartas de Derechos del 
Contribuyente, como el European Taxpayer’s Code, adoptado por la Comisión Europea el 6 de diciembre 

de 2012.  La jurisprudencia sobre los derechos y libertades contenidas en las citadas Cartas 

procedentes de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y el Tribunal Europeo de Derechos 

Humanos.  Las experiencias de Derecho Supranacional de la Unión Europea y de la Comunidad 

Andina, así como el Derecho Comunitario Centroamericano, los acuerdos del Mercosur y otras áreas 

de cooperación internacional en Latinoamérica. Singularmente, la Carta de Derechos Fundamentales 

de la Unión Europea (2000/C 364/01).  Las normas de derecho doméstico que, bajo diversas 

denominaciones (Carta, Estatuto, Código, Ley de Defensa de los Derechos del Contribuyente, etc.), 

recogen en los distintos países los derechos y garantías del contribuyente, aun cuando tales países no 

sean miembros del ILADT.  El Informe del Consejo de la OCDE de 27 de abril de 1990, Taxpayers, 

Rights and Obligations y el Convenio Conjunto del Consejo de Europa y de 10 la OCDE, además de los 

documentos emitidos por los Foros de la OCDE. También los trabajos de organismos internacionales 
como la International Fiscal Association (IFA), singularmente las conclusiones del seminario The 

Practical Protection of  Taxpayers Fundamental Rights, del Congreso de 2015 celebrado en Basilea (Suiza). 

También la información derivada del Centre for Tax Policy and Administration, especialmente la Nota 

Práctica Taxpayers’ Rights and Obligations del Committee of  Fiscal Affairs Forum on Tax Administration de 

la OCDE.  También el OECD Tax Intermediaries Study Working Paper 6 – The Enhanced Relationship y 

las conclusiones del Forum Tax Administration OCDE, de Estambul 15-16 septiembre 2010.  El General 

Report, The Practical Protection of  Taxpayers Fundamental Rights elaborado por BAKER y PISTONE, 

publicado en IFA Cahiers de Droit Fiscal International, 2015.  Atendiendo a todos estos antecedentes, la 

Comisión, nombrada por la Asamblea General del ILADT en Santiago de Compostela en 2012, y 

ampliada en México en 2015 y en Bolivia en 2016, formula la siguiente propuesta de Carta de 

Derechos del Contribuyente. 
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un deber activo de la Administración o del Estado que ha de ser reclamable a través de 

recursos, acciones o vías de impugnación. Para garantizar la efectividad de la Carta, y dado 

que muchos de los derechos incluidos tienen fundamento en Tratados Internacionales de 

Protección de Derechos Humanos, se incluye la posibilidad de invocar tales Tratados. 

I.2. Concepto de garantías: se entiende como las medidas sustantivas y procesales 

orientadas a hacer efectivos los derechos y garantías de la Carta. Incluye las formas de 

defensa y efectividad de los derechos públicos subjetivos (derechos públicos reaccionales). 

Los derechos y garantías incluidos en la Carta se entienden sin menoscabo de otros u otros 

que puedan reconocerse siempre que aumenten el grado de protección efectiva de los 

contribuyentes. 

I.3. Concepto de contribuyente: no se refiere sólo al obligado tributario principal, por 

haber realizado el hecho imponible, sino a todos los obligados tributarios, a partir del 

momento en que realicen el presupuesto de su obligación. Entre los obligados tributarios se 

incluyen los terceros responsables. En la medida en que resulten aplicables, los derechos y 

garantías propuestos son también referibles a aquellos sujetos cuyos deberes fiscales se 

inserten en obligaciones entre particulares (retenedores o agentes de retención y de 

percepción o sujetos autorizados u obligados a repercutir). 

I.4. Ámbito de los derechos y garantías: tienen un ámbito de incidencia 

fundamentalmente interno dado que las relaciones tributarias se desarrollan entre los 

contribuyentes y las Administraciones tributarias nacionales. No obstante, teniendo en 

cuenta la creciente incidencia internacional de la fiscalidad fruto del acentuado proceso de 

globalización económica, y la existencia de disposiciones de derecho blando (soft law) de 

diversas organizaciones internacionales (singularmente, la OCDE), se ha de tener en cuenta 

la posible dimensión transnacional de los derechos y garantías del contribuyente. Asimismo, 

debe tomarse en consideración la existencia de un cuerpo de Derecho Supranacional, en 

especial en la Unión Europea, la Comunidad Andina de Naciones y el Sistema de la 

Integración Centroamericana, con las notas de primacía y efecto directo. 

I.5. Rango normativo: se prevé la incorporación de la Carta de Derechos del 

Contribuyente a los ordenamientos internos a través de un tipo de ley de rango reforzado, 

esto es, por medio de un instrumento que garantice su supremacía respecto de otras fuentes 

o con especial resistencia a la derogación por leyes ordinarias. 

Los derechos incluidos en la Carta de Derechos del Contribuyente del ILADT son los 

siguientes: 
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II.1. Derechos relacionados con la estructura de la relación del 

contribuyente con la Administración Tributaria  

1) Derecho a que toda prestación patrimonial pública, sea o no tributaria 

(y siempre que sea coactiva de hecho o de derecho), se establezca por ley. 

2) Derecho al pleno reconocimiento de los derechos y garantías del 

contribuyente, incluso los contenidos en pactos, tratados y convenciones 

internacionales de derechos humanos, tanto en favor de las "personas 

físicas", como de las "personas jurídicas", y “entes carentes de 

personalidad” considerados sujetos tributarios. 

3) Derecho a la legitimación activa de los contribuyentes para promover 

el control jurisdiccional de la constitucionalidad de las leyes tributarias. 

4) Derecho a que las ficciones legales y las presunciones absolutas (iuris et 

de iure) sólo puedan utilizarse en materia de Derecho tributario material 

o sustantivo con carácter extraordinario y excepcional y en la medida que 

estén expresamente contempladas en la ley. 

5) Derecho a que el legislador se ajuste al definir los tributos, a su real 

naturaleza, conforme a las notas constitutivas de cada especie. 

6) Derecho a que se preserve el equilibrio entre las prerrogativas del Fisco 

para la determinación de la deuda tributaria y las garantías del 

contribuyente, asegurando plenamente su participación en las actuaciones 

administrativas de fiscalización, verificación y determinación, como 

también en la sustanciación de expedientes para la aplicación de 

sanciones, concibiendo la relación jurídica tributaria como una relación 

de derecho y no una relación de poder. 

7) Derecho a la igualdad de las partes en la relación jurídico-tributaria. 

8) Derecho a la legalidad de las actuaciones de la Administración 

tributaria, lo que incluye el derecho a que la Administración no disponga 

de las posiciones jurídicas de los obligados tributarios sin respeto a la ley. 

9) Derecho a que la función reglamentaria del Poder Ejecutivo se someta 

estrictamente a la legalidad. 

10) Derecho a que la utilización de reglamentos delegados o de necesidad 

y urgencia en materia tributaria por el Poder Ejecutivo, requiera de la 

existencia de una norma de habilitación constitucional expresa y tenga, en 

todo caso, carácter estrictamente excepcional. 

11) Derecho a formular quejas y sugerencias en relación con el 

funcionamiento de la Administración tributaria. Tales quejas se 

tramitarán, preferentemente, en un órgano independiente que tendrá el 

perfil de una Defensoría o Procuraduría del Contribuyente. 

12) Derecho a ser tratado con el debido respeto y consideración por los 

servidores públicos de la Administración Tributaria. 

13) Derecho a una buena Administración, de tal forma que toda persona 

tiene derecho a que las instituciones, órganos y organismos de un Estado 
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traten sus asuntos imparcial y equitativamente y dentro de un plazo 

razonable. 

II.2. Derechos derivados de derechos fundamentales de origen 

constitucional 

II.2.1. Derivados del derecho a la igualdad y a la capacidad 

contributiva 

14) Derecho a la igualdad tributaria y a la tributación de acuerdo con la 

capacidad contributiva individual. En función de ello, el contribuyente 

tiene derecho a ser gravado por actos, hechos o circunstancias que sean 

indicativos de riqueza real, efectiva y actual (exclusión de los tributos que 

gravan capacidad económica ficticia) y a que la cuantificación tenga en 

cuenta la capacidad singular manifestada por cada contribuyente”. Este 

derecho no impide que el Ordenamiento clasifique a los contribuyentes o 

a la materia imponible en grupos o categorías, para lo cual el legislador 

puede tomar en cuenta la capacidad contributiva en cada grupo o 

categoría -para que se ingrese igual tributo frente a igual capacidad 

contributiva-, o criterios extrafiscales razonables, pero descartando utilizar 

a tal fin las denominadas "categorías sospechosas", o alentando 

finalidades persecutorias o de indebido favor o privilegio. Tampoco 

impide que el ordenamiento determine la cuantía de la deuda tributaria a 

través de métodos objetivos o forfait, en especial para micro y pequeñas 

empresas, pero otorgando siempre al contribuyente la opción de liquidar 

la deuda aplicando la base de cálculo y las alícuotas de acuerdo con las 

normas generales del correspondiente tributo cuando ello pueda ser 

comprobable. Ni tampoco impide que el ordenamiento determine la 

cuantía de la deuda tributaria a través de métodos de consolidación fiscal 

de grupos de empresas, siempre con la opción del contribuyente por la 

tributación individual. 

15) Derecho al mínimo existencial, de manera que la ley fije en los 

impuestos sobre la renta y el patrimonio un parámetro por debajo del cual 

no se deberá gravar al contribuyente. El mismo tendrá en cuenta las cargas 

familiares y las condiciones subjetivas del contribuyente que afecten a ese 

mínimo existencial (núcleo familiar, edad, enfermedades de larga 

duración, minusvalías físicas o psíquicas). 

16) Derecho a que la tributación tenga en cuenta la protección del derecho 

de propiedad de manera proporcionada, atendiendo a las exigencias de 

necesidad, adecuación y proporcionalidad en sentido estricto. El interés 

general que limite el derecho de propiedad deberá estar siempre 

contemplado y fundamentado por ley en cada caso concreto. 

17) Derecho a que, más allá del alcance y protección que el derecho 

constitucional de cada país reconozca y otorgue al derecho de propiedad 

privada, existe un límite cuantitativo - sin que corresponda aquí fijarlo 

porcentualmente- a partir del cual el tributo afecta el núcleo esencial de 

dicho derecho que debe conservarse incólume, deviniendo confiscatorio. 

Tal afectación puede alcanzarse por la aplicación de "un único tributo" o 
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por la acción del "concurso tributario'' resultante de la acumulación de 

gravámenes, provengan de uno a más sujetos impositores. La no 

confiscación debe aplicarse a todos los tributos, incluso a los de carácter 

medioambiental o extrafiscal en general. 

18) Derecho a que se reconozca la desvalorización monetaria ajustando 

las exenciones, deducciones o escalas de la tarifa, para evitar que se 

produzca, al margen de la ley, un incremento (o disminución) de la carga 

tributaria o se graven utilidades puramente nominales por el sólo hecho 

del fenómeno inflacionario, a lo que se agrega que el financiamiento 

presupuestario del Estado con cargo a emisión monetaria importa, en su 

sustancialidad, el efecto equivalente a la aplicación de un tributo que 

recorta el poder adquisitivo de los activos en moneda que posean los 

contribuyentes. 

19) Derecho a que el tributo se determine sobre “base cierta” y a que la 

determinación sobre “base presunta” sólo proceda por excepción cuando 

el conocimiento cierto y directo de los hechos previstos en la Ley como 

generadores de la obligación tributaria sea imposible. La Ley debe 

diferenciar y definir claramente las hipótesis que habilitan a la 

Administración a prescindir de la determinación sobre “base cierta”, así 

como las facultades y límites dentro de los cuales la Administración debe 

efectuar la determinación sobre “base presunta”, no siendo admisible la 

utilización de presunciones legales absolutas o de ficciones legales. En la 

faz aplicativa la Administración deberá fundamentar debida y 

suficientemente ambos aspectos para realizar una determinación sobre 

“base presunta”, describiendo los hechos que constituyen su soporte. 

Cuando se dé la imposibilidad de determinar la obligación sobre “base 

cierta”, debe recurrirse, en primer término, a la determinación sobre “base 

mixta”, que consiste en tomar en consideración y no desechar los 

documentos y registros contables fidedignos del contribuyente. El 

contribuyente debe tener derecho a la prueba en contrario sin limitaciones, 

pudiendo impugnar los resultados de la determinación sobre “base 

presunta” o sobre “base mixta” probando, ya sea la realidad de los hechos 

para que se liquide la obligación tributaria sobre “base cierta”, o que las 

presunciones establecidas no se ajustan a la ley tributaria material que 

regula el tributo o que simplemente resultan inadecuadas al caso concreto. 

20) Derecho a que los ingresos a cuenta no se fijen en una cuantía que 

resulte desproporcionadamente elevada en relación con la cuota definitiva 

a exigir al contribuyente. Tales ingresos no deben tener la condición de 

pagos mínimos definitivos. Las devoluciones de los excesos de los ingresos 

a cuenta deben practicarse sin dilaciones y con los correspondientes 

intereses de demora a favor del contribuyente. Al mismo tiempo, los 

intereses de demora que se exijan estarán limitados temporalmente al 

período máximo de duración de los procedimientos tributarios o, de no 

estar fijado ese plazo máximo, al período de prescripción. No deben 

exigirse intereses de demora cuando el impago o el retraso en el ingreso se 
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deban a causa de fuerza mayor. El cómputo debe suspenderse cuando la 

demora en los procedimientos no sea atribuible a los contribuyentes. 

21) Derecho a que no se reclame el ingreso al retenedor o agente de 

retención o de percepción si el contribuyente ha ingresado la cuantía que 

se debería haber retenido o percibido, aun cuando dicho ingreso sea 

consecuencia de una no deducción o percepción de la misma. 

22) Derecho a que se compense en forma ágil al contribuyente de los costes 

de 16 avales y garantías que haya debido constituir para suspender la 

ejecutoriedad del cobro de tributos, o para evitar medidas cautelares de 

parte de la Administración, cuando los pagos intimados hayan sido 

cuestionados y, finalmente, se haya impuesto el criterio del contribuyente, 

ya sea en sede administrativa o jurisdiccional. 

23) Derecho a la devolución de ingresos indebidos y de ingresos excesivos 

con el reconocimiento y pago de oficio de intereses en favor de los 

contribuyentes, en condiciones de paridad con los intereses o recargos 

moratorios que se establezcan en favor del Fisco por el atraso en el pago 

de tributos. Las resoluciones administrativas que anulen actos ilegales 

deberán declarar el derecho del contribuyente a la devolución de los 

ingresos efectuados, con el correspondiente interés de demora. 

24) Derecho a la plena recepción, incluso legislativa, de la responsabilidad 

del Estado por normas o actos de contenido tributario. Este derecho 

necesariamente incluirá el derecho a que se pueda exigir a la 

Administración Tributaria, la correspondiente responsabilidad 

patrimonial, cuando su actuación genere un daño cualificado que el 

particular no tenga el deber de soportar. 

II.2.2. Derivados del derecho a la tutela administrativa y 

jurisdiccional efectiva. 

25) Derecho de acceso a la justicia, independiente e imparcial, a la 

obtención de un fallo y a la ejecución del mismo.  

26) Derecho a ser parte en un proceso tributario basado en el principio de 

contradicción y la presunción de inocencia. 

27) Derecho a los recursos contra actos y resoluciones tributarias, los 

cuales deberán sustanciarse en última instancia en vía jurisdiccional. En 

fase administrativa el recurso será previo al acceso a los tribunales y, si es 

preceptivo, no deberá suponer un obstáculo o dilación desproporcionada 

para tal acceso y regirse por principios procesales semejantes a la vía 

judicial. 

28) Derecho a juez predeterminado, a la defensa y asistencia de letrado y 

a actuar asesorado por abogado. 

29) Derecho a que los funcionarios o magistrados que conformen los 

órganos en lo contencioso tributario gocen de independencia y estén 

dotados del conocimiento de las materias técnicas, conexas y necesarias 

para la correcta aplicación del derecho tributario. 
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30) Derecho a la eliminación de la regla solve et repete (exigencia del pago 

previo del tributo) en los Ordenamientos jurídicos que aun la conserven, 

tanto para transitar las vías recursivas en sede administrativa como las de 

revisión jurisdiccional, así como también a que no se establezcan cautelas 

o garantías desproporcionadas al efecto. 

31) Derecho a que no se otorguen a la Administración facultades para 

imponer al contribuyente sanciones propiamente dichas o sanciones 

anómalas (tanto impropias como atípicas) durante las actuaciones 

administrativas de fiscalización, verificación y determinación, o mientras 

estén en proceso las vías recursivas en sede administrativa o de revisión 

jurisdiccional, que impliquen una coacción para que el contribuyente 

pague los importes que la Administración pretende y no ejerza su derecho 

de defensa en virtud de las serias e irreversibles consecuencias negativas 

que tales sanciones le pueden significar. 

32) Derecho a que se ejecuten las resoluciones administrativas o judiciales 

favorables al contribuyente. En el caso de resoluciones judiciales, debe ser 

el órgano judicial el encargado de controlar que el acto de ejecución se 

adecúa a los términos de la sentencia. 

33) Derecho a que los tribunales resuelvan sobre las pretensiones que ante 

ellos formulen los contribuyentes, aunque quepa una resolución de 

inadmisión. Las resoluciones habrán de ser motivadas, razonables, 

congruentes y fundadas en Derecho. 

34) Derecho a que la ejecución de las resoluciones firmes de los actos de 

determinación se sustancien en la vía judicial y a que, mientras estén en 

trámite los procesos de revisión jurisdiccional sobre la existencia o no de 

las deudas determinadas, se suspenda la ejecución hasta que exista cosa 

juzgada en los procesos de revisión. 

35) Derecho a la tutela cautelar en vía judicial, como medida para 

neutralizar la ejecutoriedad del acto de determinación, evitar daños de 

difícil o imposible reparación y no tornar ilusoria la posibilidad del cobro 

del tributo una vez agotados los recursos administrativos y jurisdiccionales 

del contribuyente y devenida firme la deuda tributaria. Este derecho 

excluye el solve et repete e incluye el derecho a la adopción de medidas 

cautelares a favor del contribuyente, sobre la base de la existencia del 

fumus bonis iuris (apariencia de buen derecho) y del periculum in mora 

(riesgo de frustración del derecho). 

36) Derecho a que las medidas cautelares que la Justicia adopte a solicitud 

de la Administración resulten proporcionadas y tengan una duración 

temporalmente limitada, así como a interponer frente a las mismas los 

recursos que, en su caso, puedan determinar la suspensión de la 

aplicabilidad de tales medidas. 

37) Derecho a que el periculum in mora, en el caso de las medidas cautelares 

solicitadas por la Administración, no se aprecie en base al monto de la 

deuda tributaria pretendida o al mero temor o sospecha de la posible 
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insolvencia del contribuyente, sino en base a la prueba de hechos ciertos, 

concretos y objetivos de los cuales fluya el propósito de eludir la 

responsabilidad. 

38) Derecho a un proceso público, sin dilaciones indebidas y a la 

resolución en un plazo razonable.  

39) Derecho a una segunda instancia y a la revisión y apelación de las 

resoluciones iniciales. 

40) Derecho a conocer el estado de tramitación del procedimiento o 

procedimientos de los que sea parte o tenga un interés legítimo, con acceso 

al expediente y a los documentos que lo integran. 

41) Derecho a conocer la identidad de las autoridades fiscales bajo cuya 

responsabilidad se tramiten los procedimientos en los que tengan 

condición de interesados. 

42) Derecho a obtener certificaciones y copias de todos los documentos 

presentados, incluidas las declaraciones. 

43) Derecho a ser informado al inicio del procedimiento del alcance y 

objeto de las actuaciones, de la interrupción de la prescripción y de la 

recurribilidad de los distintos actos, incluyendo recursos procedentes, 

plazos y órganos ante los que deben ser interpuestos. También se 

informará al contribuyente sobre sus derechos y garantías. Se tendrá por 

informado al contribuyente sobre sus derechos, cuando se le entregue la 

carta de los derechos del contribuyente y así se asiente en la actuación que 

corresponda. 

44) Derecho a no aportar documentos ya presentados o que se encuentren 

en poder de la Administración, sin menoscabo del deber de señalamiento 

que corresponda al obligado tributario. 

45) Derecho a la audiencia, entendido como el derecho a ser oído en el 

trámite administrativo con carácter previo a la emisión de la liquidación o 

acto de determinación, y, en su caso, a una fase específica del 

procedimiento para presentar alegaciones, antecedentes y prueba dentro 

de los plazos previstos en la ley y a que tales alegaciones, antecedentes y 

pruebas sean incorporados al procedimiento de que se trate. 

46) Derecho a la prueba, aportando los diversos medios de prueba, sobre 

la base del principio de facilidad probatoria. Este derecho incluirá la 

posibilidad de aportar pruebas para desvirtuar las presunciones legales 

relativas (iuris tantum), demostrando la realidad del caso concreto o 

simplemente que las presunciones resultan inadecuadas al mismo y el 

derecho a la motivación de las decisiones de inadmisión. 

47) Derecho a la interdicción de la indefensión, que requiere garantizar el 

derecho de defensa y a ser oído en todos los supuestos en que la 

Administración se proponga adoptar un acto capaz de producir efectos 

relevantes en la esfera jurídica del destinatario. 
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48) Derecho a que las notificaciones se practiquen, con carácter general y 

de modo preferente, al interesado y en su domicilio. Las notificaciones a 

personas distintas sólo serán válidas si existen evidencias de que el 

interesado podrá conocer la notificación. La notificación edictal sólo será 

válida cuando no se pueda practicar la notificación en el domicilio. 

49) Derecho a señalar como domicilio para recibir notificaciones, el 

ubicado en cualquier parte del territorio nacional, a salvo las facultades de 

la Administración para comprobar la veracidad de dicho domicilio. 

50) Derecho a que la notificación por medios electrónicos se circunscriba 

a sujetos tributarios respecto a los cuales, por su perfil o segmentación, 

exista evidencia de un acceso ordinario a la informática o conocimientos 

tecnológicos mínimos. 

51) Derecho a cuestionar las valoraciones efectuadas por la 

Administración, incluso proponiendo pruebas periciales de un valor 

alternativo. 

52) Derecho a no auto incriminarse, a no aportar coactivamente pruebas 

que le incriminen y a no soportar pruebas coactivas. 

53) Derecho al secreto profesional como condición ineludible del derecho 

de defensa. 

54) Derecho a la compensación de las deudas tributarias líquidas y 

exigibles con créditos de la Administración reconocidos. 

55) Derecho a cuestionar la prelación de bienes objeto de embargo 

ejecutivo o cautelar. 

56) Derecho de los sujetos pasivos responsables a la notificación de la 

derivación de responsabilidad, a disponer de un plazo voluntario de 

ingreso y a impugnar los actos propios de su procedimiento de 

determinación y de recaudación. En el caso del responsable subsidiario, 

derecho al beneficio de excusión o de que se agoten todas las posibilidades 

de hacer efectiva la deuda en el obligado principal, previamente a su 

declaración de insolvencia. 

57) Derecho de los administradores y otros representantes de los 

contribuyentes a que sólo puedan ser declarados responsables de las 

obligaciones tributarias de tales contribuyentes si han actuado con dolo o 

culpa. 

58) Derecho a plazos razonables y a una interpretación antiformalista de 

los requisitos procedimentales. En concreto, se rechazará el formalismo 

en la prueba de ingresos y gastos cuando ello pueda suponer tributar 

atendiendo a una capacidad económica ficticia. 

59) Derecho a que las resoluciones de recursos no empeoren la situación 

objetiva del contribuyente (exclusión de la reformatio in peius) y a que la 

retroacción de actuaciones para convalidar actos anulables respete las 

situaciones consolidadas y no pueda operar si las facultades de la 

Administración han prescrito. 
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60) Derecho a controlar las actuaciones de la Administración en ejecución 

de la resolución de un recurso administrativo, que anule un acto de 

determinación por razones de forma o que estime parcialmente un recurso 

por razones de fondo. Se deben limitar las facultades de la Administración 

para reiterar actos de determinación tributaria. 

61) Derecho al reconocimiento en un plazo razonable, de los beneficios 

fiscales aplicables, así como de toda situación jurídica individual en la que 

tenga interés el contribuyente. 

II.2.3. Derivados del derecho a la intimidad 

62) Derecho al carácter reservado de los datos, informes o antecedentes 

que, de los contribuyentes y terceros con ellos relacionados, conozcan los 

servidores públicos de la Administración tributaria, y a que la 

Administración motive la trascendencia tributaria cuando solicite esos 

datos. 

63) Derecho a que no se practiquen requerimientos generalizados de 

información (fishing expeditions) y a que se acredite que el sujeto de quien 

se pide la información está siendo objeto de un procedimiento singular de 

comprobación o inspección tributaria. 

64) Derecho a que, en materia de deberes tributarios, se concrete la 

interdicción del exceso -entendido como una infracción concreta al 

principio de razonabilidad, que exige proporcionalidad entre los medios 

empleados y los fines perseguidos-, evitando la utilización de prácticas 

marcadamente gravosas para el contribuyente, cuando pueda ser 

realizable el cometido por otros medios que generen menores cargas e 

interferencias y que conduzcan a resultados equivalentes. 

65) Derecho de información, oposición, acceso, rectificación o 

cancelación en relación con los ficheros del contribuyente que contenga 

datos de carácter fiscal. Si se impugna la exactitud de los datos, quien 

impugne tendrá derecho a obtener la limitación del tratamiento de los 

datos, al igual que cuando la Administración ya no necesite los datos 

personales para los fines del tratamiento, pero el interesado los necesite 

para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones. 

66) Derecho a que se comunique al contribuyente la información que va a 

ser objeto de transferencia a terceros, a formular alegaciones en caso de 

considerar que la misma es inexacta y a recurrir el acto de comunicación 

de la información. Al mismo tiempo, y en relación con la elaboración de 

perfiles fiscales por las Administraciones tributarias, se tendrá el derecho 

a que el perfil se elabore a través del consentimiento libre, específico, 

informado e inequívoco del contribuyente, siendo de la Administración la 

carga de la prueba de que el contribuyente consintió. En cuanto a la 

publicación de datos fiscales (listas de contribuyentes morosos o 

incumplidores, publicación de sentencias que imponen sanciones o penas 

en materia fiscal…), derecho a la limitación de la información y derecho 

a la supresión o al olvido, que abarcará el derecho a exigir que la 
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información relativa al contribuyente no sea objeto de indexación en 

motores de búsqueda en Internet. 

67) Derecho a que la información solicitada tenga exclusivamente 

trascendencia tributaria y a que se concilie el deber de información con el 

derecho a la privacidad. 

68) Derecho a que no se viole, con ocasión de investigaciones fiscales, el 

secreto de las comunicaciones y a que los datos de comunicaciones 

telefónicas se limiten a consumos y se excluyan datos de tráfico. 

II.2.4. Derivados de la inviolabilidad del domicilio 

69) Derecho a la inviolabilidad del domicilio tanto de las personas físicas 

como de las personas jurídicas. En este último caso, se debe perfilar qué 

se entiende por domicilio constitucionalmente protegido de las personas 

jurídicas, debiendo abarcar, cuando menos, los lugares donde se toman 

decisiones trascendentales para la vida de la sociedad, o donde se 

custodian documentos u otros soportes trascendentales para la actividad 

o la gestión societaria. 

70) Derecho a ser informado de que el contribuyente tiene derecho a exigir 

mandamiento judicial para la entrada de funcionarios de la 

Administración en el domicilio constitucionalmente protegido. 

II.3. Derechos derivados del principio de seguridad jurídica 

71) Derecho a la irretroactividad y la anterioridad de las normas tributarias 

materiales o sustanciales, así como a la irretroactividad de los preceptos 

penales, infraccionales o sancionatorios más gravosos. 

72) Derecho a la inmodificabilidad de las situaciones jurídicas frente a 

cambios imprevisibles, siempre que se dé el requisito de un acto o 

comportamiento de la Administración que puede generar confianza. 

73) Derecho a la inaplicabilidad –en virtud del principio de legalidad o 

reserva de ley- de la integración analógica en los ámbitos del Derecho 

tributario material o sustantivo y del Derecho tributario penal, 

infraccional o sancionatorio. 

74) Derecho a la inaplicabilidad de criterios interpretativos apriorísticos, 

tanto a favor de la Administración como del contribuyente. 

75) Derecho a que las normas tributarias, incluyendo las que establezcan 

exenciones, se interpreten con arreglo a todos los métodos admitidos por 

el Derecho. 

76) Derecho a que se uniformicen para todos los tributos los plazos de 

prescripción, en tiempos razonables, tanto de los poderes y acciones de la 

Administración para fiscalizar, determinar y recaudar tributos, como para 

aplicar sanciones. 

77) Derecho a que las actuaciones de la Administración que se refieren a 

aspectos parciales del hecho imponible interrumpan la prescripción sólo 

con relación a esos aspectos (prescripción parcial). 
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78) Derecho a que las causas de interrupción de la prescripción se fijen 

legalmente, se limiten a aquéllas que suponen el efectivo ejercicio de las 

facultades administrativas susceptibles de prescribir y operen solamente si 

el contribuyente ha tenido cabal conocimiento del ejercicio de esas 

facultades. Los actos nulos no deben interrumpir la prescripción. 

79) Derecho a que el plazo de prescripción se reanude inmediatamente 

después de su interrupción, excluyendo la suspensión de dicha 

reanudación. 

80) Derecho a la publicidad de las disposiciones tributarias, y a que el 

título de las normas identifique su contenido. 

81) Derecho a la motivación concreta, específica y suficiente y fundada en 

Derecho de las resoluciones de la Administración y los decretos del Poder 

Ejecutivo, como supuesto esencial del derecho de defensa. La motivación 

deberá abarcar la denegación de alegaciones que haya planteado el 

obligado antes de la resolución del procedimiento administrativo. 

82) Derecho a prever las consecuencias de sus actos y a la tipicidad 

sancionatoria. 

83) Derecho a la información y asistencia que le sea requerida por los 

contribuyentes, ayudando materialmente a los contribuyentes al 

cumplimiento de sus obligaciones fiscales, en especial, con relación a los 

contribuyentes menos familiarizados con el uso de nuevas tecnologías. 

84) Derecho a ser informado de los valores de los bienes inmuebles que 

vayan a ser objeto de adquisición o transmisión con vinculación de la 

contestación para la Administración. Derecho a los acuerdos previos de 

valoración sobre rentas, bienes o gastos. 

85) Derecho a obtener respuesta a las consultas que formulen los 

contribuyentes, que tendrán carácter vinculante para la Administración. 

Las respuestas a las consultas serán objeto de publicación oficial. 

86) Derecho a las actuaciones se lleven a cabo sin dilaciones, 

requerimientos o esperas innecesarias, y a que los procedimientos se 

desarrollen en un plazo razonable. Todo procedimiento tributario debe 

tener fijado legalmente un plazo máximo de duración. En caso de 

incumplimiento debe preverse legalmente la caducidad del procedimiento. 

87) Derecho a que la Administración tributaria haga públicos los criterios 

que informen su actuación comprobadora, evitando la discrecionalidad en 

la selección de los contribuyentes que habrán de ser sometidos a 

actuaciones de fiscalización, comprobación e investigación, y a cuestionar 

los criterios seguidos. 

88) Derecho a que las actuaciones de fiscalización, comprobación e 

investigación puedan extenderse a la totalidad de los elementos del hecho 

imponible y de la obligación tributaria comprobada, a petición del 

contribuyente. 
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89) Derecho a que los actos de determinación o liquidación tengan, como 

norma general, carácter definitivo, limitándose los supuestos de 

liquidaciones provisionales. 

II.4. Derechos relacionados con las sanciones y el derecho punitivo 

tributario 

90) Derecho a la presunción de inocencia, que se traduce en el efecto 

suspensivo de todos los recursos administrativos o jurisdiccionales contra 

sanciones, lo que implica que sólo puedan decretarse medidas cautelares 

contra los contribuyentes y ejecutarse las resoluciones sancionatorias si se 

trata de cosa juzgada. 

91) Derecho a que se apliquen en materia de infracciones y delitos 

tributarios los principios penales de legalidad, tipicidad, antijuridicidad y 

culpabilidad, así como los principios de razonabilidad y proporcionalidad 

de las infracciones y delitos con las sanciones y penas. 

92) Derecho a que la Administración verifique el comportamiento 

culpable del contribuyente, a que motive activamente la concurrencia de 

culpa y a que se abstenga de sancionar si el contribuyente obró al amparo 

de una interpretación razonable de la norma. 

93) Derecho a la no existencia de presunciones absolutas de culpa o de 

dolo (iuris et de iure) en el campo del Derecho tributario sancionatorio, 

admitiéndose únicamente, en forma excepcional, presunciones relativas 

(iuris tantum) que admiten prueba en contrario del contribuyente. 

94) Derecho a no ser investigado, ni juzgado o condenado administrativa 

o penalmente dos veces por la misma infracción o delito (regla del non bis 

in ídem). 

95) Derecho a la aplicación retroactiva, en materia de infracciones y 

delitos tributarios, de la ley más benigna. 

96) Derecho a que la responsabilidad por infracciones tributarias sea 

personal. 

97) Derecho a que, si bien las entidades o colectividades con o sin 

personalidad jurídica puedan ser sancionadas por infracciones, sus 

representantes, directores, gerentes, administradores o mandatarios sólo 

puedan ser sancionados por su actuación personal en la infracción. 

98) Derecho a que, en el caso de delitos tributarios, los tipos delictivos se 

prevean legalmente, se garantice la intervención judicial y la doble 

instancia y a que las actas de la inspección tengan la condición de notitia 

criminis (no de prueba preconstituida). 

Se tendrá también derecho a que la conducta del contribuyente, que 

regulariza voluntariamente la deuda inicialmente no declarada, opere 

como excusa absolutoria y paralice y extinga la acción penal. 

99) Derecho a lo no existencia de prisión por deudas tributarias. 
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100) Los derechos citados anteriormente habrán de aplicarse no sólo a las 

figuras catalogadas legalmente como sanciones, sino también a aquéllas 

categorías que, al margen de su nomen iuris, tengan carácter punitivo o 

represivo y no indemnizatorio o reparador. También a las sanciones 

anómalas, que incluyen las sanciones impropias y las sanciones atípicas. 

III. Derechos y Garantías en el Ámbito Internacional 

III. 1. Derechos relacionados con el procedimiento amistoso y el 

arbitraje 

101) Derecho a la iniciación del procedimiento amistoso para la 

resolución de controversias. La negativa a tal iniciación por parte del 

Estado del reclamante debe estar motivada y sujeta al control 

jurisdiccional. 

102) Derecho a la tramitación del procedimiento amistoso en un plazo 

razonable, fijado por la legislación interna. 

103) Derecho a la ejecución de la resolución del procedimiento amistoso 

y a la revocación de actos firmes y consentidos que la contradigan. 

104) Derecho al acceso a la documentación del procedimiento amistoso. 

105) Derecho a la notificación de la finalización del procedimiento 

amistoso. 

106) Derecho a la ejecución de la resolución del procedimiento amistoso 

independientemente de los plazos previstos por el Derecho interno de los 

Estado contratantes. 

107) Derecho a que, en los términos que se determinen en la legislación 

interna, se habiliten medios alternativos de resolución de conflictos, en 

especial, el arbitraje en Derecho. En caso de que se admita el arbitraje para 

la resolución de controversias entre Estados parte de un Convenio de 

Doble Imposición, debe asegurarse la posibilidad de que el contribuyente 

pueda tener capacidad para impulsar el inicio del procedimiento. 

III.1.1. Derechos relacionados con la asistencia mutua en materia de 

recaudación 

108) Derecho a la notificación del inicio del procedimiento y del título 

ejecutivo. 

109) Derecho a la motivación del requerimiento de asistencia mutua. 

110) Derecho a oponer la excepción de que se hayan agotado todas las 

medidas de cobro en el Estado requirente (Exhaustion Rule). 

111) Derecho a oponer la prescripción vigente en el Estado de residencia 

del contribuyente requerido de asistencia recaudatoria. 

112) Derecho al recurso de las medidas cautelares. 

113) Derecho a que, en el caso de inspecciones y comprobaciones 

simultáneas, los contribuyentes tengan las mismas garantías que en las 
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inspecciones internas, en especial las relacionadas con el derecho a la 

tutela judicial efectiva. 

III.1.2. Derechos relacionados con el intercambio de información 

114) Derecho del sujeto del que se requiere información a que el Estado 

requerido le notifique la información solicitada 

115) Derecho a conocer cualquier disposición de la información que 

realice el Estado de residencia o el Estado en el que se localice un 

establecimiento permanente a través de cualquier mecanismo de 

intercambio automático. 

116) Derecho a que se acredite que la información que se utilice 

procedente de terceros países se haya obtenido a través de los cauces 

previstos para el intercambio automático o intercambio previo 

requerimiento de información. 

Debe declararse nula la información obtenida de modo irregular, 

especialmente cuando suponga vulneración del Ordenamiento jurídico, 

tanto por personal al servicio de la Administración como por particulares. 

117) Derecho de audiencia o consulta para formular alegaciones una vez 

que el sujeto es notificado y tiene conciencia de que se va a producir un 

intercambio de su información tributaria. El derecho incluirá la facultad 

de formular alegaciones ante posibles discrepancias del sujeto del que se 

pide información con la información facilitada o solicitada. 

118) Derecho al recurso del acto de comunicación de la información y al 

cuestionamiento de la información solicitada (posibilidad de oponerse 

ante su Estado de residencia alegando extralimitación en el uso de la 

información o cuestionando, en general, la legalidad del acto en que se 

formaliza el intercambio). 

119) Derecho a solicitar información sobre el uso que los Estados 

contratantes van a hacer de los datos e información requerida. 

120) Derecho a que el Estado requerido otorgue al sujeto del que se pide 

o use la información una protección semejante a la que dispensa el Estado 

requirente. 

121) Derecho del sujeto del que se ha solicitado información a recurrir una 

liquidación dictada sobre la base de hechos comunicados a través del 

procedimiento de intercambio de información. 

122) Derecho a cuestionar legalmente la información obtenida por cauce 

ajenos a los regulados en los convenios, tanto por órganos de la 

Administración como por particulares. Este derecho podrá esgrimirse, 

incluso, cuando el particular no haya obrado con la finalidad de 

preconstituir pruebas. 

123) Derecho a la nulidad de todas las pruebas obtenidas vulnerando los 

cauces internacionales de intercambio de información, sin excepciones de 

hallazgo inminente. 
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124) Derecho a que, en el caso de inspecciones simultáneas, la 

información obtenida se comparta respetando las exigencias de la 

normativa interna de cada uno de los países intervinientes, de los acuerdos 

internacionales de intercambio de información y de los convenios de doble 

imposición y dando al contribuyente plena participación. 

III.2. Derecho a la no discriminación en Derecho Tributario 

125) Derecho a que no tengan lugar tratamientos diferenciados cuando el 

contribuyente se encuentre en una situación idéntica en términos 

comparables a la de otro contribuyente y no exista una razón objetiva que 

ampare el trato diferente. Esta exclusión de trato diferenciado no se 

aplicará al régimen fiscal del residente respecto al no residente, y del 

establecimiento permanente respecto a la empresa nacional, salvo los 

casos mencionados en los puntos siguientes. 

126) Derecho a los nacionales de un Estado contratante de un Convenio 

de Doble Imposición a no ser sometidos en el otro Estado contratante a 

ningún impuesto u obligación relativa al mismo que no se exijan o que 

sean más gravosos que aquellos a los que estén o puedan estar sometidos 

los nacionales de ese otro Estado que se encuentren en las mismas 

condiciones, en particular con respecto a la residencia. 

127) Derecho de los establecimientos permanentes que una empresa de un 

Estado contratante tenga en el otro Estado a no ser sometido a imposición 

en ese Estado de manera menos favorable que las empresas de ese otro 

Estado que realicen las mismas actividades. 

128) Derecho de una empresa de un Estado contratante a deducir los 

intereses, cánones y demás gastos pagados a un residente del otro Estado 

contratante en las mismas condiciones que si se hubieran pagado a un 

residente del Estado mencionado en primer lugar. 

129) Derecho de las empresas de un Estado contratante cuyo capital está, 

total o parcialmente, detentado o controlado, directa o indirectamente, 

por uno o varios residentes del otro Estado contratante, a no quedar 

sometida en el Estado mencionado en primer lugar a ningún impuesto u 

obligación relativa al mismo que no se exijan o que sean más gravosos que 

aquellos a los que están o puedan estar sometidas otras empresas similares 

del Estado mencionado en primer lugar. 

130) Derecho a no establecer plazos de prescripción diferentes para 

obligaciones tributarias derivadas de la posesión de bienes u obtención de 

rentas situadas en el exterior frente a las derivadas de bienes o rentas 

situadas en el país de residencia, si el Estado de residencia dispone de vías 

para obtener tal información. 

IV. Derechos y garantías en el ámbito aduanero 

131) Derecho a presentar la declaración aduanera en un plazo razonable. 
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132) Derecho a cuestionar el valor aduanero, mediante el oportuno 

recurso y a proponer parámetros objetivos de valor, que deben ser tenidos 

en cuenta por la Administración aduanera. 

133) Derecho a la simplificación del procedimiento aduanero, a la 

confiabilidad y a la habilitación de mecanismos de operador económico 

autorizado. 

134) Derecho a que las responsabilidades aduaneras se fijen por Ley y a 

que se puedan recurrir las declaraciones de responsabilidad. 

135) Derecho al levantamiento de las mercaderías y a que las excepciones 

a este derecho en forma de garantías o retenciones sean fijadas por la Ley 

en términos de proporcionalidad. 

136) Derecho a la no concurrencia de sanciones aduaneras. 

V. Derechos y garantías derivados de la relación cooperativa con la 

Administración 

137) Derecho a los acuerdos entre la Administración tributaria y el 

contribuyente, en el marco de una relación cooperativa, en un 

procedimiento preventivo y atendiendo al perfil de riesgo fiscal del 

contribuyente. 

138) Derecho a que la relación cooperativa se desarrolle con pleno respeto 

a los derechos y garantías expuestos en esta Carta. 

139) Derecho a que el contribuyente, al que se le atribuya un 

comportamiento reiterado de cumplimiento y cooperación, disponga de 

un trato preferente en términos de facilidad en la obtención de 

aplazamientos y fraccionamientos y otras facilidades para el pago de los 

tributos. 

140) Derecho a la formulación de criterios que rijan las relaciones 

cooperativas, a través de Códigos de Buenas Prácticas. 

141) Derecho a que los administradores y representantes de las compañías 

que deban conocer los deberes fiscales de la compañía, a acreditar que han 

actuado de acuerdo a los protocolos y códigos internos de Buenas 

Prácticas. 

142) Derecho a obtener, en el marco de los foros cooperativos una 

cuantificación provisional de la liquidación o determinación de la deuda, 

a título orientativo, así como, criterios interpretativos vinculantes sobre 

normas tributarias, cuando se crea necesario. 

8. Nuestra Propuesta 

Tal como fue señalado, la Carta de los Derechos del Contribuyente en el ámbito del 

ILADT es sumamente rica de contenido y una buena introducción para un verdadero Código 

Tributario Único Universal. Ello, en la premisa de quien puede lo más puede lo menos. Por 
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eso, si bien estos principios y garantías ya están presentes en las legislaciones locales, solo 

hace falta voluntad política y una verdadera Gobernaza, para que se apliquen. 

Recientemente en el “II Encontro Internacional de Juristas - EIJUR 2022 I – 

Conferencia Internacional sobre Direitos e Garantias Fundamentais na Sociedade 

Contemporánea”, el Dr. Hermes Zaragoza Presidente de la Academia Jurídica de Tijuana 

Baja California México decía: 

[a]ntes que llegaran los españoles ya había un derecho Inca, un derecho 

Maya, un derecho Azteca, que regulaba sobre todo el Derecho Penal. En 

el caso del Derecho Tributario, con la llegada de los españoles se creó la 

figura de los fiscales, que eran quienes controlaban el comercio marítimo 

allí y en Estados Unidos; y ellos son los que controlaban derecho el ingreso 

y la salida de la mercancía anteponiendo un impuesto por toda la actividad 

comercial que se generaba. Desde ahí empezamos desde las Bulas Papales, 

ley de Indias y todos los reglamentos que se empezaron a acumular. 

Desde 1821, que México tuvo el primer Código Civil, se empezaron a 

generar ordenamientos, leyes, baldos de policías que fueron regulando la 

vida pública de una nación. Se empezaron a acumular tantos códigos y 

leyes en México que el actual Código de Comercio es de 1888, creado por 

el Presidente Porfidio Díaz y hasta la fecha rige ese Código de Comercio 

que se ocupa a nivel nacional en cuestiones de títulos de créditos, 

operaciones mercantiles y toda la cuestión tributaria y es el que aún rige y 

no ha sido modificado, y se sigue acumulando normativa obsoleta. 

Y se empiezan a generar por las necesidades sociales la evolución social, 

económica y la creación de nuevos derechos, nadie está haciendo reformas 

ni adiciones ni modificaciones ni abrogaciones (eliminar códigos y leyes 

obsoletas) con leyes que son obsoletas y hay derecho positivo como los 

“usos y costumbres” que no están vigentes. 

En este sentido entendemos que, en mayoría de los países, el sistema legislativo ha 

quedado perimido o, por lo menos, con leyes caídas en desuso y que requieren simplificarse 

para entendimiento de los ciudadanos. 

Por esta razón, la primera reforma que deberá incluirse en esta Carta de derechos es la 

necesidad de un lenguaje claro, también en materia tributaria. Lo segundo, el respeto no solo 

de parte de los empleados de la Administración con el contribuyente sino, con más razón, 

para los profesionales contadores y abogados que son quienes contribuyen con la 

Administración no solo para defender al contribuyente sino también para que su cliente 

contribuya en forma justa. 
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La necesidad de la adecuación del derecho a las nuevas tecnologías. Mucho se habla 

del domicilio fiscal pero hoy el domicilio fiscal se ha transformado en el domicilio fiscal 

electrónico, cuyos lineamentos básicos están introducidos en nuestra ley de procedimiento 

pero requieren un tratamiento más profundo, en consideración de que en la mayoría de los 

casos es el contador el que constituye el domicilio fiscal electrónico del contribuyente y éste 

no tiene ni conciencia ni control sobre su situación fiscal. 

En el caso de nuestro país no tenemos una buena ley de datos, lo relativo a la LGPD 

debe estar en armonía con los otros países, debe garantizar realmente el derecho a la 

intimidad, a la imagen, más teniendo en cuenta que en la mayoría de los casos el ciberdelito 

es transnacional. La cuestión de género y diversidad que ha atravesado todas las disciplinas 

y que tiene que profundizarse en materia tributaria. La necesidad de reformular el secreto 

fiscal teniendo en cuenta estas cosas y la necesidad de la transparencia de los actos de 

gobierno. La resolución alternativa de conflictos y el compliance. 

A modo solamente ejemplificador, podemos incorporar los siguientes puntos, aunque 

creemos que ello debe ser trabajado en profundidad y mejorado por la comunidad académica 

internacional y de manera interdisciplinaria: 

143) Las normas tributarias deberán ser claras.  

144) La legislación tributaria y la interpretación de las normas y de los 

hechos tendrán en cuenta las cuestiones de género y diversidad. 

145) Toda normativa tributaria tendrá en cuenta las nuevas tecnologías y 

la LGTD que garanticen a los ciudadanos como principio fundamental su 

intimidad. 

146) Respecto del Secreto fiscal deberá tener en cuenta estos derechos y la 

necesidad de la publicidad de los actos de gobierno. 

147) Las normas tributarias deberán complementarse con el sistema de 

compliance. 
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Resumen 

El objetivo del presente trabajo es comentar tres novedades recientes en materia de ingresos 

brutos y asignación de ingresos entre las provincias de Argentina, conforme los criterios del 

Convenio Multilateral y resoluciones de la Comisión Arbitral para las actividades de e-

commerce, fintech y banca digital. 
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Abstract 

The objective of this article is to cover three recent updates in terms of turnover tax and 

allocation of income between the provinces in Argentina, according to the Multilateral 

Agreement criteria and many resolutions of the Arbitration Commission for e-commerce, 

fintech and digital banking activities. 
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1. Introducción 

En los últimos años, la pandemia y el avance de la tecnología móvil han modificado 

los paradigmas de las finanzas personales. Promovidos por cambios culturales y 

generacionales, surgieron empresas de tecnología (financial technology o, por su acrónimo, 

fintech) cuyo objetivo radica en poner al servicio de las personas y los comercios soluciones 

financieras tales como billeteras digitales (wallets), financiamiento colaborativo 

(crowdfunding), compañías de créditos (lending) y plataformas de pagos electrónicos, entre 

otras, que han logrado consolidarse con fuerza en países donde los niveles de bancarización 

o formalización son escasos. Según la Federación Latinoamericana de Bancos 

(FELABAN)2, con datos de marzo de 2021, Argentina tenía un nivel de depósitos en relación 

a su PBI (producto bruto interno) de tan solo 24%. El indicador que mide créditos en relación 

a su PBI es aún peor: 11%, muy por debajo de sus pares de Latinoamérica. 

El propósito de la presente colaboración radica en comentar tres principales novedades 

del año 2022 en materia de impuesto sobre los ingresos brutos y distribución del ingreso de 

este tributo entre las provincias. 

2. Resolución General (CA) N° 5/2021. Comercio electrónico. Nota de la FACPCE 

a la Comisión Arbitral 

El 4 de agosto de 2022, la Federación Argentina de Consejos Profesionales de Ciencias 

Económicas (FACPCE) envió a la Comisión Arbitral una nota vinculada a la Resolución 

General (CA) N° 5/2021, la cual estableció los lineamientos en materia de atribución de 

ingresos cuando las ventas o locaciones y prestaciones de servicios se realizan empleando 

distintos medios electrónicos y/o plataformas o aplicaciones tecnológicas. 

En breves términos, la RG (CA) N° 5/2021 presume la existencia de sustento 

territorial en el Convenio Multilateral del vendedor de bienes o prestador o locador de 

servicios en jurisdicción del domicilio del adquirente de los bienes, obras o servicios, siempre 

que exista “presencia digital” en aquélla. Es decir, el contribuyente del impuesto sobre los 

ingresos brutos debe dar de alta y atribuir ingresos a aquellas provincias en las que se 

verifique alguno de los siguientes parámetros: 

                                                 
2  https://indicadores.felaban.net/indicadores_homologados, consultado el 22 de septiembre de 

2022. 

https://indicadores.felaban.net/indicadores_homologados
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a) El vendedor de los bienes y/o prestador del servicio efectúe operaciones a través de 

los medios en cuestión en la jurisdicción del comprador, locatario, prestatario o 

usuario. 

b) El vendedor y/o prestador –por sí o a través de terceros– utilice o contrate una o más 

empresas, entidades, agentes, contratistas o “proveedores de servicios” para la 

comercialización del bien y/o servicio, en la jurisdicción del domicilio del adquirente 

de los bienes y servicios tales como: publicidad o marketing de la membresía, 

comunicaciones, infraestructura, servicios de tecnologías de la información (TI) y/o 

procesadora de transacciones de las tarjetas de crédito y/o débito y/u otras formas 

de cobro. 

c) El vendedor y/o prestador efectúe -por sí o a través de terceros- el ofrecimiento del 

producto y/o servicio dentro del ámbito geográfico del domicilio del adquirente y/o 

tenga licencia para exhibir el contenido de ese producto y/o servicio en dicha 

jurisdicción. Se considera verificada esta situación cuando, con la previa 

conformidad y suministro de la información necesaria del usuario domiciliado en 

una jurisdicción, se autoricen consumos de bienes y/o servicios a través de tarjetas 

de crédito o débito y/u otras formas de cobro. 

d) El vendedor y/o prestador requiera para la comercialización de sus bienes y/o 

servicios, dentro de la jurisdicción, un punto de conexión y/o transmisión (wi-fi, 

dispositivo móvil, etc.) que esté ubicado en dicha jurisdicción o de un proveedor de 

servicio de internet o telefonía con domicilio o actividad en la jurisdicción del 

adquirente. 

En su carta, la FACPCE solicitó la modificación de la Resolución General 

mencionada sobre la base de los siguientes argumentos. 

Por un lado, invocó el Pilar I de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 

Económicos (OCDE), que presentó tres propuestas para la asignación de ingresos tributarios: 

la participación del usuario (user participation); los intangibles de comercialización (marketing 

intangibles), y la presencia económica significativa (significant economic presence). La FACPCE 

interpretó que, en la actual redacción de la resolución general, tales principios se receptan 

parcialmente. 

En función de ello, propuso redefinir la “presencia digital” como “presencia digital 

significativa”, tomando como parámetro la corriente jurisprudencial de los últimos años de 
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los órganos del Convenio Multilateral, de donde surge que los ingresos deben ser atribuidos 

al lugar del destino de las mercaderías, considerando que es el vendedor quien tiene la certeza 

absoluta de ese lugar geográfico al tener una relación comercial permanente y fluida con el 

comprador. 

La Federación resaltó la existencia necesaria de sustento territorial: si no existen gastos 

asignables a la jurisdicción de destino final, no sería posible atribuir los ingresos a ésta. El 

organismo destacó que, en la interpretación de las normas del Convenio Multilateral, hay 

que atender a la realidad económica de los hechos, actos y situaciones que efectivamente se 

realicen, es decir, no asumir que se está ante una ‘operación entre ausentes’ solo por el hecho 

de que la nota de pedido o la orden de compra se gestione por internet, sino analizando el 

contexto de la operación como un todo. A su vez, enfatizó la necesidad de evitar tener que 

dar de alta a una jurisdicción por “una simple venta que se efectúe a un único cliente 

esporádico por única vez, aunque no existan gastos, solo por el simple hecho de 

comercializarlo a través de internet o de cualquier tecnología similar”, donde pide que en la 

definición se siga con los preceptos internacionales en lo referido a presencia digital 

significativa. 

Por otro lado, reclamó la modificación del artículo 3° inciso d), ya que entiende que 

pasa a estar incluido todo el universo de sujetos que comercialicen por vías electrónicas al 

no haber manera de llevar a cabo el comercio electrónico si no es por medio de un punto de 

conexión y/o transmisión. Por ello, solicitó precisiones para determinar el alcance del 

término “punto de conexión y/o transmisión”, al no respetar los principios que han sido 

mantenidos por el organismo. 

Resaltó el grado de ambigüedad y de soluciones parciales existentes a ciertos casos 

concretos que no benefician la aplicación de este instrumento, constituyéndose en 

generadores de acciones litigiosas. 

Finalmente, concluyó que el Convenio Multilateral requiere una revisión profunda y 

que, mientras tanto, los gastos deben otorgar sustento territorial sobre la base de las 

erogaciones del vendedor y el comercio desarrollado por internet, solo si se hace presente de 

manera estable, regular y continuada en una jurisdicción para que haya territorialidad. 

Se espera que la Comisión Arbitral brinde respuesta a la solicitud realizada por la 

FACPCE, ya sea adecuando la RG (CA) N° 5/2021, o aclarando los fundamentos de la 

norma reglamentaria para que la atribución de ingresos sobre la base de la presencia digital 

se vincule a una efectiva actividad desplegada en la provincia. También, que facilite nuevas 
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vías para que los contribuyentes puedan realizar el alta en nuevas jurisdicciones de manera 

ordenada y sistematizada ante esta nueva realidad. 

3. Resolución General (CA) N° 8/2021. Bancos digitales. Asignación de Ingresos 

Brutos 

La digitalización de las finanzas personales logró una experiencia de uso y procesos 

de alta significativamente menos burocráticos y con costos ínfimos. A la vez, permitió 

propulsar la actividad crediticia a personas con bajo o nulo historial financiero. 

Una vertical de negocios conformada por bancos digitales, es decir, entidades 

financieras reguladas por la Ley de Entidades Financieras N° 21.526 (en adelante, “LEF”), 

ha tenido gran desarrollo ya que les permite realizar intermediación habitual entre la oferta 

y la demanda de recursos financieros sin sucursales físicas y de manera totalmente digital. A 

diferencia de otras fintech crediticias que no pueden intermediar por sí solas en la oferta y 

demanda de recursos financieros, los bancos digitales operan con licencia y en cumplimiento 

de las regulaciones del Banco Central de la República Argentina (BCRA) para entidades 

financieras. 

Sin embargo, en materia fiscal estos avances originaron desafíos por normas que, hasta 

hace poco, no receptaban esta realidad de forma clara, como era el caso de la distribución de 

la base imponible en el impuesto sobre los ingresos brutos cuando la actividad es desplegada 

en más de una provincia.  

3.1. Situación previa a la publicación de la Resolución General (CA) N° 8/2022 

Las entidades financieras, a diferencia del resto de las empresas no reguladas por la 

LEF, asignan sus ingresos entre las provincias conforme al régimen especial del artículo 8° 

del Convenio Multilateral, que establece que 

[e]n los casos de contribuyentes comprendidos en el régimen de la ley de 

Entidades Financieras, cada fisco podrá gravar la parte de ingresos que le 

corresponda en proporción a la sumatoria de los ingresos, intereses 

pasivos y actualizaciones pasivas de cada jurisdicción en la que la entidad 

tuviere casas o filiales habilitadas por la autoridad de aplicación, respecto 

de iguales conceptos de todo el país. Se excluirán los ingresos 

correspondientes a operaciones realizadas en jurisdicciones en Ias que las 

entidades no tuvieren casas o filiales habilitadas, los que serán atribuidos 

en su totalidad a la jurisdicción en la que la operación hubiere tenido 

lugar. 
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El texto del Convenio Multilateral (en adelante, “CM”) data del año 1977 y su artículo 

8° fue modificado por la Comisión Plenaria en el año 1979. Se observan dos situaciones 

claramente diferenciadas: por un lado, si la entidad financiera tiene casas o filiales habilitadas 

(de conformidad con las previsiones del BCRA en su texto ordenado “Expansión de 

Entidades Financieras”3) participará del régimen de distribución de la base sobre la 

conformación de una “sumatoria”. Por el otro, si la entidad financiera no posee casas o 

filiales habilitadas, debería atribuir los ingresos a la jurisdicción en la que la operación 

hubiere tenido lugar. 

Para la banca tradicional (entidades financieras con sucursales), las Resoluciones 

Generales (CA) Nros. 4/2014 y 4/2018 se publicaron a efectos de interpretar el alcance del 

artículo 8° del CM, con previsiones específicas para la determinación de la “sumatoria”4 de 

las entidades financieras. En forma complementaria, una serie de resoluciones a casos 

concretos de la Comisión Arbitral y la Comisión Plenaria abonaron la línea evolutiva a lo 

largo del tiempo. Sin embargo, ninguna de estas normas llegó a contemplar el caso de bancos 

cuya operatoria fuera íntegramente digital.  

3.2. Situación de los bancos digitales a partir del período fiscal 2023 

La Resolución General N° 8/2022 de la Comisión Arbitral clarifica el tratamiento en 

la asignación de ingresos de los bancos digitales, es decir, entidades financieras reguladas por 

la LEF y las disposiciones del BCRA que realizan operaciones exclusivamente en forma 

digital –plataformas de Internet, sitios web, aplicaciones tecnológicas, dispositivos y/o 

plataformas digitales y/o móviles o similares–. A efectos de calcular la sumatoria de ingresos, 

intereses pasivos y actualizaciones pasivas de cada provincia, estas entidades deben 

considerar “como si existiera casa o filial en todas aquellas jurisdicciones en los que tengan 

clientes usuarios a quienes se les brindan los servicios”. Éste es el principal cambio que 

incorpora la norma por cuanto ya no se requiere la existencia de una sucursal para conformar 

la sumatoria o atribuir los ingresos de manera directa donde la operación tuvo lugar.  

A partir del período fiscal 2023, las entidades financieras deberán atribuir los ingresos 

a la jurisdicción donde el usuario cliente de la plataforma esté domiciliado o radicado. Para 

                                                 
3  http://www.bcra.gov.ar/Pdfs/Texord/t-expaef.pdf, consultado en 22 de septiembre de 2022. 

4  En breves términos, implica sumar la totalidad de los ingresos, intereses pasivos y actualizaciones 

pasivas por provincia, establecer un coeficiente que se obtiene del cociente entre dicha sumatoria y la 

totalidad de los ingresos del país, para finalmente aplicar este coeficiente a la base imponible 

determinable según las normas impositivas de cada provincia. 

http://www.bcra.gov.ar/Pdfs/Texord/t-expaef.pdf
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ello, será clave una revisión de los procesos de KYC (know your client) y alta de clientes 

(onboarding) con mecanismos robustos de localización. 

3.2.1. Definición de la sumatoria 

Al sólo fin de la obtención de las proporciones atribuibles a los fiscos, se considera 

“sumatoria” a la suma de “ingresos”, “intereses pasivos” y “actualizaciones pasivas”. Para 

ello, deberán considerar sus estados financieros individuales tomando como referencia el 

Estado de Resultados sin considerar la partida “Otros Resultados Integrales” (ORI), en la 

medida que éstos no sean reclasificados al resultado del ejercicio. 

Los “ingresos” de una entidad financiera se conforman por la suma de las cuentas de 

resultados que constituyen los ingresos brutos totales obtenidos en todas las jurisdicciones en 

los que tengan clientes usuarios a quienes se les brindan los servicios. En un balance de sumas 

y saldos que respeta el plan de cuentas elaborado según las disposiciones del BCRA, estos 

comprenden (a) los ingresos financieros (cuentas 510.000): las ganancias devengadas por las 

operaciones realizadas en ejercicio de la actividad de intermediación habitual entre la oferta 

y la demanda de recursos financieros; (b) los ingresos por servicios (cuentas 540.000): las 

ganancias generadas por retribuciones en concepto de servicios prestados a terceros, 

vinculados con la intermediación habitual entre la oferta y la demanda de recursos 

financieros; y (c) las utilidades diversas (cuentas 570.000): las ganancias devengadas que no 

correspondan a operaciones vinculadas con la intermediación habitual entre la oferta y la 

demanda de recursos financieros ni a servicios relacionados con ella. 

En el caso de “intereses pasivos” y “actualizaciones pasivas”, la entidad financiera 

deberá tener en consideración rubros de la partida 520.000 “egresos financieros”, es decir, 

pérdidas devengadas por las operaciones realizadas en ejercicio de la actividad de 

intermediación habitual entre la oferta y la demanda de recursos financieros. 

Se establece que las entidades financieras deberán conservar y exhibir los papeles de 

trabajo utilizados para la confección de dicha sumatoria. En abril de 2021, la Administración 

Gubernamental de Ingresos Públicos (AGIP) de la Ciudad de Buenos Aires implementó, 

mediante Resolución N° 108/2021, un régimen de información que deben cumplir las 

entidades financieras que tributan el impuesto sobre los ingresos brutos en dicha jurisdicción, 

con el deber de brindar mensualmente información detallada respecto de la conformación de 

la base imponible especial, tanto a nivel país como a nivel Ciudad Autónoma de Buenos 

Aires. 
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3.2.2. Conceptos excluidos de la sumatoria 

Con miras a una distribución de ingresos genuina para las provincias, la norma dispone 

que quedan excluidos de la sumatoria ciertos conceptos del estado de resultados, como (a) 

los resultados originados en la aplicación de normas contables de valuación y aquellos que 

surjan de la utilización del método del impuesto diferido, ya que no cabe precisar una 

jurisdicción particular para la imputación de estos cargos y, en consecuencia, suelen 

imputarse contablemente a la jurisdicción donde se lleva a cabo la administración; (b) los 

ingresos reconocidos en concepto de “Provisiones aplicadas y desafectadas”, así como de 

cualquier previsión, cuando implique el recupero de una pérdida; (c) conceptos relacionados 

al régimen de garantía de depósitos; y (d) los resultados por intereses y ajustes de carteras 

transferidas no dadas de baja contablemente5 indicadas en anexo a la norma, en la medida 

que la obligación tributaria quede en cabeza de un tercero por iguales conceptos. 

3.2.3. Ingresos e intereses pasivos y actualizaciones pasivas con atribución específica 

La resolución en comentario prevé que ciertos ingresos e intereses pasivos y 

actualizaciones pasivas se atribuyan con criterios específicos, independientemente del lugar 

de su contabilización: (a) ingresos relacionados con operaciones entre entidades financieras 

(p.ej., “call-money”), se atribuirán a la jurisdicción donde está la casa central; (b) con relación 

a los sistemas de tarjetas de crédito, (b.i) los ingresos por préstamos, financiación y servicios 

prestados a los titulares y/o usuarios deben asignarse al domicilio del cliente titular y/o 

usuario de la tarjeta de crédito, y (b.ii) si provienen de los proveedores o comercios adheridos 

al sistema mencionado, deberán asignarse a la jurisdicción del lugar en que se efectúe el 

depósito de las rendiciones; (c) los ingresos por préstamos de dinero deberán asignarse a la 

jurisdicción correspondiente al domicilio del solicitante titular del préstamo; (d) en las 

operaciones de compra y venta de moneda extranjera, los ingresos deberán asignarse a la 

jurisdicción correspondiente al domicilio del titular solicitante de dicha operación; y (e) los 

intereses pasivos y/o actualizaciones pasivas provenientes de depósitos u otras formas de 

captaciones de fondos deberán asignarse a la jurisdicción correspondiente al domicilio del 

depositante titular de los fondos y/o rendimientos devengados. 

3.2.4. Otros ingresos e intereses pasivos y actualizaciones pasivas 

La norma trata la asignación de otro grupo de conceptos, donde nuevamente se aparta 

del criterio contable: (a) conceptos vinculados a disposiciones del BCRA para regular la 

                                                 
5  Comunicaciones del BCRA Nros. 6402, 6446 y complementarias. 
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capacidad prestable; (b) los correspondientes a inversiones que realicen los bancos digitales. 

La norma menciona rentas de Títulos Públicos Nacionales, Provinciales y Municipales, 

cédulas, letras, bonos, obligaciones y demás valores emitidos por entidades públicas y/o 

privadas, Fideicomisos Financieros (Rendimiento de Certificados de Participación y Títulos 

de Deuda) y/u obligaciones negociables; (c) los intereses pasivos y actualizaciones pasivas 

relacionados con operaciones entre entidades financieras; (d) los intereses pasivos y 

actualizaciones pasivas relacionados con obligaciones subordinadas emitidas por las 

entidades financieras que desarrollen sus actividades exclusivamente en forma digital; y (e) 

los ingresos e intereses pasivos y actualizaciones pasivas no mencionados que no puedan 

atribuirse de manera cierta a una jurisdicción determinada. 

Todos ellos se atribuirán siguiendo la misma proporción que las cuentas de ingresos 

financieros (cuentas 510.000 del plan de cuentas) en el caso de los ingresos y en la misma 

proporción de los egresos financieros (cuentas 520.000 del plan de cuentas) para el caso de 

los intereses pasivos y actualizaciones pasivas, cuidando ciertas reglas particulares precisadas 

en la resolución. 

3.3. Vigencia 

Como se mencionara, las disposiciones tendrán vigencia a partir del periodo fiscal 

2023. 

4. Resolución General (CA) N° 9/2022. Fintech – PSP que administra cuentas de 

pago. Creación del SIRCUPA 

Una de las grandes novedades de la Comisión Arbitral conocidas en los últimos días 

es la creación del Sistema Informático de Recaudación y Control de Acreditaciones en 

Cuentas de Pago (SIRCUPA), sistema similar al Sistema de Recaudación y Control de 

Acreditaciones Bancarias (SIRCREB) aplicado para las recaudaciones en cuentas bancarias 

de entidades financieras. 

En los últimos meses se vio como un número creciente de provincias fue incorporando 

regímenes de recaudación sobre cuentas de pago administradas por Proveedores de Servicios 

de Pago (PSP). Estos PSP, regulados por el BCRA, son empresas calificadas como entidades 

no financieras que captan fondos de terceros y las depositan en cuentas a la vista. Su 

distintivo más relevante es la aplicación de la tecnología (fintech) para brindar soluciones de 

billeteras digitales (wallet) a clientes a muy bajo costo. 
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La definición de PSP fue establecida por las Comunicaciones “A” Nros. 6859 y 6885 

del BCRA, donde se los definió como las personas jurídicas que, sin ser entidades financieras, 

cumplan al menos una función dentro de un esquema de pago minorista, en el marco global 

del sistema de pagos, tal como ofrecer cuentas de pago (cuentas de libre disponibilidad 

ofrecidas por un PSP a sus clientes para ordenar y/o recibir pagos). En este sentido, 

provincias como Buenos Aires, Córdoba, Chubut, Santa Cruz y Tucumán, entre otras, 

pusieron en pie de igualdad a los PSP con las entidades financieras (a las cuales les aplican 

las disposiciones del SIRCREB o una gama de regímenes de recaudación bancaria de 

provincias no adheridas). 

A efectos de evitar la multiplicidad de regímenes locales y aspirar a sistematizarlos 

bajo criterios uniformes, el 16 de agosto de 2022 la Comisión Arbitral publicó la Resolución 

General (CA) N° 9/2022, donde dispone la creación de un sistema informático en internet 

para que los agentes de recaudación cumplan con la presentación de sus declaraciones 

juradas, los contribuyentes involucrados estén en condiciones de consultar la atribución e 

imputación de los importes resultantes de la aplicación del mencionado régimen, y las 

jurisdicciones administren el padrón de sujetos comprendidos. El sistema procura regular el 

comportamiento de los PSP que actuarán como agentes de recaudación en lo referido a la 

inclusión en el régimen, el método de autenticación para el acceso, los mecanismos de 

presentación de declaraciones juradas, el pago de estas y la metodología de uso del sistema 

para la recuperación del padrón y otras opciones de consulta. 

Al igual que el SIRCREB y otros regímenes locales de recaudación del impuesto sobre 

los ingresos brutos por acreditaciones en cuentas bancarias, que ya cuentan con 18 años, el 

SIRCUPA será aplicable sobre los importes que sean acreditados en cuentas de pago 

administradas por PSP, correspondientes a los contribuyentes comprendidos en las normas 

del Convenio Multilateral y contribuyentes locales establecidos o que establezcan las 

jurisdicciones adheridas. A la fecha de redacción de esta colaboración, las provincias de 

Córdoba, Formosa, Jujuy, Neuquén, Santa Cruz y Tierra del Fuego confirmaron adhesión 

tanto para contribuyentes locales como de Convenio Multilateral al SIRCUPA mediante 

resoluciones administrativas.  

En primera medida, el universo de agentes de recaudación quedará integrado por 

aquellos PSP inscriptos en el “Registro de Proveedores de Servicios de Pago que Ofrecen 

Cuentas de Pago” de la Superintendencia de Entidades Financieras y Cambiarias (SEFyC), 

que serán publicados en el sitio www.sircupa.comarb.gob.ar. Mediante la Comunicación 

“A” N° 7462 se modificó la denominación del “Registro de proveedores de servicios de pago 

http://www.sircupa.comarb.gob.ar/
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que ofrecen cuentas de pago” por “Registro de proveedores de servicios de pago”, al cual los 

PSP deben inscribirse. 

La interacción entre los componentes de la operatoria para el cumplimiento y 

diligenciamiento de estas tareas, como así también la implementación de las decisiones que 

tomen los fiscos sobre los reclamos presentados por los contribuyentes, estará a cargo por un 

“Comité de Administración del SIRCUPA”, dependiente de la Comisión Arbitral. 

4.1. Procedimientos de los contribuyentes alcanzados 

Los contribuyentes alcanzados por el régimen contarán con el detalle de las 

retenciones sufridas en los resúmenes o extractos emitidos por los agentes de recaudación, 

que les servirán como comprobante suficiente para el cómputo de estas contra el impuesto 

que surja de la determinación realizada por el contribuyente. Los PSP deberán arbitrar las 

medidas necesarias para permitir a sus clientes la consulta y descarga de los movimientos 

con las retenciones detalladas en la plataforma. 

Adicionalmente, la información estará disponible a través del sitio del Sistema Federal 

de Recaudación (SIFERE), www.sifere.comarb.gob.ar, en el “Módulo Consultas” y en el 

“Módulo de Declaración Jurada”, que servirá para ser incorporado al CM03 (declaración 

jurada mensual de contribuyentes del Convenio Multilateral) en todas las jurisdicciones.  

A efectos de declarar las retenciones soportadas, deberán agruparse por mes calendario 

y descontarse en los plazos que cada jurisdicción establezca. Para ello, deberán considerar 

los coeficientes de distribución que le corresponda entre las jurisdicciones adheridas. Al día 

de la fecha de redacción de esta colaboración, el sistema dirige al sitio web de consulta del 

sistema SIRCREB para contribuyentes6. 

Los coeficientes de distribución serán calculados en forma mensual y los 

contribuyentes podrán consultarlos a través del SIFERE, “Módulo Consultas”, 

identificándose con la Clave Única de Identificación Tributaria (CUIT). 

Los reclamos y consultas deberán ser canalizados ante el Comité́ de Administración, 

a través del mismo sitio o enviando un correo electrónico a sircupa@comisionarbitral.gob.ar 

debiendo identificarse con la CUIT y describiendo brevemente el motivo de la consulta o 

reclamo. De ser necesario, podrá́ acompañar la documentación que considere conveniente.  

                                                 
6  https://sircreb.comarb.gob.ar/sircreb/contribuyente, consultado en 22 de septiembre de 2022. 

http://www.sifere.comarb.gob.ar/
mailto:sircupa@comisionarbitral.gob.ar
https://sircreb.comarb.gob.ar/sircreb/contribuyente
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A modo ilustrativo, algunas de las situaciones que podrán plantearse: (a) retenciones 

efectuadas al contribuyente con cese total en Convenio Multilateral; (b) asignación de 

retenciones a una o varias jurisdicciones en las que el contribuyente no tiene actividad; (c) 

cálculo de los coeficientes de distribución que no se corresponden con los Coeficientes 

Unificados o con las bases imponibles declaradas por el contribuyente; y (d) asignación de 

retenciones a una o varias jurisdicciones en las que el contribuyente arrastra saldos a su favor 

o realiza actividades exentas o no alcanzadas por el impuesto. 

4.2. Procedimientos de los agentes de recaudación 

Los agentes de recaudación publicados en el sitio www.sircupa.comarb.gob.ar 

utilizarán para su identificación e ingreso la Clave Única de Identificación Tributaria (CUIT) 

y la Clave Fiscal otorgada por la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP). Para 

ello, los agentes deberán incorporar una nueva relación en el servicio “Comisión Arbitral – 

SIRCUPA” mediante la opción “Administrador de Relaciones de Clave Fiscal” del sitio de 

AFIP. 

Mensualmente se confeccionará un padrón de alícuotas de los contribuyentes 

alcanzados por el régimen que estará́ disponible para los agentes de recaudación en el sitio 

www.sircupa.comarb.gob.ar el penúltimo día hábil del mes anterior al de vigencia. Dicho 

padrón contendrá́ la CUIT, Nombre o Razón Social, Jurisdicción, Periodo, Código de 

Redundancia y una letra que identificará la alícuota de retención aplicable a cada 

contribuyente, conforme el cuadro detallado a continuación.  

A: 0,01 % B: 0,05 % C: 0,10 % D: 0,20 
% 

E: 0,30 % F: 0,40 % G: 0,50 
% 

H: 0,60 % I: 0,70 % J: 0,80 % K: 0,90 
% 

L: 1,00 % M: 1,10 % N: 1,20 
% 

O: 1,30 % P: 1,40 % Q: 1,50 % R: 1,60 % S: 1,80 % T: 2,00 % U: 2,50 
% 

 V: 3,00 % W: 3,50 % X: 4,00 % Y: 4,50 % Z: 5,00 %  

Los agentes de recaudación deberán efectuar la presentación de la declaración jurada 

con el detalle de las recaudaciones efectuadas en cada período, conforme al calendario de 

vencimientos que publicará la Comisión Arbitral. Los períodos serán decenales, con fechas 

http://www.sircupa.comarb.gob.ar/
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de vencimiento para el 2022 por la Resolución General (CA) N° 11/2022, de fecha 8 de 

septiembre de 2022, según se detalla en el cuadro a continuación:  

 

El pago de los importes que surjan de las declaraciones juradas se hará́ efectivo vía 

MEP (medio electrónico de pago). 

Los agentes de recaudación podrán consultar la cuenta corriente para verificar el 

cumplimiento de sus obligaciones, la cual estará́ disponible en el sitio 

www.sircupa.comarb.gob.ar.  

En caso de que los agentes de recaudación se atrasaren en el depósito de las sumas 

recaudadas, o incurrieran en incumplimientos pasibles de multas, el Comité de 

Administración SIRCUPA lo informará a éstos. 

4.3. Devolución por retenciones improcedentes 

Los agentes de recaudación podrán devolver directamente a los contribuyentes los 

importes retenidos por error, siempre que la antigüedad de estos no supere nueve períodos 

decenales (aproximadamente tres meses). Superado dicho plazo, sólo podrán hacerlo con 

intervención del Comité́ de Administración SIRCUPA. Las devoluciones quedarán 

reflejadas en la declaración jurada siguiente.  

Cuando se originen errores por retenciones improcedentes, los agentes de recaudación 

deberán devolver los importes retenidos a los contribuyentes indicados en un padrón de 

devoluciones que elaborará mensualmente el Comité́ de Administración SIRCUPA. El 

mismo estará́ disponible en el sitio www.sircupa.comarb.gob.ar junto con el padrón de 

sujetos comprendidos.  

 

http://www.sircupa.comarb.gob.ar/
http://www.sircupa.comarb.gob.ar/
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4.4 Procedimientos de las jurisdicciones adheridas 

Las jurisdicciones que establezcan el régimen de recaudación y adhieran al uso del 

sistema informático, tendrán la exclusiva responsabilidad en la administración del padrón de 

sujetos a los que se les practicará la recaudación de manera tal que deben normarse los 

circuitos y procedimientos pertinentes para desarrollar adecuadamente esta función, como 

así también la atención de todos los reclamos y/o presentaciones que efectúen los 

contribuyentes. 

Las jurisdicciones adheridas podrán acceder a toda la información relativa al sistema, 

donde podrán consultar todas las transacciones. También procederán a atender las consultas 

y/o los reclamos que efectúen los contribuyentes a través de los funcionarios designados para 

integrar el Comité́ de Administración SIRCUPA. Asimismo, las jurisdicciones que adhieran 

al régimen incorporando los contribuyentes locales del Impuesto sobre los Ingresos Brutos 

deberán enviar un padrón de sujetos comprendidos y serán responsables de su actualización. 

4.5. Vigencia 

El sistema informático estará vigente a partir del 1ro de octubre de 2022. 

5. Conclusiones 

El impuesto sobre los ingresos brutos sigue representando uno de los principales 

factores de encarecimiento de las soluciones de financiamiento y formalización de la 

economía, con alícuotas elevadas y efectos económicos distorsivos.  

No obstante, a través de las distintas resoluciones generales que se analizaron en esta 

colaboración, se ve un esfuerzo de parte de la Comisión Arbitral por intentar adaptar el texto 

del Convenio Multilateral en lo que refiere a la atribución de ingresos por parte de la 

economía digital. 

Desafíos en materia interpretativa aún permanecen, por lo que podrían observarse 

nuevos puntos de conflicto entre los contribuyentes y los distintos fiscos provinciales, sobre 

los que se espera un trabajo mancomunado entre las autoridades, los consejos profesionales 

y las cámaras empresariales en pos de erradicarlos.
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Resumen 

En el presente trabajo se analizará el compliance, también conocido como normas de 

cumplimiento en la gobernanza corporativa, entendida como buen gobierno de las 

corporaciones en la gestión tributaria. Para ello analizará distintos aspectos. 1) ¿Qué es el 

compliance, la gobernanza y la buena gestión? 2) ¿Cuáles son las acciones que deben tomarse 

en materia de compliance en gestión y gobernanza? 3) La gobernanza corporativa en la gestión 

tributaria. Allí se hará especial énfasis en la complejidad del sistema tributario brasilero y sus 

principales impuestos. 4) La importancia de la buena gestión tributaria para la empresa y los 

beneficios a modo de conclusión. 
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In this paper, also known as compliance standards in corporate governance, understood as 

good governance of corporations, in tax management, will be analyzed. For this I will 

analyze different aspects. 1) What is compliance, governance and good management? 2) 

What are the actions that must be taken in terms of compliance in management and 

governance? 3) Corporate governance in tax management. There, special emphasis will be 

placed on the complexity of the Brazilian tax system and its main taxes. 4) The importance 

of good tax management for the company and the benefits as a conclusion. 

Keywords 

Compliance - tax compliance – governance - governance in tax management 

1. Introducción 

La gobernanza tributaria consiste en un conjunto de procedimientos tributarios 

relacionados con la actividad empresarial que tienen como objetivo fundamental asegurar el 

control y la adecuada gestión de los asuntos internos que se relacionan con la realización de 

procedimientos que involucren tributación. Precisamente, para que se reduzcan las 

inconsistencias y los riesgos fiscales se debe procurar que la empresa no tenga problemas 

fiscales, ya que no tiene un gasto por encima del monto obligatorio con el pago de impuestos 

y también para que la empresa cumpla con sus obligaciones tributarias y, en consecuencia, 

no tenga problemas con las multas, las acciones judiciales y procedimientos llevados a cabo 

por la Hacienda Pública. 

Al respecto, es fundamental resaltar que, en Brasil, existe un proceso de regulación 

tributaria considerado bastante complejo ya que, además de una cierta cantidad de impuestos 

—que son bastante onerosos—, existe una parte importante de evasión fiscal, ya que dichos 

impuestos se conciben como obstáculos a la rentabilidad y, en otros casos, la evasión se da 

por la falta de una adecuada política de organización en las políticas de gobierno tributario 

corporativo. 

2. Compliance, gobernanza y buena gestión 

La palabra compliance deriva del verbo inglés to compliance, que tiene como significado 

la idea de buscar el compliance de las leyes, normas éticas, reglamentos internos y externos, 

de esta forma, su finalidad es reducir la ocurrencia de riesgos y comportamientos de conducta 

y debido funcionamiento de los negocios en los segmentos en los que operan. Según el 

profesor Paschoal FILHO, el término proviene del verbo inglés “to compliance”, que significa 

“cumplir, actuar de acuerdo con una regla, una instrucción interna, un mandato o una 
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solicitud”.2 El profesor Marcelo COIMBRA también complementa que el cumplimiento es el 

deber de cumplir y hacer cumplir las leyes, lineamientos, reglamentos internos y externos, 

buscando mitigar los riesgos vinculados a la reputación y el riesgo legal.3 

Es importante señalar que “gobernanza” es una palabra que deriva de gobernar, es 

decir, del acto de gestionar un determinado entorno. De esta forma puede entenderse como 

un conjunto de actos que definen responsabilidades específicas en el sentido de ayudar a los 

medios tener una ejecución de la decisión que se considere adecuada, asi a ser generada em 

diferentes seguimentos (por ejemplo, en la gobernanza tributaria). 

Básicamente, gestión significa el acto de gestionar personas, procedimientos, medios 

y estructuras administrativas de forma común para encaminar un determinado objetivo. De 

esta forma, para que sea considerado como bueno, debe existir una mejor convergencia entre 

las acciones de gestión y los resultados, lo que se puede ampliar a medida que se desarrolla 

una buena y cada vez más eficaz gobernanza administrativa, que se puede medir mejor 

después de utilizar mecanismos como el compliance como una herramienta para mejorar la 

gestión. 

2.1. Compliance tributario y acciones 

El cumplimiento tributario aplicado en el ámbito empresarial está relacionado con el 

cumplimiento y conformidad de la actividad tributaria con las normas, reglas y lineamientos 

que tienen relación con la actividad que desarrolla la empresa. Por lo tanto, el mencionado 

instituto consiste en ser el conjunto de servicios de regulación y búsqueda del cumplimiento 

que realizan las empresas de las normas tributarias. 

2.2. Gobernanza corporativa en gestión tributaria 

Antes de hablar sobre la gobernanza corporativa en la gestión tributaria debemos 

delimitar que es la gobernanza y que es la gobernanza corporativa. Cuando hablamos de 

gobernanza su equivalente es gobierno, es decir el órgano de decisión del sujeto. Sea que se 

trate de una corporación o una empresa aunque, por ejemplo, en el caso argentino no exista 

una definición de empresa. Podemos aplicarlo a cualquier organización, sociedades, 

asociaciones, fundaciones, sociedades unipersonales, SAS, personas jurídicas públicas o 

                                                 
2  FILHO, Paschoal Naddeo de Souza “Pioneiros em solução para a área tributária com uso de 

Inteligência Artificial”. 

3  COIMBRA, Marcelo de Aguiar y MANZI, Vanessa Alessi (2010) Manual de Compliance. San Pablo, 

Editora Atlas, pág. 2. 
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privadas, etc., porque lo que se pretende con este pequeño artículo es dar una breve idea del 

fin perseguido por el compliance o normas de cumplimiento, como también se conoce en 

argentina. 

Cuando pensamos en un buen gobierno, pensamos en una buena gestión. Para la mejor 

toma de decisiones y para disminuir los costos, en este caso no solo impositivos sino 

aduaneros, de la seguridad social, impuestos provinciales y municipales, evitar sanciones, 

intereses, multas, clausuras, embargos, causas penales, como la pena privativa de la libertad 

para personas de existencia física o la pérdida de personería jurídica en caso de personales 

ideales. Sanciones en el caso de sociedades que van más allá de la ley de responsabilidad 

penal empresaria como sería la Ley Penal Tributaria o la Ley Antilavado en el caso de la 

Argentina. Claro está que con este tipo de prácticas de cumplimiento también podemos evitar 

responsabilidad civil, comercial, laboral, las que podrían derivar en una quiebra, y en 

sanciones derivadas del derecho del consumidor, o leyes de competencia. Porque estas 

normas de cumplimiento están interrelacionadas en los distintos ámbitos que, lejos de ser 

compartimientos estancos, se interrelacionan constantemente. Su función es 

interdisciplinaria. 

En el caso de Brasil, el compliance tributario resulta un tema muy complejo con 

similitud con la realidad en Argentina, debido a la cantidad de impuestos que son abonados 

por las empresas brasileñas, de todos los tamaños y segmentos. De hecho, cada vez más se 

hace necesaria planificación contable y fiscal. Por ejemplo, algunos de los principales 

impuestos y aranceles en el orden nacional están previstos en la Constitución Federal de la 

República de Brasil de 1988 y deben ser recaudados por las sociedades domiciliadas en todo 

el territorio nacional, de acuerdo con sus regímenes fiscales.  

A título meramente ejemplificativo, y siendo que las tasas y los importes varían, 

podemos decir a grandes rasgos que en el sistema tributario brasileño encontramos los 

siguientes impuestos. 

El Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF), que es considerado el 

impuesto federal más importante de la República, ya que se cobra de acuerdo con los ingresos 

de los brasileños. La tasa de incidencia del IRPF varía en función de los ingresos. Por 

ejemplo, con un Ingreso inferior a R$ 1.903,98 el mismo se encuentra exento, se trataría de 

un Mínimo no Imponible. De una renta de R$ 1.903,99 a R$ 2.826,65 se abona una alícuota 

del 7,5%; con una renta de R$ 2.826,66 a R$ 3.751,05, la alícuota es del 15%, con una renta 

de R$ 3.751,06 a R$ 4.664,68: el 22,5%, y con una renta superior a R$ 4.664,68: el 27,5%. 
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Son varios los factores que cuentan como exenciones de la incidencia del IRPF, como por 

ejemplo la jubilación, las personas con enajenación psíquica, entre otros.  

El impuesto sobre Sociedades (IRPJ), cuyo monto depende de los ingresos brutos de 

las empresas, independientemente de su tamaño o segmento que estas siguen. Por lo tanto, 

todas las empresas deben tributarlo, aunque las tarifas son diferentes según su régimen fiscal. 

A modo de ejemplo, abonan el 6%: sobre utilidades retenidas inflacionarias, 15%: sobre el 

beneficio real, aunque las empresas pueden optar por presentar el IRPJ trimestral o 

anualmente. 

También está la Contribución Social sobre la Renta Neta (CSLL), cuya recaudación 

varía de acuerdo con los ingresos netos de las empresas, oscilando entre el 9% y el 20%. En 

materia de Seguridad Social tenemos el (Instituto Nacional de la Seguridad Social (INSS). 

Allí, el valor recaudado por el INSS se destina a la jubilación social de los trabajadores 

brasileños. El impuesto grava a las personas físicas y jurídicas, y se deduce directamente de 

la nómina del trabajador. Las tasas van del 8% al 11%.  

El Fondo de Garantía del Tiempo de Servicio (FGTS), para el cual, cada mes, las 

empresas brasileñas deben depositar el valor del 8% de los ingresos del empleado 

relacionados con el FGTS. Cuando sea despedido sin justa causa o después de un período 

de cinco años de inactividad de la cuenta, el empleado puede retirar el monto total de la 

cuenta. 

El Programa de Integración Social (PIS) o Programa de Formación de Activos para 

Servidores Públicos (PASEP), cuya recaudación destina al pago del seguro de desempleo, 

asignaciones y otros beneficios. Estas contribuciones sociales pueden ser retiradas 

anualmente por el trabajador, especialmente en casos de enfermedad grave o muerte.  

Por otro lado, también está la Contribución al Financiamiento de la Seguridad Social 

(COFINS), de la cual están exentas las pequeñas y microempresas cuyo régimen de 

tributación es el simple nacional. Todas las otras empresas, independientemente del 

segmento, deben pagar el COFINS, que se destina a programas como salud, bienestar y 

asistencia social. Esta contribución se cobra de acuerdo con los ingresos brutos de las 

empresas. Según las siguientes tarifas: Régimen de Beneficio No Acumulable: 7,6%, 

Régimen de Utilidad Acumulable: inferior al 3%.  

También tenemos el Impuesto sobre Productos Industrializados (IPI), que grava las 

industrias, aplicándose a los productos industrializados de origen nacional o internacional, 

así como a los artículos adquiridos en subasta. A nivel aduanero, el impuesto de importación 
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que incide sobre las operaciones de las personas naturales y jurídicas. Se cobra cada vez que 

un producto importado llega a Brasil. Para recibir el producto, el comprador debe cobrar el 

impuesto de importación. 

El Impuesto a las Transacciones Financieras (IOF), que debe ser abonado por las 

personas naturales o jurídicas cuando realizan operacione,s de cambio, seguros, crédito, 

valores o bienes inmuebles.  

La Contribución para la Intervención en el Dominio Económico (CIDE) si bien está 

relacionada con el combustible para automóviles, el petróleo y sus derivados y el gas natural, 

es válido únicamente para productores, importadores y formuladores de combustibles. Pero 

finalmente su imposición afecta a todos por encarecer el producto final.  

También tenemos el Impuesto sobre la Propiedad Territorial Rural (ITR) que como su 

nombre lo indica, es un impuesto que grava únicamente las propiedades rurales, cuyos 

propietarios o titulares deben pagar.  

Dado que Brasil es un país federal, también hay impuestos estaduales o provinciales 

que son por ejemplo el Impuesto a la Circulación de Bienes y Servicios (ICMS). Este tributo 

tiene una tarifa que varía según la región. Cada estado tiene la autonomía para cambiar la 

tabla de tarifas. Todas las empresas que se dediquen a la compra, venta, transporte y 

circulación de mercancías deben pagar ICMS. 

También está el Impuesto sobre la Propiedad de los Vehículos Automotores (IPVA). 

Todos los propietarios de vehículos deben pagar el IPVA de sus vehículos, 

independientemente del tipo de vehículo. La tasa de impuestos varía según el estado y la 

cantidad recaudada se divide en partes iguales entre el estado y el lugar donde se registró el 

automóvil. 

El impuesto denominado Imposto sobre Transmissão Causa Mortis e Doação (ITCMD) —

es decir, a la Transmisión y Donación después de muerto— está relacionado con las 

herencias y las donaciones. Cuando un bien se transmite de un individuo a otro, por herencia 

o donación, se cobra el canon, que varía según el caso. 

También tenemos nuestros impuestos municipales, como son el Impuesto a la 

Propiedad Urbana y Territorial (IPTU) El IPTU se grava la propiedad inmueble u se cobra 

de acuerdo con el tamaño del terreno, el área total construida y no construida, además de la 

ubicación y terminación. El valor se multiplica por la tasa, que suele ser del 1% para casas y 

del 3% para edificios y terrenos. 
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El Impuesto a la Transmisión de Bienes Inter-vivo (ITBI) se paga cada vez que se 

transmite una propiedad de un individuo a otro. En algunas ciudades también se le conoce 

como SISA. Su tasa de este impuesto varía entre ciudades. Sin embargo, es alrededor del 2% 

del valor de la propiedad. 

El Impuesto de Servicios (ISS) grava a toda empresa que se desempeñe en la prestación 

de servicios, independientemente de su tamaño o segmento, incluidos los profesionales con 

educación superior que trabajen sin contrato formal. La tasa de impuestos es del 2%, pero 

generalmente se cobra un 5% sobre el monto de la factura. 

Como puede observarse a grandes rasgos, y solo en forma genérica, podemos observar 

la complejidad y la basta cantidad de tributos que en términos generales se exigen en Brasil. 

Sin lugar a dudas, como en Argentina, los contadores tienen un gran trabajo pero esto no 

pueden realizarlo ni asesorar a las empresas sobre las normas de cumplimiento o tener 

también buenas decisiones sin abogados y otros especialistas en impuestos que colaboren en 

la elaboración de un código de ética y de normas de cumplimiento. Como se manifestó, 

existen acciones directas que deben realizarse, como la capacitación de quienes ejercen la 

toma de decisiones como la capacitación de cada una de las personas que se encuentran 

dentro de los distintos ámbitos de la organización.  

Desde nuestro punto de vista también aplica a empresas unipersonales, no se trata sólo 

de corporaciones. Menos aún puede limitarse al ámbito público y a las normas 

anticorrupción. Porque los beneficios son para toda la sociedad. Y como vemos son no solo 

respecto de la reducción en el pago de impuestos de más o improcedentes sino en una 

verdadera economía fiscal, que reduzca riesgos.  

2.3. La importancia de la buena gestión tributaria para la empresa 

Tal como venimos desarrollando en los puntos precedentes, la complejidad del sistema 

tributario brasilero y también en el caso Argentino (aunque en este caso no será motivo de 

análisis), hace necesario destacar la importancia de la gestión tributaria para la empresa. 

Es importante tener consciencia, como dicen los autores Rosa Isolina CARRASCO PAZ 

y Juan Carlos ERAZO ÁLVAREZ, que:  

[d]esde hace más de una década se utiliza el término en inglés tax 

compliance para hacer alusión al fiel cumplimiento de las responsabilidades 

tributarias, sin embargo, una gran parte de entidades no han adoptado 

procedimientos y buenas prácticas como mecanismos internos de 

prevención, detección, gestión, control y reacción frente a los riesgos y 
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contingencias fiscales.4 La importancia del compliance tributario a nivel 

mundial ocupa un lugar importante y trascendental en las organizaciones 

sin considerar su tamaño o actividad, tiene un crecimiento constante e 

innovador porque toda sociedad debe cumplir con la normativa tributaria 

vigente; por esta razón, se enfatiza en las herramientas de gestión de 

riesgos para que las empresas mitiguen sus sanciones. La necesidad de las 

organizaciones de implementar un sistema de gestión y control, enlazados 

al ámbito de la mitigación del riesgo tributario presenta mayor relevancia 

en el escenario fiscal actual de Latinoamérica y el Caribe, el cual se 

muestra a lo largo de la peor crisis tanto humana, económica, social y 

sanitaria durante el último siglo, como consecuencia de la pandemia por 

coronavirus (COVID-19).5 

Y agregan los autores referidos que: 

[a]nte la magnitud de la crisis, la normativa tributaria se constituye en un 

instrumento primordial de las naciones para que impulsen medidas 

tendientes a enfrentar la gravedad de efectos probables sobre la paz de los 

individuos y la economía, y así preservar la capacidad de producción y 

generar circunstancias favorables para la reactivación de las actividades 

económicas, sin embargo, los esfuerzos deben ser complementados por el 

sector empresarial, quienes deben asumir un rol protagónico sobre la 

responsabilidad corporativa y ciudadana respecto del pago de los tributos 

fijados por el Gobierno, puesto que debe evitar la evasión fiscal que ha 

sido considerada como un impedimento de extensa data en Latinoamérica 

y el Caribe. 

Esto no sólo es importante por la necesidad de las organizaciones de implementar un 

sistema de gestión y control, enlazados al ámbito de la mitigación del riesgo tributario, sino 

que tiene una gran relevancia social en materia de evasión de impuestos. Es decir, debe 

formar parte de la agenda de los gobiernos. Y lo que no es poco es que ellos ven este 

instrumento como un medio idóneo para conseguir la paz de los individuos y de la economía, 

generando la capacidad de producción y circunstancias favorables para la reactivación de las 

actividades económicas. 

Véase la necesidad de la educación en compliance que, si bien cada vez es más conocida, 

no es aplicada en la mediana y pequeña empresa porque se piensa en los mayores costos. En 

                                                 
4  AGUIRRE CORNEJO, Bruno André et al. (2019) “Contingencias tributarias y su incidencia en la 

determinación del impuesto a la renta”, en Horizonte empresarial, volumen 6, número 2, pp. 35-51. 

5 ̀ CARRAZCO PAZ, Rosa Isolina y ERAZO ÁLVAREZ, Juan Carlos (2021) “Compliance tributario como 

herramienta de gestión para la identificación, prevención y detección de contingencias fiscales”, en 
Revista Interdisciplinaria de Humanidades, Educación, Ciencia y Tecnología, año VII, volumen VII, número 

2, edición especial II. Santa Ana de Coro (Venezuela), Universidad Nacional Experimental Francisco 

de Miranda (UNEFM), pag. 2. 
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el mercado han aparecido más servicios que asesoran en este sentido y ofrecen ciertos 

programas contables y de diseño en sistemas. Creemos que, sin embargo, eso no es suficiente. 

Se requieren personas que conozcan la actividad de la empresa, sus objetivos y que trabajen 

en forma interrelacionada con otros sectores. 

Percibimos que este sistema también genera favorecimiento a la recaudación, las 

facultades de verificación y de fiscalización. Aún más, genera una mejora de la economía y 

el nivel de satisfacción de la gente como así de la productividad. Y, en el plano internacional, 

mejora los sistemas de colaboración internacional no solo en materia de fiscalidad 

internacional o precios de transferencia sino también para combatir el crimen organizado. 

3. Conclusión 

Por tanto, el desarrollo y ejecución de un buen gobierno redunda en el logro de una 

buena gestión, pero es necesario que cuente con toda una estructura que garantice una mejor 

y armónica gestión de las personas, el funcionamiento interno, el uso de correctos 

procedimientos administrativos y funcionales, entre otros puntos que incluiremos al 

Cumplimiento como una herramienta adecuada para alcanzar el estatus de buena gestión. 

La gobernanza tiene varios aspectos y formas de ejecución. Sin embargo, en este 

artículo se abordó específicamente el gobierno corporativo en la gestión tributaria, el cual se 

desarrolló y precisó algunos elementos relacionados principalmente con la gestión tributaria 

y los diferentes tipos de impuestos con el fin de demostrar que la situación en Brasil con 

respecto a la tributación es similar a la realidad argentina, ya que ambos países tienen una 

alta incidencia tributaria. 

Debido a la alta incidencia de los impuestos y para que esta no se convierta en un 

obstáculo para la medición de la utilidad en la empresa privada, es necesario desarrollar un 

conjunto de estrategias de gobierno corporativo en la gestión tributaria, precisamente para 

implementar una adecuada educación tributaria para que sean reducidos los riesgos de que 

se produzcan daños. Se trataría de cuestiones como la mora o falta de pago de impuestos y 

la consiguiente aparición de multas a aplicar a las empresas entre una serie de situaciones 

que llevan a la necesidad de contar con un buen modelo de gestión. 

El compliance actúa como una herramienta para la implementación de los planes de 

gestión en materia de gobernanza tributaria pues contribuye a brindar elementos, estrategias, 

evaluaciones de riesgo, entre otros elementos que fortalecen la cultura de integridad y respeto 
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a las normas y leyes tributarias, así como a las empresas a contar con el correcto compromiso 

con las autoridades fiscales. 

Portanto, o desenvolvimento e execução de uma boa governança possui como resultado a 

concretização de uma boa gestão, mais é necessário que tenha toda uma estrutura que garanta uma 

melhor e harmonica gestão de pessoas, funcionamento interno, utilização de procedimentos 

administrativos e funionais corretos, entre outros pontos que incluiremos o Compliance como uma 

ferramenta adequada à alcançar o status de boa gestão. 

A governança possui diversos aspectos e formas de execução, todavia no presente artigo segue 

abordada especificamente a governança corporativa em gestão tributária, o que foi desenvolvido e 

especificado alguns elementos principalmente os relacionados a gestão tributária e aos diferentes tipos de 

tributos de maneira a demonstrar que a situação do Brasil no que se refere à tributação é similar à 

realidade argentina, uma vez que ambos os países possuem uma incidencia de tributação considerada 

alta. 

Em razão da alta incidencia de impostos e para que isto não se torne um empecilho para aferir 

lucro na empresa privada, faz por necessário ser desenvolvido um conjunto de estrategias de governança 

corporativa em gestão tributária, justamente para implementar uma devida educação tributária para 

que sejam minorados os riscos a ocorrência de danos. Estes seriam questões como atrasos ou ausencia de 

pagamento de tributos e o consequente surgimento de multas a serem aplicadas âs empresas entre uma 

série de situações que fazem por conduzir a necessidade de ter um modelo de boa gestão. 

O compliance atua como ferramenta para a implementação dos planos de gestão da governança 

tributária, pois contribui para fornecer elementos, estratégias, avaliações de riscos, entre outros elementos 

que fortalecem a cultura de integridade e respeito às leis e regulamentos tributários, bem como às 

empresas que correto compromisso com o fisco. 
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Pautas de publicación 

1. Procedimiento de evaluación 

El proceso de evaluación comienza por el envío del trabajo a la revista por el autor 

exclusivamente a nuestro correo electrónico revistatributarista@gmail.com. Los trabajos son 

sometidos a un referato por pares después de la emisión de nuestro correo electrónico de 

confirmación de recepción por la Secretaría Editorial, que siempre es enviado dentro de un 

plazo de setenta y dos (72) horas hábiles desde la recepción del trabajo. A partir de entonces, 

el trabajo es remitido (con carácter anónimo) al editor del comité de la especialidad 

correspondiente, quien controla el cumplimiento de las especificaciones formales. 

En caso de que el trabajo no cumpla tales requisitos, es devuelto al autor por la 

Secretaría Editorial para que rectifique su presentación; y, en el caso de que sí lo hiciere, es 

remitido a un evaluador para su consideración y expedición del dictamen según la plantilla 

de referato. 

Los trabajos sometidos a la evaluación para su publicación en la revista digital deberán 

ser identificados claramente como tales en el asunto y contenido del correo electrónico por 

el cual sean remitidos. Asimismo, no serán considerados para su eventual publicación en la 

revista digital los trabajos que sean remitidos de manera alguna que desnaturalice el 

procedimiento de referato de tipo doble ciego por pares (p.ej., con copia a algún miembro de 

los órganos del cuerpo editorial). 

Si en alguna instancia se determinase que el trabajo no satisface las especificaciones 

formales o sustanciales de la publicación, se le informará al autor que no será publicado. 

Asimismo, las deficiencias subsanables serán comunicadas a los autores para su corrección 

y eventual reevaluación. 

2. Especificaciones formales 

Las especificaciones formales para la publicación en la revista son las siguientes, y su 

cumplimiento será exigido por el secretario editorial del comité de la especialidad 

correspondiente con carácter previo a la admisión de los trabajos y su consideración al efecto 

de su eventual publicación: 

i) Documento de texto en formato .doc o .docx; fuente Calisto MT, tamaño 11 puntos, 

interlineado de 1,5 líneas, hoja tamaño A4 (210mm x 297mm) y márgenes por defecto 

(superior e inferior 2,5cm; izquierdo y derecho 3cm). 
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ii) Las notas a pie de página deben redactarse en tamaño 10 puntos e interlineado 

simple. 

iii) La extensión del trabajo —incluyendo notas al pie, citas en el cuerpo del trabajo y 

bibliografía al final del artículo—debe ser de 15 a 25 páginas. 

iv) La estructura requerida para los trabajos es la siguiente: a) Título del trabajo en 

español, donde e posible consignar, en nota al pie, cualquier agradecimiento, dedicatoria, 

aclaración y/o comentario sobre el texto; b) nombre completo del/de los autor/es. Es 

necesario consignar, en nota al pie, la afiliación institucional, un correo electrónico de 

contacto y una breve reseña curricular (máximo 5 líneas) de cada uno de los autores (estudios 

de docencia e investigación, maestría/posgrado, antecedentes profesionales, instituciones en 

las que se desempeña, etcétera); c) resumen del trabajo en español (5 a 15 líneas); d) palabras 

clave en español; e) título, abstract y palabras clave en inglés (o en otro segundo idioma); y 

f) cuerpo del trabajo, donde deberá claramente exponerse la actualidad, originalidad y 

relevancia de la cuestión abordada. 

v) La extensión requerida es: a) para artículos de doctrina: a.i) de alumnos: mínimo 2, 

máximo 5 páginas; y a.ii) de profesionales: mínimo 12, máximo 20 páginas; y b) para 

comentarios de fallos: mínimo 5, máximo 10 páginas. 

vi) Las notas a pie de página se numerarán consecutivamente en el cuerpo del trabajo 

y no al final del documento. Deberán utilizarse exclusivamente para los comentarios que el 

autor considere ilustrativos o secundarios, y no para las referencias bibliográficas. 

vii) Las referencias bibliográficas se realizarán por nota al pie con indicación del 

apellido del autor en versales, nombre, año de la publicación entre paréntesis. Si la cita fuera 

una reproducción textual, deberá indicarse entre comillas y señalar, además, los números de 

páginas correspondientes. Las citas textuales que superen las cinco líneas de extensión 

deberán introducirse en párrafo aparte, indentado y sin sangría. La referencia al autor se 

consignará al final de la cita. 

viii) Las referencias doctrinarias al final del artículo deberán consignarse de la siguiente 

manera: 

1. Libros. Apellido (en versales), iniciales del/de los nombre/s, año de la publicación entre 

paréntesis, título del libro (en itálicas), ciudad de edición, editorial. De existir director/es, 

coordinador/es, compilador/es o editor/es que figuren en primer lugar en la obra, se solicita 

aclararlo con la abreviatura correspondiente. Si hubiese cuatro o más coautores, 
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codirectores, etcétera, en pie de igualdad, puede consignarse el apellido y la inicial del/de 

los primer/os nombre/s, seguido de la fórmula “y otros” o “et al.”. Se ruega no consignar 

“AA.VV.”, “VV.AA.” o similares, excepto que la obra sea plenamente colectiva, sin un 

coautor o director, coordinador, etcétera, que figure el primer lugar. De haber más de una 

obra del mismo autor y del mismo año, se consignará sucesivamente una letra del alfabeto 

detrás del año, del mismo modo que en las referencias en el cuerpo del texto. 

2. Capítulos de libros. Apellido (en versales), iniciales del/de los primer/os nombre/s 

del/de los autor/es del capítulo, año de la publicación entre paréntesis, título del capítulo 

(entre comillas), “en”, apellido (en versales), iniciales del/de los primer/os nombre/s del/de 

los autor/es, director/es, coordinador/es o compilador/es del libro (si difiere total o 

parcialmente del del autor del capítulo), título del libro (en itálicas), ciudad de edición, 

editorial, páginas que abarca el capítulo completo del libro en la obra. Se aplican las pautas 

del punto (a), segundo, tercer y cuarto párrafo. 

3. Artículos publicados en revistas. Apellido (en versales), iniciales del/de los 

nombre/s del autor del artículo, año de la publicación entre paréntesis, título del artículo 

(entre comillas), “en”, nombre de la revista (en itálicas), número/año/volumen/tomo de la 

revista, ciudad de edición, editorial, páginas que abarca el artículo completo en la revista, 

“consultado en”, dirección del vínculo entre corchetes, “el”, fecha de consulta, cita online 

(de ser posible). Se aplican las pautas del punto (a), segundo, tercer y cuarto párrafo. 

4. Artículos publicados en Internet. Apellido (en versales), iniciales del/de los 

nombre/s del autor del artículo, título del artículo (entre comillas), “consultado en”, 

dirección del vínculo entre corchetes, “el”, fecha de consulta, cita online (de ser posible). ix) 

Las referencias jurisprudenciales al final del artículo deberán consignarse de la siguiente 

manera: tribunal, año de la resolución, carátula, número de expediente (si se dispusiera), 

fecha de la resolución, lugar de publicación (o, en su defecto, código de registro). 

x) Siempre que la fuente esté disponible en línea deberá incluirse la referencia en la 

sección “Referencias”. 

xi) Se requiere el envío de una declaración jurada respecto de la originalidad/carácter 

inédito del artículo, sobre la autoría y la cesión de los derechos intelectuales por el autor 

según el siguiente modelo. Ningún artículo será evaluado ni publicado si este requisito no se 

cumple. 
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3. Pautas sustanciales 

En lo que respecta a nuestros criterios de evaluación de los trabajos, resolvemos según 

los siguientes principios: 

i) dado nuestro propósito de encender el debate de los asuntos públicos, se les requiere 

a todos los textos que aborden cuestiones relevantes – puesto que no incentivamos la 

discusión de vanidades; 

ii) en lo que respecta a la forma, los artículos deben estar estructurados 

sistemáticamente, lo que significa que los argumentos tienen que estar desarrollados 

coherentemente (es decir, sin contradicciones) y cohesivamente (es decir, en una continuidad 

sin omisiones); 

iii) dado que producción y reproducción no son iguales (y nosotros estimulamos 

únicamente la primera), sólo publicamos obras originales e inéditas; 

iv) así como el discurso académico se fundamenta en fuentes, los artículos que 

recibimos también deben estarlo – caso contrario, no serán publicados-; y 

v) por último, pretendemos publicar buenas obras, cuidadosamente confeccionadas – 

en otras palabras, bien escritas. 

4. Política de control de plagio 

En cuanto espacio editorial inspirado en el principio de originalidad, velamos por el 

respeto de la ética académica y científica en sus publicaciones. En este sentido, no se 

publicará bajo ningún concepto artículos o contribuciones que incurran en plagio o auto-

plagio, de conformidad con las pautas COPE. A tal efecto, usamos herramientas 

informáticas a fin de detectar, en todo texto remitido, la coincidencia o el parecido de sus 

partes respecto de obras ya publicadas; en consecuencia, es obligatorio consignar en cada 

caso las correspondientes citas y referencias bibliográficas. 

5. Política de acceso abierto 

Proporcionamos acceso libre y gratuito a todos nuestros artículos para que puedan ser 

utilizados con propósitos académicos, de investigación, educativos, y en general para 

cualquier uso no comercial. Todos los contenidos podrán citarse, descargarse, copiarse, 

distribuirse, imprimirse, buscarse, crearse a partir de ellos o incluso utilizarse hipervínculos 
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para acceder a ellos, bajo la condición de que su uso no sea comercial y que se dé cuenta de 

su origen. 
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